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Introducción 

Hoy en día, nos ha tocado vivir en  la sociedad de la información. Es por ello que resulta tentadora cierta información privilegiada por ejemplo para las grandes empresas privadas que  pueden contar con útiles bases de datos en donde se tiene la información que se puede catalogar como privada y otra como pública, lo cual violenta si se puede decir de esa forma nuestro derecho a la intimidad y por ende nuestro derecho a la autodeterminación informativa.

Si bien es cierto, nuestra Constitución contempla o garantiza en su numeral 24 la protección de una esfera de la dimensión más individual y privada en referencia al derecho a la intimidad. Hoy en día, resultaba totalmente imprescindible hablar de los derechos de la personalidad (honor, imagen e intimidad) de una manera conjunta ya que muchas veces resulta arduo distinguir que supuesto pertenece a cada uno de los tres, siendo que este tipo de derechos tienen una relevancia innegable en nuestros días sobre todo cuando empiecen a surgir aún más problemas sobre la regulación jurídica de las bases de datos que se comercializan por parte de empresas privadas en nuestro país, constituyéndose en un lucrativo negocio para las empresas oferentes de estos sistemas de redes.

Es por ello que el derecho a la autodeterminación informativa es un derecho fundamental no es ningún nuevo derecho, sino que es la expresión de antiguos derechos como el derecho a la privacidad y al control del Estado, y a controlar que éste no limite los derechos de los ciudadanos de una manera insoportable, derechos que en alguna medida se han venido "contaminando" y reduciendo frente al avance constante y manifiesto de las tecnologías de la información y de la comunicación.  Si bien es cierto, el vivir en la era de la tecnología y de las comunicaciones, la sociedad tiene derecho a saber, pero también tiene un derecho a la transparencia del procesamiento de datos, el cual a su vez es una parte fundamental del concepto moderno de democracia, este derecho no sólo tiene validez para el almacenamiento de los datos, sino también a todo lo largo del proceso de obtención de la información, de tal manera que la forma de almacenamiento de los datos, sea esta en forma manual o electrónica no tiene un verdadero papel fundamental. No obstante, por el ámbito de protección de este derecho se encuentra fuertemente caracterizado por la índole especial de los intereses en conflicto en el procesamiento de datos, principalmente del interés del ciudadano de tener control sobre quién y en qué forma o con cuáles objetivos y bajo qué circunstancias, tiene acceso a sus datos personales.

En este sentido, el Tribunal Constitucional alemán dedujo este derecho de la autodeterminación informativa que establece una relación directa entre el derecho general a la personalidad y la dignidad del ser humano
. Esta línea interpretativa es clara si se entiende que este Tribunal meditó sobre la relación posible entre el control estatal de los datos de los ciudadanos y la posibilidad de una verdadera democracia compuesta por seres humanos que no tienen la posibilidad de autodeterminarse, muy especialmente en el ámbito del área más íntima de sus vidas.

Generalidades y descripción del tema
Descripción del Problema


El planteamiento del problema radica en que  la sociedad en su constante  evolución ha creado  una generación de conocimiento  y de información, en busca no de un dominio  sobre la propiedad, sino  sobre datos personales obtenidos por medios electrónicos
. 

Es por ello que se puede decir afrontamos una sociedad  tecnológica en la que somos seres controlados sin nuestro consentimiento y por medios informáticos de gran desarrollo que nos llevan a una “vigilancia total”, dejando el contenido de los derechos fundamentales; de esta forma la sociedad nos convierte en “ciudadanos de cristal”
 ante los particulares y El Estado, que les permite crear cuantos perfiles de los ciudadanos sean deseados, en un mundo en donde todos los datos son considerados sensibles.

Dado lo anterior, se tiene que a partir de 1960, surge como una reacción vertiginosa al desarrollo tecnológico que se traduce en nuevos sistemas informáticos, proyectos legislativos que, dan un nuevo giro o extensión al concepto de derecho a la privacidad, a la protección de la libertad y esfera personal frente a posibles excesos del registro informatizado o difusión de datos e informaciones vinculadas a aspectos reservados o íntimos.  Siendo que, surge la necesidad del derecho de autodeterminación informativa, como un proceso constitucional especializado, para la protección de ciertos derechos en relación con la libertad informática, sus antecedentes genéricos básicos puede remontarlo a los intentos por preservar esferas personales de injerencias o perturbaciones externas no deseadas, a fin de garantizar la privacidad o intimidad personal. Por eso es que se busca llegar a la protección frente a los riesgos del almacenamiento, registro y utilización de datos
. Esto por cuanto, al estar frente la era de la tecnología y la información, se ha visto afectados en cuanto al irrespeto al derecho de autodeterminación informativa, a pesar de que en nuestra Constitución Política en su numeral 24 se establece  que a todo ciudadano “Se garantiza el derecho a la intimidad…”.

En virtud de lo anterior, se ha generado la  incertidumbre sobre como se debe proteger los datos personales o bien el derecho a la autodeterminación informativa, debido a la falta de regulación existente  que venga a sentar las bases necesarias para el uso adecuado de la información, además de brindar una protección en este aspecto a los ciudadanos.

Es por ello que, en Costa Rica es muy usual que todos tengan acceso a todo tipo de información de índole personal, debido a que en el mercado existen empresas privadas que se dedican a lucrar con la información confidencial y Publica de las personas. Dicha situación es preocupante por cuanto no existe un limite del quien puede solicitar esta información, sean estas personas jurídicas o privadas. ¿Se debe considerar si en nuestro ordenamiento jurídico se tutela el derecho a la intimidad de las personas? ¿Existe una normativa específica que regule o proteja el derecho a la autonomía o derecho de la autodeterminación informativa?

 Si bien es cierto, Costa Rica al ser parte de un mundo globalizado, no se queda atrás en lo referente a la aplicación de la tecnología en todos sus ámbitos, no obstante, descuida la protección del derecho a la intimidad de las personas, con lo cual se violenta un derecho humano fundamental en una sociedad, que es de naturaleza procesal que permite a cualquiera acceder a bancos o registros de datos, públicos o privados, computarizados o no, que contengan información sobre su persona, todo con la finalidad de tomar conocimiento, ya sea sobre su contenido, para identificar a la persona que proporcionó el dato, los motivos de su almacenamiento o el lugar donde se pueda ubicar; o bien para modificarla agregando información no contenida en procura de actualizar el registro o corregir la información equivocada o falsa; suprimir aquella que afecta la intimidad personal u otros derechos fundamentales. 

Por ser la sociedad costarricense parte de la era de las comunicaciones y de la tecnología, desde hace unos años, la información personal se ha visto violentada y expuesta día a día, y como parte de ello, se tiene las constantes consultas realizadas ante la Sala Constitucional, en lo referente a este tema y que dista de la realidad, debido que a pesar de que todos los derechos son inherentes a todos los ciudadanos, las resoluciones dictadas son tomadas con criterios muy diferentes, dependiendo del caso, lo cual se considera una violación al derecho resguardado en la misma Constitución Política.  Entendiéndose así que lo importante de una resolución no es la forma si no el fondo, sabiéndose así que todas las personas serán tratadas como individuos con derechos igualitarios en una sociedad. Pero dejando claro que por el hecho de que una situación se similar o igual a la de otra persona, esto no significa que tendrá una resolución idéntica, ello a la falta de normativa que dicte los parámetros necesarios a perseguir para obtener una resolución erga hommes.

El hecho de que sean empresas privadas las que en estos momentos tengan el control de las bases de datos, y cualquier persona pueda acceder toda la información personal que en la misma aparece, como nombre y apellidos, direcciones, salarios, lugar de trabajo, procesos judiciales, números telefónicos, entre otros, es realmente preocupante. Estamos en una sociedad en donde los valores morales se han ido perdiendo y están a la orden del día las extorsiones y el llamado sicariato y hasta la suplantación de la identidad, los llamados paseos millonarios (secuestro de personas para obligarlas a sacar dinero de los cajeros)
, robo de propiedades entre otros. Por lo tanto, viene a nuestra mente. ¿Cual será el verdadero uso que se le puede dar a la información, y de dónde se obtuvieron esos datos, si no se tiene el consentimiento de la persona? En muchos de estos casos, se denota claramente que ciudadanos han sufrido danos y perjuicios debido a este vacío normativo en la legislación costarricense. Es por ello que, se considera necesario se realice una regulación normativa que venga brindar protección en lo referente al derecho de autodeterminación informativa, con la finalidad de evitar se siga violentando ese derecho constitucional y por ende, la intimidad de las personas.

Problematización

Si bien es cierto, el derecho a la información es un derecho colectivo, que garantiza a todas las personas a recibir información necesaria y oportuna, este es  un exacto de una sociedad auténticamente democrática. No obstante, si continuamos con  la falta de normativa legal en este sentido y  la inadecuada utilización de los datos privados de las personas en Costa Rica, acarrearemos una serie de problemas como los descritos anteriormente, pues dicha problemática se torna más que ser una forma de protección crediticia, se tiene que se presta para, el trasiego de información a la cual se le puede dar un uso de otra índole. Por lo tanto, lo que se tiene que evitar a través de la regulación es que los datos que libremente facilitamos fuesen incluidos o trasladados sin nuestro consentimiento a otros bancos de datos. Debido a que la información personal, no tiene un supuesto económico deja de tener fundamentalmente valores personales (éticos). La formación personal forma parte de la intimidad individual, para decidir dentro de cierto límite, cuándo y qué información puede ser objeto de procesamiento automatizado. 

Por lo tanto, la protección del derecho a la intimidad y la autodeterminación informativa, de la forma como se está utilizando en nuestro país atenta contra los derechos individuales por el tratamiento automatizado de datos, debido a que no se plantea exclusivamente como consecuencia de problemas individuales, sino que también expresan conflictos que incluyen a toda la comunidad, tanto nacional como internacional. La idea de la persona titular de datos, quien es el afectado, es y debería ser el que tiene el interés como parte de un grupo, en controlar el tratamiento automatizado de datos que se incluyen. Es por ello, que se debe de tener en cuenta, que la defensa de la intimidad puede ser el género que amplía las fronteras del hábeas data en el aspecto del derecho a la autodeterminación informativa.

En ese sentido, existen una serie de dudas al respecto a que es Información confidencial o privada y que es información pública, no solo por conceptualización y delimitación de la intimidad, sino también,  por la falta de una ley que nos proteja y establezca parámetros y sanciones para la utilización de la Data personal de forma tal que se pueda aseguran ese derecho frente a la inseguridad que existe en el País.

En referencia al derecho de autodeterminación informativa, nos hacemos muchas preguntas sobre el uso y su manejo de dicha información como lo son:

¿Debería ser una institución gubernamental la que se encargue de administrar y velar por el buen uso de la información, utilizando las bases de datos como una entidad protectora de crédito, pero solo para estas circunstancias y no como se ha utilizado por parte de las empresas privadas que son las que mantienen estos registros automatizados y que lucran con dicha información?

¿Tienen derecho los empleadores laborales a saber nuestro historial crediticio, asuntos judiciales pendientes entre otros?

¿Tenemos como ciudadanos de un país democrático el derecho de querer guardarnos nuestra identidad, y que se nos garantice el derecho a nuestra intimidad tal y como se establece en nuestra Constitución Política?

¿Se tiene derecho a una ley que nos proteja si alguien usurpa nuestra identidad o utilice nuestros datos para el lucro personal, irrespetando nuestra individualidad y el de nuestras familias?

¿Quien es el ente encargado de decidir qué información es para el público y cuál pertenece a nuestro derecho a la intimidad?

 Estas son algunas de las muchas interrogantes que existen frente la problemática de un abuso a la información personal e íntima, misma que está siendo tomada por personas con el afán de lucrar y que la venden al mejor postor, sin que se proteja lo estipulado en nuestra Constitución Política en donde se dice que tenemos a que se nos garantice en nuestro derecho a la intimidad.

Justificación

El  problema de la autoderminación de información personal e íntima y la falta de protección de los datos privados debido al vacío existente, ello por la falta de una normativa legal que venga a regular el uso de la información. Ello aunado al desconocimiento que se da por parte de muchos estratos de la sociedad que no saben que sus datos están siendo comercializados por empresas privadas que sin menospreciar venden a cualquier persona que desee adquirlos por un costo mensual, muchas veces la información que no es actualizada, en donde inclusive aparece la foto de la persona y toda la información confidencial que de ella se derive, sin importar el uso que le puedan dar. Todo ello, debido al poco interés que existe por parte de un Plenario Legislativo para que se regule, es por esta razón que nuestra investigación y propuesta  se basa en una necesidad  existente para la sociedad.

El Derecho a la Autodeterminación Informativa, debe ser el máximo intérprete de la constitución, porque en este derecho tiene por objeto "proteger la intimidad personal o familiar, la identidad y la imagen frente al peligro que representa el uso y eventual manipulación de los datos a través de ordenadores electrónicos", detallando que su protección a través del Hábeas Data, tomando en cuenta la capacidad de acceder a registros computarizados o no, y de cualquier naturaleza que almacenen datos de una persona con el objeto de conocer lo que se encuentra registrado, Para qué y para quién se realizó el registro de la información., es importante que al agregar datos a dicho registro a fin de actualizar o incluir información, los mismos sean rectificados para que se encuentren actualizados.  De igual forma, impedir su difusión para fines distintos de los que justificaron  en su registro, además de cancelar la información que razonablemente no debiera encontrarse almacenada. 

Si bien es cierto, la precisión realizada resulta de gran utilidad pues el derecho a la autodeterminación informativa reconocido debe velar por lo establecido en la Constitución, también se deben de contemplar sólo uno de los aspectos de su contenido, a saber, la facultad de impedir la difusión de informaciones que puedan afectar la intimidad personal y familiar, lo cual, sumado a una interpretación literal y restrictiva, de no ser de esta forma se puede decir que ciertamente es inaceptable en el ámbito de los derechos fundamentales de una sociedad  basada en valores y respeto muto entre las personas sin distinción.

Continuar sin una regulación importante en este ámbito, generaría un gran impacto  en la sociedad, esto por ser tan permisible que las empresas privadas lucren con información personal, todo ello debido a la falta de regulación y prevención en la utilización de datos privados, lo cual puede ser catastrófico, tanto a nivel social como económico de un país. Es por ello que si logramos alcanzar, y a la vez fomentar un pensamiento constructivo e informativo, en el cual desarrollemos el tema de la autoderminación de la DATA PRIVADA. Todo ello poniendo los lineamientos a través de una verdadera regulación, se puede prevenir la mala utilización de datos personales de índole personal y así realmente salvaguardar lo establecido constitucionalmente en lo referente a garantizar efectivamente el derecho a la intimidad de las personas.

A pesar de que en su dimensión individual, el derecho de acceso a la información se presenta como un presupuesto o medio para el ejercicio de otras libertades fundamentales, como puede ser la libertad de investigación, de opinión o de expresión, Por mencionar alguna, se debe de tener mucho cuidado sobre el tipo de información privada que se brinda de las personas, ello debido a que se le puede dar un uso no adecuado, poniendo en riesgo la intimidad e integridad de las personas. Todo ello, a falta de regulación en este sentido.

Desde este punto de vista, se debe de velar para determinar cuales datos personales puedan pueden ser considerados básicos dentro del desarrollo de nuestra personalidad. Esto debido a que hay aspectos que si son puestos en conocimiento de la opinión pública sin nuestro consentimiento podrían provocarnos daños irreparables.
Siendo este un derecho otorgado a través de una garantía constitucional, se debe de proteger el derecho que tienen las personas naturales y jurídicas de acceder a los documentos, bases de datos e informes que sobre sí mismas o sus bienes, se encuentran en poder de entidades públicas o privadas, inclusive de personas naturales o jurídicas privadas, demás de conocer el uso que se esté dando, se dio o que se va a dar a tal información y por ende, obtener acceso directo, cabal y verídico, de ella, así como a que se rectifiquen, se eliminen o no se divulgue, según sea el caso. Todo ello, con la finalidad de proteger una especie del derecho a la libertad individual y al derecho de autodeterminación informativa.

Hoy la problemática se da tanto por la falta de normativa como a la mala utilización e ignorancia sobre qué información es de carácter público y cuál debería ser privada, tal es el punto que puede generar un caos informático a futuro. Aunado a ello, la falta de información puede ser un gran problema en el presente y futuro, debido a que todo ciudadano tiene derecho a la información, pero se considera que la mala utilización de la información privada y una delimitación desproporcional de información es aún más dañina que la falta de ella.

Es por ello que se considera que el impacto de la presente investigación tanto a nivel de historia, conceptualización y hechos verídicos, factores, entre otras, será  positivo para la sociedad debido a que se puede lograr concientización sobre la importancia, el cuido y resguardo de la información de los datos personales e íntimos de cada ciudadano.

El hecho de que todos tengamos conocimiento sobre qué pertenece a Datos privados y cuáles no, además de cómo se utilizan legalmente,  a la vez, que el ciudadano conozca que hay una propuesta para una mejor normativa para prevenir y sancionar el uso ilimitado y sin autorización de la Data intima y privada, esta situación no solo nos beneficiará en el presente, sino en el futuro.

Objetivo General
· Analizar la legislación costarricense, Constitución Política, Jurisprudencia y la Convención Interamericana de Derechos Humanos, Doctrina y proyecto de ley sobre el Hábeas Data, en cuanto a la tutela del principio fundamental del derecho a la Intimidad específicamente en la Autodeterminación informativa.

1.1.1 Objetivos Específicos

1) Estudiar los antecedentes históricos del Hábeas Data y analizar los conceptos del Derecho a la Información, Derecho a la Intimidad, División Bipartita entre Derecho Público y Derecho Privado, definiciones de Habeas Data y Análisis de la Autoderminacion en Costa Rica.

2) Examinar los modelos de Hábeas Data existentes en América Latina, Europa y América del Norte, incluyendo los tratados existentes dentro de los países citados.

3) Analizar el Proyecto de Hábeas Data existente, su objetivo, definiciones y su fin.

4) Realizar un Proyecto de una nueva y mejorada normativa para la protección de los datos personales tanto a un nivel privado como público, y brindar  una serie de recomendaciones al Proyecto de Hábeas Data ya existente para su mejoramiento e implantación.

ALCANCES - LIMITACIONES

1.1.1 Alcances

Presentar recomendaciones  que coadyuven a superar las deficiencias  que se dan con respecto  a la falta de normativa jurídica en lo referente al Hábeas Data, analizando desde un punto de vista del derecho de Autodeterminación Informativa, situación que  genera inseguridad tanto a personas físicas como jurídicas al estar expuesta dicha información de una forma muy completa sin existir regulación por parte del estado en la protección del uso que se le pueda brindar a dicha información.

Instar al estado a que se implemente un sistema para el uso de la información de una forma más restrictiva, dándole un verdadero uso a  las bases de datos, clasificando cual es la información privada y cual es pública, así como quienes pueden tener acceso a toda la información, brindando mayor seguridad a los ciudadanos.

Modificar la percepción que se tiene en lo referente al uso de la información, a través de restricciones en cuanto a accesibilidad, situación que se debe de regular a través de nuestro Poder Legislativo.

Transformar la legislación costarricense a fin de que se apruebe un proyecto que tutele el derecho a la intimidad en este aspecto, a través de técnicas estrictas, pero ágiles en el manejo de la información privada y pública, a fin de que no se violente el derecho a la intimidad de las personas.

1.1.1 Limitaciones

Las posibles limitaciones de esta investigación son:

· Información dispersa y generalizada referida al tema del Derecho sobre la autodeterminación informativa, por lo que la presente tesis se limita la fuente bibliográfica, jurisprudencial e investigativo para desarrollar el tema de estudio.

· Falta de cooperación por parte de Empresas encargadas de vender Bases de Datos.

· Personas no dispuestas a entrevistas.

· No existe normativa individualizada para el tema.

Marco metodológico
2. TIPO DE INVESTIGACIÓN
2.1  Finalidad

Por el objetivo de esta investigación y por el tipo de información que se localiza es teórica, debido a que la información debe de ser analizada para poder proponer sus finalidades, realizar comparaciones con otras legislaciones referentes a la tutela sobre el derecho de Autodeterminación Informativa, de forma lograr acercase a la realidad del tema y la situación actual en nuestro país.

2.1.1  Alcance Temporal

El presente estudio es transversal y longitudinal en virtud de que se debe de trabajar en el análisis de la actual legislación costarricense aplicada a la sociedad nacional en tiempos antiguos así como en el presente, a fin de poder analizar si se esta ante una violación de un derecho otorgado constitucionalmente a una sociedad.

2.1.2   Marco de la Investigación 

El estudio es socio-jurídico en vista de que se debe de trabajar en el análisis de la legislación costarricense aplicada a la sociedad, a la luz de sus derechos como ciudadanos.

2.1.3   La Condición como se hace el estudio

Se analizará la legislación costarricense, entrevistas con personas o empresarios dedicados a la venta de las bases de datos con el fin de recolectar la mayor cantidad de información posible, de igual forma un análisis a través de la jurisprudencia existente sobre el derecho de Autodeterminación informativa, doctrina nacional e internacional y entrevistas a personas especializadas en el presente tema de investigación.

2.1.4   Por la Naturaleza

Rodrigo Barrantes Echeverría afirma que una investigación cualitativa ``estudia, especialmente, los significados de las acciones humanas de la vida social. Se utiliza la metodología interpretativa, su interés se centra en el descubrimiento de los conocimientos.

2.1.5   Por su Carácter

El estudio es explicativo y investigativo-acción, el primero, se explican las causas o consecuencias del hecho que genera el problema, así como las causas y los efectos, mientras que la segunda, pretende implementar correcciones de manera paralela, interviniendo en la sociedad costarricense afectada. Por ello, tiene como finalidad, analizar, explicar y conocer los acontecimientos más importantes y avances que se han dado a lo largo del tiempo en lo referente al Derecho de Autodeterminación Informativa, además de cómo se maneja  información privada  y pública en lo referente al Derecho de la sociedad costarricense.

2.2    SUJETOS Y FUENTES DE INFORMACION

Los sujetos que brindan información para el desarrollo de la investigación, son dueños de las empresas de las bases de datos, especialistas en el tema, entre otros. Otros fuetes utilizados serán en su mayoría secundarios, con excepciones a determinar, debido a que se pretende determinar el manejo de información privada  y pública en el caso del derecho de autodeterminación informativa en el ámbito nacional. Las fuentes secundarias utilizadas serán la jurisprudencia, revistas jurídicas y doctrina sobre el tema en estudio.

2.3   SELECCIÓN DE SUJETOS Y FUENTES

La selección de muestras de este estudio se destaca por ser no probabilística, en razón de que este es el más conveniente aplicar en estudios cualitativos, debido a que se desarrollará principalmente en como la legislación costarricense regula el Derecho a la Autodeterminación Informativa, Constitución Política, convenios internacionales sobre el tema, Convención Interamericana de Derechos Humanos. Convenio del Consejo de Europa para la protección  de las personas en lo que respecta al Tratamiento automatizado de  los datos personales, Declaración Universal de los Derechos Humanos.

2.4  Técnicas e instrumentos para recolectar datos  e información

 Las técnicas aplicadas al presente estudio de investigación serán, la entrevista semi estructurada a los que ofertan las bases de datos, en vista de que permite modificarla, agregando o quitando preguntas, de acuerdo a la información que se necesite para la realización de la investigación, así mismo, se aplicara la técnica de análisis de contenido, la cual consiste en estudiar, analizar y extraer ideas principales de los diferentes autores como complemento de estudio e información.

Marco  conceptual
MARCO TEÓRICO O CONCEPTUAL
3.1  Antecedentes Históricos

                                                 La escritura de Hábeas Data, tiene sus orígenes trazados en ciertos mecanismos legales europeos de protección del individuo. Es justamente a través de la era de la información y de la tecnología que se da en Europa el nacimiento de la “Protección de Datos modernos”, en este sentido, en particular, ciertos derechos constitucionales alemanes pueden ser identificados como los progenitores directos del derecho de Hábeas Data. Es por ello que, se dice que el derecho a la información era creado por el Tribunal Constitucional Alemán por interpretar la información como un derecho de la dignidad humana y personalidad
.

Otro predecesor en el ámbito del reconocimiento  histórico  del Derecho a la Autodeterminación  Informativa, es la Comunidad Europea, en el “Convenio del Consejo de Europa para la Protección  de las personas en lo que respecta  al tratamiento automatizado  de los  datos personales”, siendo que da uno de los primeros pasos  en este campo, el cual  ha resultado de suma utilidad  para el establecimiento  de los alcances de este derecho 
, a través del 108th Congreso en Protección de Datos de 1981, cuyo propósito es asegurar la privacidad del individuo considerando el procesamiento automático de datos personales, para lograr este proceso se otorgan varios derechos al individuo, incluyendo una derecho para acceder a sus datos personales sujetados en una base de datos automática, por lo que la inclusión de los denominados “Nuevos derechos y garantías”, corresponde a la existencia de los derechos de la denominada “tercera generación”. Esta tercera generación está hablando de una novísima concepción del hombre, el mejoramiento integral de su calidad de vida, su interrelación con los otros y su espacio en sociedad, la concepción moderna referida a la verdadera función del Estado y su hábitat.

El artículo 1ero del Convenio señala que “El propósito  de ese convenio es asegurar en el territorio de cada estado parte y para cada individuo, cualquiera que sea su nacionalidad o residencia, el respeto a sus derechos y libertades fundamentales, en particular su derecho a la intimidad, atención  al procesamiento automático de datos relativos a la persona”.(protección de datos)
.

En sentido de protección de datos personales, el convenio establece que, en trato de los mismos, han de regir los siguientes principios, contemplados en los numerales 4 a 11 del Convenio
:

Principio de Libertad de Decisión del afectado sobre el fin u objetivo del procesamiento  de sus datos personales.

Principio de Transparencia sobre el tipo, dimensión y fines del Procesamiento de datos. El afectado debe de conocer quién y con qué fin se realiza el tratamiento de sus datos personales.

Principio de sujeción al fin del procesamiento, para el cual el ciudadano ha dado su consentimiento a partir de un conocimiento que se le ha facilitado sobre tal fin u objetivo.

Principio  de división técnica y organizacional entre el procesamiento de datos frente a otros fines de utilización  de los datos personales (principio de separación de poderes informativos).

Principio de prohibición del procesamiento  de datos a “beneficio de inventario”, o para almacenarlos con el fin de facilitar la verificación  de un tratamiento de datos no autorizados posterior y la prohibición  de la construcción de perfiles a partir del procesamiento de datos personales.

Derecho “al olvido”, mediante la implementación de reglas de destrucción de datos personales una vez que ha sido cumplido el fin para el cual fueron recopilados.

Principio de aseguramiento técnico  de la realización  de l os principios jurídicos dirigidos a la tutela del individuo frente al procesamiento de sus datos personales.

Principio del control del procesamiento de datos a partir  de lugares de procesamiento de datos a partir de lugres de procesamiento independientes.

Reglas de anonimidad de datos, las cuales facilitan el procesamiento de datos personales y para proteger al ciudadano de un seguimiento de sus datos mediante la asignación automática a su persona mediante características que permitan individualizarlo.

Derecho del ciudadano a rectificar sus datos falsificados, alterados o borrados.

Derecho a reparación  económica de los daños ocasionados por destrucción de datos sin su consentimiento.

Los derechos de la primera generación se correspondieron a las primarias concepciones del Estado moderno que parten de la Revolución Francesa de fines del siglo XVIII y se encuentran referidas a la libertad, igualdad y fraternidad.

La Revolución Industrial y la concentración de capitales de fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX, unidas a nuevas concepciones destinadas a la regulación e intervención del Estado, a quien no se lo admitía más como mero espectador y las nuevas corrientes de pensamientos con contenidos comunitarios y clasistas, determinaron un nuevo cúmulo de declaraciones, derechos y garantías que se fueron sancionando y que implicaban un acceso a una situación que fue identificada como de justicia social.

 Estas manifestaciones están relacionadas a las declaraciones de derechos en función social y a la Doctrina Social de la Iglesia de los años sesenta.

La finalización de la Segunda Guerra Mundial determinó la división estratégica del mundo entre las potencias vencedoras y también dio nacimiento político a una conflagración de poder, tecnología y política denominada “guerra fría”; en la cual no hubo conflicto armado directo entre las potencias, pero sí en las sociedades periféricas y produjo grandes procesos de descolonización.

En ese sentido, se tiene que se busca un avance en la tecnología, con el pretexto de una vida mejor, lo cual originó como contrapartida una serie de perjuicios y problemas trascendentes e impensados que hacen dubitable la vida futura en el planeta en un plazo aproximado de doscientos años. Es por ello que tanto poder tecnológico de investigación, junto con un poder de destrucción, concentraciones de capitales y peligros de supervivencia dieron lugar a la tercera generación de declaraciones, derechos y garantías referidas al uso racional de la tecnología, de los recursos naturales y del espacio aéreo. La finalización de la guerra fría que se puede identificar con la caída del Muro de Berlín, trajo aparejado el nuevo fenómeno de la “globalización”, que sólo puede ser posible por la existencia de una tecnología de última generación que permite el flujo constante e ininterrumpido de información entre todas las partes del mundo. 

 En cuanto al hombre, la preservación de las garantías adquiridas y el reconocimiento de otras en función de la falta de equiparación entre las grandes empresas y el pequeño consumidor o usuario, que en soledad carecerían de toda posibilidad de reconocimiento y actuación. Los derechos y garantías de tercera generación se presentan como respuesta al fenómeno de la contaminación de las libertades.

Surge para contrapesar este aspecto el hábeas data, el cual viene a responder a una necesidad del hombre común de oponerse a la información falsa, arbitraria o discriminatoria que se encuentre en cualquier base de datos, sin interesar la importancia de la misma. El control sobre algún tipo de información contenida en ciertas bases de datos no se trata de un interés meramente nacional o circunscrito a unos pocos países o regiones, sino que por el contrario, es un problema y una hipótesis de conflicto para el mundo entero; de ahí la legislación dictada en ese sentido, sea este por el reconocimiento de derechos o por el avance de la tecnología la necesidad legislativa resulta impostergable tanto en lo referido al resguardo de la intimidad, usos y abusos respecto de la información personal, sea esta de índole público o privado.

La legislación Argentina se considera precursora en esta rama del derecho, basa su tutela en el recurso de amparo, siendo una  ley de ejercicio procesal, así “el Derecho Argentino no contiene definición alguna del derecho a la vida privada”

Los antecedentes en la legislación argentina tienen relación con España, en la época de la colonización, en ese sentido, la Constitución de la República Argentina de 1994
 ha establecido la acción del amparo para “…conocer los daos a ella referidos, así como su finalidad, contenidos en registros públicos y privados, y en caso de ser ellos falsos o discriminatorios, exigir  su supresión, rectificación, actualización y confidencialidad” 
.

Como una solución a la problemática existente, se da el nacimiento de protección de la privacidad moderna. Países tales como Alemania y España han tenido provisiones de lugares diferentes que reconocen una necesidad de proteger la privacidad individual, evitando el abuso por otros. Después de varios estudios de conductas por diversas comisiones europeas, el Consejo de Europa votaba en el 108th Congreso la protección del procesamiento automáticos de los datos personales del individuo en 1981.

En Gran Bretaña, había unas series de comisiones de investigaciones del gobierno que han precedido al Acto de Protección de Datos de 1984, aunque ha limitado ciertos aspectos técnicos, los esfuerzos Europeos eran un empujón en la dirección del derecho. Sin embargo, la evolución de la protección de la privacidad no ha perdido impulso, y en 1995, el Consejo Europeo decreto la Directiva Europea en Hábeas de Data.  Estas posturas de la directiva representaban una carga a los estados miembros para poner leyes que obedecen a sus provisiones. Aunque el Reino Unido ha tenido un Acto en vigencia, el Acto de Protección de Datos era pasado por el Parlamento en 1998. Otros miembros del Sindicato Europeo han pasado leyes en conformidad a la Directiva.

En Estados Unidos de América,  la evolución se trato diferente, no se consideraban listos para un cambio tal, después de varias negociaciones entre el Sindicato Europeo y los Estados Unidos de América presenta la idea de la creación de un puerto seguro. Posteriormente, la Directiva de la Unión Europea en Protección de Datos tomaban efecto en Octubre de 1998, él gobierno resolvió realizar un acuerdo con el Sindicato Europeo en políticas de protección de privacidad para los Estados Unidos de América. Cuando se intenta convencer a los europeos  que en USA se tenía ya un adecuado sistema de protección de la privacidad.

Este proyecto propone que ciertas compañías de Estados Unidos América  voluntariamente obedecerán los principios del Puerto Seguro, que es basado flojamente en la Directiva de 1995 de la unión Europea. Haciendo así, estas compañías obtendrían una presunción de adecuada protección por el mercado común europeo, dándoles el derecho para continuar sus operaciones de datos normales a través del Atlántico. Después de más negociaciones y la inclusión de opiniones desde grupos de privacidad y empresas de comercio, él Departamento de Comercio de los Estados Unidos América  soltaba una versión actualizada del borrador a principios del 19 de abril de 1999.

Con el sistema legal del Reino Unido, Australia  decidió seguir el estilo estadounidense de protección de datos, rehusando a voto alguna legislación que considera privacidad porque ello era considerado demasiado caro, por lo que la ley propuesta tenía una posibilidad de ser aprobada  es la que alentara el auto reglamentación del Sector privado australiano.

La inevitable limitación que ofrece una garantía exclusiva en el ámbito procedimental se manifiesta muy específicamente en Brasil, donde la Constitución misma restringe el ejercicio del hábeas data contra incorrectos datos e informaciones de datos públicos, lo que es una decisión incorrecta, si se evalúa  por ejemplo, desde una perspectiva  del cambio de posiciones acaecido en la década de los ochenta y noventa del pasado siglo, cuando los sujetos  particulares adquiriendo un enorme poder informático y lo utilizaron para vender  datos personales y con ello generar un riesgo insospechado para la capacidad de autodeterminación
.  Para el 20 de setiembre del año 1988, la legislatura Brasileña incluye en su Constitución
, un derecho nuevo nunca antes visto: la queja de individuo de Habeas Data, expresado como un derecho completamente nuevo de la constitución bajo el artículo 5, LXXI, Titulo II, de la Constitución.

3.2
Marco Conceptual

CONCEPTO DE DERECHO

Es el estudio que se propone, como una simple meditación sobre el orden jurídico en general, tiene por objeto presentar la unidad del derecho en cualquiera de sus manifestaciones y distinguir en la clasificación, materia de esta meditación, el interés discretamente protegido por el ordenamiento jurídico, así como poner de relieve el común denominador que se encuentra presente, y se manifiesta único, tanto en el derecho privado como en el derecho público; de modo que cuando ocurre la violación de cualquier norma de derecho, sea por los particulares, sea por el poder gubernamental, lo cierto y positivo es que en cualquier caso nos encontramos frente al incumplimiento del orden jurídico establecido, ya sea en interés de los particulares o en interés general de una sociedad jurídicamente organizada.

3.3    La división bipartita entre derecho público y derecho privado

Históricamente se ha mantenido una división entre lo que denominamos derecho público y derecho privado. En uno y otro caso, estamos en presencia de la norma jurídica aplicable a las relaciones que impone la convivencia humana ordenada y pacífica, tanto en el ejercicio del poder que se refiere a la actividad de los gobernantes, como en el ejercicio del poder privado que atañe al interés de los particulares
. En este sentido, debe de tenerse presente que por encima de ambos intereses, en uno y en otro caso, el cumplimiento del concepto de derecho constituye un deber impuesto por la necesidad natural que exige la vida civilizada del hombre, sea en materia civil, penal, política o administrativa, y presididos en cualquier caso, por la idea de asegurar la existencia pacífica de los sujetos que intervienen en cada caso concreto, ya se trate de los gobernantes o de los gobernados.

En ese sentido, cuando ocurre una violación a la norma de derecho, ésta puede provenir del ejercicio indebido del poder público o del deber de respeto al principio de la mutua convivencia humana en la vida social; pero esta distinción de naturaleza ideal no tiene mayor importancia en la vida social, que la de haber infringido un mandamiento jurídico, constituido por una o varias disposiciones de derecho, cuyo respeto y cumplimiento estamos obligados todos como una sociedad en aras de cumplir en la misma medida y con el mismo rigor derivado del deber de mantener la organización jurídica de la vida social del ser humano.

3.4    Derecho a la Intimidad

Es aquella parte de nuestra vida que no conoce nadie más sino  nosotros mismos. Secretos, pensamientos, deseos, costumbres, todas estas acciones entran en la intimidad. Es por ello lógico que se defina que “…intimidad viene del latín intimus (íntimo, más recóndito, interior, secreto, profundo, de confianza)”…
 Implica en este sentido la ” intimidas excluís” a los otros de “lo mío”, de mi vida, mis cosas materiales, mi conocimiento entre otras. Este deseo de exclusión ha traído como consecuencia que la intimidad sea comprendida en relación directa con la propiedad privada, presentando un carácter patrimonial que la ha caracterizado hasta el día de hoy.

3.4.1 Contenidos del Derecho a la Intimidad

Como concepto de orden sociológico, “la intimidad forma parte de la esencia misma del hombre, ejerza o no facultades sobre las cosas. El derecho a la intimidad  es un derecho de la personalidad”.
 Como derecho de la personalidad, la intimidad entonces contempla  todas las esferas de nuestra vida que nos conforma como seres humanos y nos da la dignidad. Si bien es cierto, la intimidad al ser un bien personal, es un derecho a la vez subjetivo individual que no se transfiere o negocia, y que por esa calidad de derecho personalísimo obtiene, respecto al tema que nos ocupa una característica determinante: el ser posesión exclusiva y excluyente de la persona humana. Sólo el individuo puede resolver sin interferencias ni perturbaciones, qué aspectos de su vida admite compartir y qué pensamientos, sentimientos o hechos de su vida interior pretende que otros conozca.

En este mismo aspecto, los alcances tecnológicos en la era de Internet y la computación  han creado que nos convirtamos en ciudadanos de cristal, sin la opción  de sabernos únicos  en cuanto al conocimiento de nuestros asuntos personales.  Entiéndase que “nuestra personalidad se ha hecho transparente para aquellos que desean conocer nuestros gustos y apetencias, para los que eventualmente nos podrían emplear o asegurar, también para aquellos que deciden en gran medida sobre la obtención de créditos y financiamientos”
. Si bien es cierto, el poder de estar informados, determinación, participación en la informática y disposición sobre este derecho inmaterial es necesario para conservar nuestra esencia, individualidad e independencia,  factores que son propios de la naturaleza del ser humano que convive en una sociedad. Esta perspectiva corresponde a la autodeterminación y las facultades de control que un ciudadano debe de tener  sobre el flujo de informaciones que circulan sobre sí mismo.

3.4.2 El Derecho a la información

El derecho a la información,  es fundamento de una sociedad abierta, encuentra sus límites en el respeto a otros derechos reconocidos para amparar el honor, la intimidad y la propia imagen. A la vez ese derecho a la información de los ciudadanos, presupone el deber de informar objetivamente, tanto por parte de los organismos públicos como por los medios de comunicación social.

La información es entendida como la acumulación de datos que han sido ordenados  de una determinada forma, esto tiene creciente valor  a tal punto que constituye casi la esencia misma del desarrollo social y económico, es por ello que su protección y garantía así como su intercambio y circulación  se han convertido en dos importantes vertientes del tratamiento jurídico que ha recibido  acorde con su carácter de elemento esencia de la sociedad. De esta forma el derecho a la información no sólo se traduce en el derecho de acceso a los registros públicos en poder de la Administración, sino también en el derecho  de autodeterminarse en la comunicación de una sociedad moderna.

Si bien es cierto es un derecho social o colectivo, la expresión libertad de información hay que entenderla  en un doble sentido: el derecho  de información, es decir a emitir información, en el marco de libertad de expresión como un derecho fundamental, reconocido por nuestra Constitución Política, al igual el derecho  a la información, a recibir  información consecuentemente, al acceso a los medios y a las fuentes de información. 

Si bien es cierto este derecho a la información, es parte de una idea democrática de participación de los ciudadanos en un sistema, la divulgación  de datos personales de manera indiscriminada afecta el derecho a la intimidad pero es el ejercicio sano de la libertad de información, es por ello que se requiere señalar los alcances de la información y las posibilidades que la persona tiene ante cualquier abuso a su intimidad.

Como parte de este punto se puede indicar que el derecho a la información esta compuesta por tres libertades fundamentales, las cuales son
:

1) Libertad de investigar.

2) Libertad de difundir.

3) Libertad de recibir informaciones y opiniones.

A estos conceptos debe de condicionarles el derecho a no recibir informaciones distorsionadas, y su reflejo, el derecho a no ser objeto de una información falsa o abusiva. Por libertad de investigar, se entiende que es la posibilidad de utilizar toda la información obtenida legalmente y de los medios existentes. La libertad de difundir es la consecuencia o facultad de investigar, toda esa información obtenida, siempre y cuando no perjudique el legítimo interés de los terceros, goza de la facultad de ser difundida por cualquiera de los medios de comunicación.

En este sentido la Constitución Política costarricense en el artículo 2, reconoce el derecho de de los ciudadanos a comunicar los pensamientos de palabras por escrito y publicarlos sin previa censura. Por su parte el artículo 30 garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos del estado. El artículo 46 párrafo  quinto referido  al consumidor, advierte que los consumidores y usuarios tienen derecho  a la protección de su salud, ambiente, seguridad e intereses económicos: a recibir información adecuada y veraz.
. Se desprende de los artículos constitucionales que no existe a la fecha un texto que haga referencia  sobre el derecho a la información, delimitando tanto el interés público como el privado, basado en el Derecho de una sociedad basado en la Autodeterminación Informativa.

3.5    El interés público

Coinciden en el cumplimiento de toda norma jurídica e interés público o interés del Estado y el interés privado o interés de la persona humana como entidad jurídica.

Es por eso que, los riesgos para los derechos fundamentales en la sociedad de la información, se puede decir que hoy  más que nunca, las informaciones adquieren un enorme valor económico.  Esto es particularmente cierto en el caso de las transacciones bancarias y financieras en general, pero sobre todo en aquellos ámbitos en donde es posible construir una imagen de los ciudadanos a partir de su interacción con la sociedad y con los medios tecnológicos dispuestos para garantizar el acceso a los datos e informaciones que requiere para realizar su plan de vida y los objetivos que se haya planteado.  Estos datos, adecuadamente tratados y transmitidos con herramientas tecnológicas cada vez más poderosas, han determinado que el verdadero signo de la sociedad de la última década del siglo XX esté caracterizado por el uso intensivo de informaciones.

Aunado a ello, las tecnologías de la información y de la comunicación han hecho posible que las personas puedan garantizarse condiciones excelentes para interactuar en una gran cantidad de escenarios sociales, lo cual podemos denominar “Redes Sociales”, para que puedan acceder a un mundo de datos e informaciones que ha transformado profundamente la forma en que la humanidad crea y distribuye sus conocimientos. Hoy hemos sido testigos de la llegada de una verdadera sociedad de la información, en donde las condiciones para el intercambio de ideas y opiniones se han mejorado a tal punto que es posible pensar en un futuro cercano donde la participación de las personas en los asuntos públicos pueda promocionarse y lograrse por medio de las herramientas e instrumentos dispuestos por la tecnología.

En ese sentido, en la actualidad, es de cita común el mencionar la importancia de la Internet para las relaciones comerciales del mundo, y es que en realidad la red de redes se ha convertido en una verdadera autopista que refleja todas las maravillas y las perversiones de la sociedad que la ha concebido.  El acceso inmediato a datos e informaciones de la más variada índole, así como a mecanismos para enviar mensajes, imágenes y sonidos a cualquier rincón del mundo en este sentido podemos decir que hablamos de las denominadas redes sociales en donde la información se remite por voluntad de las personas, otro ejemplo a citar de este tipo de redes es aquella en donde se incluye un perfil personal, como por ejemplo “Myspace.com” entre otro. En ese sentido podemos decir que dicha forma de transmisión de datos sin las ataduras de distancia y tiempo, agilizan el modo de vida y han hecho de Internet la esencia básica de esa sociedad de la información.

A pesar de que todos estos avances garantizan mejores condiciones de vida para los seres humanos, así como medios para incentivar el intercambio y producción de conocimiento, es un hecho que el tráfico con informaciones personales, de datos sensibles de las personas, se ha convertido en un verdadero riesgo vital en una sociedad profundamente marcada por la necesidad de intercambiar datos e informaciones.

Tanto los viajeros de Internet, como los ciudadanos que realizan transacciones de la más variada índole, van dejando una huella indeleble que puede ser utilizada para los más diversos objetivos, algunos de ellos lícitos, pero muchos de ellos ilícitos, causando gravísimos perjuicios económicos y sociales a los afectados.  Algunos autores han indicado, correctamente, que nos encontramos viviendo una época donde los ciudadanos tienen una presencia virtual, donde todas sus aspiraciones, gustos, apetencias, y más ocultas inclinaciones están disponibles para aquel que desee rastrearlas, perfilarlas, catalogarlas y utilizarlas con los más diversos fines y objetivos de control.

En ese sentido, se da un peligro constante debido a la falta de control y límites, además, muchas veces la falta de conocimiento por parte del afectado, sobre el uso de la información merece ser tomado en cuenta en la coyuntura que vive actualmente el país.

Costa Rica como estado democrático, al igual que otros países del mundo, tiene el deber  de dotar a sus ciudadanos de una ley, que le perfile el desarrollo de la información con el fin de que puedan realizar en la sociedad de la información y en su derecho al libre desarrollo de su personalidad y su autodeterminación, sin temor a que el ejercicio de estas y otras libertades esté ensombrecida por el temor a ser observado y detalladamente controlado cuando busca ejercer sus derechos.

Es por ello que, el moderno tratamiento de las informaciones tiene, por supuesto, un sinnúmero de ventajas para los ciudadanos que viven en sociedad, sin embargo, sus peligros son mucho más serios porque su carácter es incruento, sutil, carente de violencia.  La observación de los datos personales que circulan por las redes de información se hace, normalmente, sin que los afectados tomen conocimiento de tal circunstancia, amparados, en general, en su convencimiento de que si no tienen algo que ocultar, por qué tendrían que preocuparse por velar por su intimidad y por el ejercicio de su libertad.

Esta no es, por supuesto, la situación en otras latitudes, donde existe una profunda sensibilidad por los riesgos representados por el uso indiscriminado de datos personales, sobre todo en manos de particulares.

En los Estados Unidos de América, así como en los países de la Unión Europea existe, desde hace muchos años, legislación de tutela para el ciudadano frente al tratamiento electrónico de sus datos personales.  La legislación europea se remonta a la década de los años setenta, donde ya comenzaba a desarrollarse un intenso movimiento social tendente a construir herramientas que garantizaran la posibilidad de desarrollarse como persona en una sociedad que centralizaba peligrosamente todas las informaciones y datos sobre los ciudadanos.

Hoy el gran riesgo no lo representa, directamente, el procesamiento centralizado de datos, ni el tratamiento de información que realiza el Estado por medio de sus administraciones.  Quizá el riesgo mayor está representado por el creciente desarrollo de la informatización de los particulares, los cuales utilizan cada vez los más rápidos, poderosos y pequeños equipos que ofrece la tecnología de la información.  Es por ello que, este sistema  tecnológico ubica al procesamiento de datos en manos de los particulares en un papel trascendental en la sociedad de mercado, pero también en la mira de la reflexión sobre los peligros que este tratamiento indiscriminado de datos implica para los ciudadanos, así como para las oportunidades de garantizar la libertad en una sociedad cada vez con menos posibilidades para la soledad y la reserva.

Esta laguna normativa no solo genera un grave peligro para la vigencia real de los derechos constitucionales a la dignidad, la intimidad y al libre desarrollo de la personalidad, sino también representa para el país una grave desigualdad frente a la tutela que se ofrece en otros países de la región latinoamericana que ya han ido comprendiendo la importancia de alcanzar estándares en este campo. Alcanzar estos estándares significa además, una importante condición para participar en las negociaciones comerciales con importantes mercados como los de la Unión Europea, cuyas directivas y normativas exigen que los países con los cuales se tengan relaciones de este tipo demuestren que tienen estándares similares de protección a los ofrecidos en los países miembros.  En momentos en que el país (en conjunto con las otras naciones centroamericanas) se encuentra negociando un tratado de libre comercio con los Estados Unidos América  y con el posible lanzamiento del ALCA a mediano plazo, la necesidad de establecer un adecuado y moderno estatuto jurídico de la privacidad resulta a todas luces indispensable. De lo contrario, podría Costa Rica adquirir, al cabo de algunos años, la muy poco deseable etiqueta de paraíso del tráfico de datos personales, con insospechables consecuencias en nuestras pretensiones de ser parte del mercado global y una significativa pérdida de credibilidad en los foros internacionales que siempre han visto a esta Nación como un caso excepcional dentro del área.

3.6    El interés privado

Hay situaciones, por consiguiente, en que  la vida privada  de un ser humano parece plantear exigencias que chocan  con la necesidad de otros de tener una amplia información sobre lo que sucede  en la vida social. Son casos en que el derecho a la vida privada se presenta como opuesto a la libertad de información que reclaman los demás miembros de una sociedad. Son estos, por cierto, los únicos casos en que surgen conflictos entre derechos de los diversos seres humanos. 

El interés público coincide con el interés privado. En toda norma jurídica que implica la conducta humana,  en este se comprende a la vez el interés de los poderes públicos y el interés de los poderes o derechos privados.

Pero el conflicto al que se hace referencia es exclusivo de la época moderna, pues por una parte del derecho a la vida privada  es algo que ha tomado auge en los últimos años, por otro lado esta el derecho a la información, aunque reconocido generalmente, se halla aún  en vías de elaboración jurídica en muchas sociedades incluyendo la nuestra. Es por ello que nuestro propósito es proponer  en el presente trabajo alguna solución que regule este tipo de conflicto e intentar una solución sobre todo en el tema del Derecho a la Autodeterminación Informativa.

Con ello se quiere indicar que no existe ni debe existir una oposición o distinción entre el interés público y el interés de los particulares, debido a que uno y otro interés coinciden o deben coincidir siempre en derecho.
 Sin embargo, lo que ocurre es que el interés de la colectividad (representada por el Estado) coincide con el interés de la persona, cuyos derechos han sido lesionados por otro miembro de la colectividad. Tal es el fundamento de la coacción, propio del incumplimiento de los deberes u obligaciones o derechos particulares (como ocurre en el incumplimiento de un contrato civil o mercantil); puesto que en uno y otro caso, la persona individualmente concebida, debe ocurrir la autoridad pública para exigir aún por medio de la fuerza del Estado, el cumplimiento o la restauración del orden jurídico violado por el incumplimiento de la relación obligatoria nacida entre particulares, de igual forma se da en el ordenamiento jurídico con el Derecho de la Autodeterminación informativa.

3.7    El deber Jurídico y  el incumplimiento de las obligaciones

Suele distinguirse el deber jurídico de la obligación misma, en el sentido de que en esta última se postula una relación entre uno o varios acreedores y uno o varios deudores. Siendo que, el deber jurídico es fuente de obligaciones, y se presenta la situación genérica de su cumplimiento, en cuanto es propiamente un mandato de la ley a cargo de todos los sujetos a ella sometidos, en esta materia, observamos claramente la sujeción de toda persona a la norma jurídica como sujeto pasivo del deber de acatar la ley, siendo que, el respeto al derecho a la autodeterminación informativa debería generar obligaciones en ambos sentidos, tanto para el titular del derecho como para el que utiliza la información con cierta finalidad, de ellos con la finalidad de proteger el derecho a la información que es un inherente a toda sociedad democrática, pero también el respeto a la intimidad de todo ciudadano en asuntos que no son de interés público.
3.8   Definición de Hábeas Data

Hábeas:
 esta es la segunda persona del presente subjuntivo de habeo... habere, significa aquí tengas, en posesión, que es una de las acepciones del verbo.

Data: es el acusativo plural de datum, que en los diccionarios más modernos definen como representación convencional de hechos, conceptos o instrucciones de forma apropiada para la comunicación y procesamiento por medios automáticos.

Hábeas Datos:   es la traducción literal desde Latín de Hábeas Datos que “es tener los datos” (el subrayado no es del original). El nombre es completamente apropiado, debido a que describe su naturaleza muy exactamente. Siendo que el Hábeas Data es un derecho constitucional otorgado en varios países Latinoamericanos. La muestra varia de país a país, pero en general, es él ideado para proteger, por medio de una queja individual presentada a un juzgado constitucional, la imagen, privacidad, honor, información autodeterminación y libertad de información de una persona.

En se sentido, el derecho de Hábeas Data puede ser planteado por algún ciudadano contra algún registro para descubrir que información es guardada sobre su persona. La persona puede pedir la rectificación, actualización o nivelación, la destrucción de los datos personales archivados, el derecho de hábeas data hace sustancia de los tiempos, si el registro es público o privado. La naturaleza legal de la queja individual de Hábeas Data es que es de jurisdicción voluntaria, por este media la persona cuya privacidad puede ser comprometida puede ser el primero en presentarlo.

 El Hábeas Data es una de las garantías constitucionales más modernas, aunque se la denomine mitad en latín y mitad en inglés. Su nombre se ha tomado parcialmente del antiguo instituto del Hábeas Corpus, en el cual el primer vocablo significa "conserva o guarda tú...", y del inglés "data", sustantivo plural que significa "información o datos". 

La acción de Hábeas Data

Se define como el Derecho que asiste a toda persona (identificada o identificable) a solicitar judicialmente la exhibición de los registros (públicos o privados) en los cuales están incluidos sus datos personales o los de su grupo familiar, para tomar conocimiento de su exactitud; a requerir la rectificación, la supresión de datos inexactos u obsoletos o que impliquen discriminación (por ejemplo: la confesión religiosa, si el registro no tiene por objeto constatar tal situación). Tiende a proteger a la persona contra calificaciones sospechosas incluidas en registros que pueden llegar a perjudicarle de cualquier modo.

El hábeas data, como nuevo instituto nacido en el derecho argentino a partir de la última reforma constitucional, nos ofrece la posibilidad de garantizar derechos personalísimos, frente a los nuevos avances tecnológicos que facilitan el manejo y circulación de la información. En este caso, el titular de la acción de habeas data tiene derecho a exigir una o varias de las siguientes modificaciones en los registros o bancos de datos o bases de datos:

a)
La supresión de la información registrada: cuando ella es falsa, o siendo verdadera, no ha sido autorizado su registro por el titular de ese derecho, salvo competencia dispuesta por la ley para hacer el registro por parte de la autoridad o eventualmente del particular que tiene a su cargo en banco de datos y además cuentan con la respectiva autorización.

b)
La rectificación de la información: cuando la misma estuviere desactualizada, no debiendo el titular del derecho justificar daño alguno como consecuencia de la actualización producida. La falsedad es mala en sí misma y no puede existir ninguna justificación para mantenerla en un banco  o base de datos cuando estuviera suficientemente probada en su existencia.

c)
La confidencialidad  de la información: esto es prohibir que el responsable del registro la haga pública, salvo que por imperio de la ley obligue a difundirla, esto sólo será posible si dicha obligación es razonable, en relación con el interés público que así lo justifique.

e)
La actualización de la información: cuando hubiere nuevos datos no incluidos en el registro. Siendo que, el no hacerlo es una manera de obtener la falsedad, por insuficiencia, de la información que va a ser utilizada por el servicio al cual sirve.

En lo indicado anteriormente, se tiene que el derecho al acceso y control de datos es de gran importancia, pero  su verosimilitud y la relación entre los aportados, los existentes y el almacenamiento de los mismos en las bases de datos. Por lo tanto, en el caso de la existencia de datos no aportados por el titular de ese derecho, le importará la forma de obtención, y si ellos fueron obtenidos en forma irregular e ilegal, se tiene el derecho a su supresión aunado a ello en el caso de que se trate de cuestiones personalísimas existe imposibilidad de difusión de los mismos. En este aspecto se tiene el derecho a accionar parte del agravio que implica la existencia de los datos referidos contenidos en un registro o base de datos.

En el caso de la individualización y anotación con un nombre, el otorgamiento de un documento de identidad numerado, la extracción de fichas dactiloscópicas, la obtención del pasaporte, las cuentas de ahorros bancaria, las fichas de ingresos a un club deportivo, etc., son una serie de datos de datos personales que debido  al avance tecnológico se encuentran interconectados, pudiendo establecerse una posible difusión o complementación de los datos, sin autorización expresa ni conocimiento por parte de la persona a la cual están referidos, violentando con ello su derecho a la autodeterminación informativa.

El hábeas data se explica en virtud del desarrollo del poder informático. Es una acción que tiende a proteger los derechos de los registrados en los archivos o bancos de datos, que pueden contener información equivocada, antigua, falsa o con fines discriminatorios, o lesiva del derecho a la intimidad de las personas. 

Es por ello que, el promotor del hábeas data tendrá que alegar, para tener buen resultado, que los registros del caso incluyen información que es inexacta, o que puede provocarle discriminación. Estando esto referido a registros que son públicos o privados destinados a dar información y sólo cuando los datos que posee puedan provocar algún tipo de lesión o agravio a los derechos del registrado. No está referido a todos los registros.

 Este derecho no ataca a los archivos en general, ni a la informática en particular, por otro lado no  se pretende la abolición de ningún tipo de sistema de registración, sino que se aplica en resguardo de la idoneidad, buena fe de la información, su actualización, protección a la intimidad, resguardo de los datos sensibles y a la no lesividad en su uso. Se trata de una herramienta destinada a la defensa de las personas contra toda posible lesión de sus derechos establecidos constitucionalmente como en el caso costarricense.

Con el avance tecnológico y la globalización y todas las innovaciones en el campo de la información se plantea el interrogante: ¿esto sirve para bien o para mal? La falta de control y la falta de recursos o de herramientas en manos de los particulares para poderse defender, en caso de que exista realmente una desviación de poder en el uso de estos medios, puede significar no sólo perjuicio material, sino una honda lesión a los derechos de la personalidad humana.

Por lo antes expuesto se puede decir que el Derecho Informativo es aquel  hecho que el avance tecnológico ha beneficiado tanto al hombre como a la manera de relacionarse en sociedad. Ha posibilitado el aprovechamiento del tiempo y de los recursos humanos. Pero otra consecuencia es la información acumulada y dispersa por distintos puntos del planeta, a la que se puede acceder a través de grandes redes informáticas como la Internet.

Es por ello que se dice que el Derecho a la Intimidad está en riesgo cada vez mas, este se encuentra por un interés desmedido e incesante de obtener información. Conforme a la individualización, de las cuestiones a las que se refiere, no parece indicar la existencia de un derecho de tercera generación, sino la de un derecho que es tan viejo como el mundo, que es inherente a la existencia misma del hombre y al deseo a pertenencia, las que pueden ser cosas materiales o cuestiones referidas a su ser interior y a la esfera (alejada de la visualización, control o regulación) reservadas sólo a un reproche de la conciencia individual.

Se puede decir entonces que la pretendida justificación “social” de algunos, que afirma que “mientras más soluciones”, los lleva a una desmedida búsqueda de información individual. Para otros, la justificación es “económica” y se sustente en “darle a cada uno el producto que necesita”.
3.9    Hipótesis y Operacionalización

3.9.1 Hipótesis

La falta de normas  jurídicas que regulen el acceso a la información privada y pública de las personas, genera una lesión al derecho de la autodeterminación informativa.

3.9.2 Operacionalización

Dentro de este aspecto, se evaluará la existencia o no de normas jurídicas, que tutelen el derecho denominado autodeterminación informativa, dicho derecho comprende la protección que un estado democrático debe de brindar al individuo como parte fundamental de su convivió en una sociedad.

Este no es un derecho nuevo, sin embargo, al ser esta una sociedad que se encuentra en una era denominada de la tecnología y la información, se tiene que muchos son los individuos que han sufrido una lesión dentro del ámbito de su derecho a la intimidad, específicamente en lo que se denomina el derecho a la autodeterminación informativa, por cuanto no se le toma parecer en la información que se brinda en las bases de datos, misma que puede afectar su imagen, honor, etc.,  siendo este aspecto, la base o el grado de importancia de realizar la presente investigación la cual conlleva a evaluar las diferentes doctrinas existentes respecto al tema, jurisprudencia dictada en ese sentido por la Sala Constitucional, análisis de la norma constitucional y comparado que nos brinde un acercamiento más real de cómo se ha regulado el Derecho de autodeterminación Informativa en otros estados. 

3.10 Reconocimiento del derecho a la intimidad y a la información en la normativa internacional.

La incorporación del derecho al honor, a la intimidad, y ala propia imagen al sistema de los derechos fundamentales, implica, por tanto una importante mutación de su fundamento, su alcance y su estatuto jurídico, es por ello que es importante indicar que al haberse incluido el derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen no pueden entenderse como una tutela limitada a las relaciones entre el estado y los individuos, inoperante en la esfera de las relaciones ínter privadas
.  En este sentido, esta interrelación trasciende al plano de las relaciones privadas de cualquier índole, especialmente en cuanto  al tratamiento de datos se refiere.  Siendo que a nivel internacional, las normas internacionales de Derechos Humanos han reconocido tanto el derecho  a la intimidad como a la información, los cuales han trascendido de igual forma a las constituciones de los estados modernos, es por ello que Costa Rica, debe de promulgar la garantía de dicho derecho inherente a la sociedad.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos  contempla en su numeral 12, estipula el derecho de toda persona a no ser objeto de ataques o intromisiones en su vida privada, su familia, su correspondencia y su domicilio. Así como  a la protección  de la ley contra los actos que afecten estos ámbitos. De igual forma, el artículo 19, tutela la libertad de información el cual reza: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye  el de nos ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, el de difundirlas, sin limitación  de fronteras por cualquier medio de expresión”
. Siendo que esta norma superior de Derechos Humanos, se crea como consecuencia de los horrores de la segunda guerra mundial, buscando garantizar una necesidad humana de tener una esfera privada en la cual desarrollarse, siendo  esta la base de las constituciones modernas para configurar los derechos fundamentales de las personas dentro de una sociedad democrática y dotarlos de la posibilidad de tener una vida privada, respetando sus individualidades.

3.11 Convención Americana de Derechos Humanos

Dentro del marco legal de la Convención Americana de los Derechos Humanos, se tutela de igual forma el derecho a la intimidad, tal y como reza en su numeral 11 “Toda Persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques”
. De igual forma en lo referente al artículo 13, se establece un lineamiento en lo referente a la libertad de información, por cuanto toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, siendo este derecho comprendido como buscar, recibir y difundir  informaciones e ideas de cualquier índole, si considerar las fronteras, puede ser esta de forma oral o escrita o por el medio que así le considere sea este tecnológico, etc.  En ese sentido se tiene que para América Latina, el Pacto de San José es el instrumento universal que reconoce ambos derechos  y que obliga a los estados que ratifican dicho pacto a establecer estos derechos dentro de un orden constitucional, como en el caso de Costa Rica.

3.12 Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales

El reconocimiento de los derechos fundamentales , se han promulgado en Europa a través de la normativa internacional, siendo que el derecho a la intimidad y a la información, hace alusión al convenio Europeo del 4 de noviembre de 1950, se tutela en su artículo 8 en el cual se afirma que “Toda persona tiene derecho al respeto de la vida privada y familiar, de su domicilio y correspondencia”, señalando que no podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de ese derecho sino en tanto en cuanto esté previsto por ley y constituya una medida que, en una sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, seguridad pública, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, ola protección de los derechos y libertades de os demás…”, de igual forma en lo referente al derecho a la información esa normativa internacional, en su artículo 10 indica que todas las personas tienen derecho de expresión, siendo que este derecho ha de incluir libertad de expresar libremente opiniones y al igual que recibir  e impartir la misma o bien ideas sin interferencia de la autoridad pública y sin limites de fronteras…”
.

3.13 Los Derechos Humanos que se protegen con el acceso a la información

En contraposición a los derechos fundamentales que se protegen con limitar el acceso a la información, se encuentran otros derechos que se tutelan al permitir el acceso a los registros informatizados. Entre estos derechos se destacan: el derecho a la autodeterminación informática, la libertad de expresión, que son  derechos de todos los ciudadanos y los cuales se detallan a continuación. Como aspectos complementarios a este tema, se analiza también la seguridad humana y jurídica en nuestro país, los regímenes de acceso a estos archivos. Tal y como se ha mencionado, la autodeterminación informativa es una ampliación del Derecho a la Intimidad y es reconocido para toda persona física o jurídica, para que con el fin que conozca la información de ella en un archivo especifico y esto va a depender de la naturaleza del archivo. En ese sentido, el derecho de autodeterminación surge para la protección del ciudadano ante el constante adelanto de las bases de datos informatizadas y aplica a todo documento, independientemente del soporte en que se encuentre. “Este derecho garantiza a los ciudadanos el derecho fundamental de conocer sus datos, la finalidad de ellos y quienes los manejan”
. Lo anterior, aun a pesar de que no existe norma expresa que venga a tutelar el bien jurídico como es el derecho a la intimidad de las personas en forma extendida a la época actual y que va más allá de las fronteras, a pesar la Sala Constitucional ha venido indicando en forma reiterada que este es un derecho fundamental de todo ciudadano.

Sin embargo, se da la oportunidad de que en materia de Derechos Humanos, cuando una persona desea conocer la información que sobre ella se encuentra en un archivo en las los sistemas informáticos, esta haciendo efectivo su derecho a la autodeterminación informativa, posterior al acceso a los registros, la persona puede solicitar la modificación o eliminación parcial o  total de los datos. La restricción del derecho a la autodeterminación Informática resulta solamente pertinente cuando exista una norma legal que así lo indique. De esta forma, existe una igualdad de oportunidades para toda aquella persona que desee acceder los archivos. “También esta norma debe regirse por los principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad”
.  La razonabilidad y proporcionalidad están relacionados con la perpetuidad del documento y debe haber motivo suficiente para limitar el derecho fundamental del acceso a los propios registros por parte de algún ciudadano. 

Es por ello que se puede decir con seguridad que, la protección al derecho de las personas a conocer sobre dicha información, significa el respeto a la dignidad de las personas al poder ellas controlar la información que Ies interesa. Una de las informaciones que sustancialmente pueden ser de importancia para una persona, son como por ejemplo los “registros policiales” que de si existan, según lo indicado por: Magda Inés Rojas Chávez y otra en el artículo: "Autodeterminación Informativa: Un derecho fundamental autónomo" en donde manifiestan lo siguiente: "Puede afirmarse que para el respeto de la dignidad del hombre resulta fundamental que pueda controlar las informaciones que Ie conciernen.... " 
.  Es así como, una persona debe convertirse en el centro de atención del Estado en la nueva dimensión de seguridad humana y proteger la información personal de accesos indiscriminados, para que exista un verdadero derecho a la autodeterminación informativa. 

Por lo tanto, se dice que la autodeterminación informativa real la puede facilitar el Estado quien esta en la obligación de controlar los datos personales en los archivos y ofrecer las condiciones necesarias para que este derecho sea efectivo. Se dice que un derecho real, en virtud de que a la fecha a pesar deque la Sala constitucional ha sido muy clara en el reconocimiento del derecho a la Autodeterminación Informativa, no existe una norma especifica que así lo dicta, solamente a través de la constitución política que esta misma tutela el derecho a la Intimidad en una forma genérica. De igual forma así se hace referencia en el código penal con respecto a la violación de cierto tipo de Informaciones consideradas del ámbito privado del Ciudadano.No obstante, aunque estos mecanismos existan, si no son de conocimiento  del público en general, hay muchas personas que no podrán ejercer este derecho. La autodeterminación informativa permite que una persona tome control acerca de su propia información y al mismo tiempo la administración muestre que es transparente. 

EI acceso por parte del interesado a los archivos Ie proporciona seguridad a la ciudadanía y elimina el temor de estar ante la presencia, con lo cual se asegura la democracia costarricense. La Seguridad Humana no es sinónimo de Seguridad Estatal, sino es parte de esta. La Comisión de Seguridad Humana de la Organización de las Naciones Unidas en documento titulado "La Seguridad Humana Ahora" manifiesta lo siguiente: 
"La seguridad humana complementa la seguridad del Estado, pone de relieve los derechos humanos y fortalece el desarrollo humano. Se esfuerza por proteger a la persona contra una amplia gama de amenazas para las personas y las comunidades y, además, Ie da medios para obrar en su propio nombre”
.  

En ese sentido, se dice que un Estado de Derecho, la garantía de los derechos de los individuos esta esencialmente en sus leyes. Enrique Rojas Franco y Ricardo Barquero Córdoba en su articulo "Los deberes públicos" señalan que "La Ley es el iter o vía lógica para que la comunidad logre sus cometidos. EI ser humano debe obedecer lo que las leyes en sentido amplio Ie ordenan. Tanto los costarricenses como los extranjeros deben observar la Constitución y las Leyes... ". Tal y como se ha expuesto anteriormente, existen regulaciones generales para el uso y manejo de la información y es la Sala Constitucional del Poder Judicial el que ha venido especificando detalles en este tema a raíz de los recursos de Hábeas Corpus y Recursos de Amparo interpuestos por los ciudadanos en defensa de sus derechos fundamentales: Derecho a la Intimidad, Derecho al Olvido y Derecho de la autodeterminación informática. 

3.13.1 Constitución frente a los mecanismos procesales de Protección

Así como se tutela de diversas formas los contenidos del derecho a la Autodeterminación Informativa, se puede decir que existen dos formas en que los ordenamientos jurídicos dan paso a la protección a saber: como ley  preventiva o como garantía procesal de acceso la reclamo  y protección del mismo, situación que no se da en nuestra legislación y que solamente se tutela en nuestra Constitución de una forma muy superficial. Sin embargo, se debería considerar el Derecho a la Autodeterminación informativa como un derecho fundamental, ello en virtud de lo que implica ser un derecho  preventivo a la vez brindar la posibilidad  de accionar judicialmente en caso de que dicho derecho se vea violentado. 

Es por esta razón que  en Costa Rica, se requiere adoptar una medida o bien se promulgue alguna ley que venga a tutelar el manejo de los datos personales, pues estos son inherentes a cada uno de los ciudadanos y con solo el hecho de no diferenciar cual es la información de interés público y cual es de interés privado, se violenta un derecho establecido en nuestra Constitución.

3.14    Ley preventiva

En este aspecto, se puede indicar que la ley preventiva llega a cumplir una función para determinar la existencia del derecho a la Autodeterminación informativa, lo que sin duda puede facilitar a un ciudadano el acceso a poder reclamar ese derecho que considera se ve violentado.

Se puede decir que la legislación es en extremo estricta y controladora a través de sus normas, no obstante, en el tema en estudio, se limita a la existencia de futuros cambios en la tecnología nacional o bien a la actuación al margen de dichos cambios, por lo tanto, se debe de regular. No se pretende con una ley  buscar un impedimento al desarrollo social, sino más bien en lograr una convivencia justa, respetando los principios básicos centrados en el sentido común. Dicho sentido común y otros elementales, serían suficientes para lograr una regulación de la sociedad informatizada en su conjunto que busca es vivir en respeto  al as reglas de convivencia, tal y como se estipula en nuestro ordenamiento jurídico.  En este aspecto, la Autodeterminación Informativa y el Hábeas Data, lo que interesa es “la autodecisión o en la autodeterminación del individuo”, lo que se desea es garantizar una posibilidad  de participación  como ciudadano frente a un procesamiento  de datos personales  que lo puede hacer transparente  para el control y reducirlo  a un objeto del ambiente informativo. En tal sendito, mientras sea entendido el “hábeas data” como la realización de  estas expectativas, entonces  el  “hábeas data” se convierte en una versión,  en una formulación  abierta de lo que hemos llamado “autodeterminación informativa”, en un típico derecho  o libertad de la tercera generación…”
. 

3.15 Relación entre Habeas Data y Autodeterminación Informativa

Se debe de recordar que en este sentido no se habla de dominio o control total, sobre los datos de la persona, sino del derecho a saber que detalles  suyos circulan a través de una red, que uso se les da y ratificarlos, rectificarlos o retirarlos  si es necesario para evitar afectar  sus derechos fundamentales. Es por ello que “concebir al hábeas data como un derecho absoluto sobre los datos o un medio  procesal para ejercer  un poder “cuasi” patrimonial, sobre ellos, sería  incorrecto. Tan incorrecto como concebir  a la autodeterminación  informativa como otra forma para del derecho a poseer los datos.”
.

Una definición  de Hábeas Data que exprese por completo los intereses que protegerían  con el derecho a la Autodeterminación Informativa, sería  la que indica que “el de la identidad informática, implica  el reconocimiento  del derecho a conocer, el derecho  de corrección, de sustracción o anulación, y de agregación sobre  los datos depositados en un fichero electrónico o base de datos. Este elenco de facultades, que derivan  del principio de acceso a las bases de datos que tañen al propio individuo (biológicos, sanitarios, académicos, familiares, sexuales, políticos, sindicales…” 

3.16 Ley Reactiva

A pesar de que en algunos países de América Latina, se hacen esfuerzos en la protección del derecho a la Autodeterminación Informativa, ese tratamiento  ala intimidad se da desde un punto de vista mas tradicional, aún sin ampliarla hasta la verdadera protección garantizando en algunas  legislaciones, con el hábeas data, la reparación  de la afectación  al derecho de acceso a la información y disponibilidad de datos personales en las bases de datos electrónicas “ El hábeas data no está referido a una situación relacionada con lo corporal o ambulatorio como la libertad personal, sino  que  alude  al interés de las personas de conocer en forma directa la registración de los hechos, es decir, el dato o la información. De ahí la posibilidad  de ordenar la remisión de los registros o archivos de datos para constatar la autenticidad o corrección  de lo expresado.”
. 

En este sentido, se puede indicar que el hábeas data ha llegado a ser considerado una acción de Amparo especifica en cuanto al manejo informático de datos, derecho reconocido por nuestra legislación a través de  la Sala Constitucional (Sala IV), sin embargo, la falta de regulación ha implicado  que  se tome solo como una modalidad, en donde es indudable que este sea un remedio judicial de carácter excepcional, sumario y rápido. No obstante, en  América Latina, lejos de luchar por una regulación a través de una ley que venga a tutelar  los derechos inherentes a los ciudadanos frente a los peligros del tratamiento electrónico  de datos personales,  se ha pretendido abrir  con mayor o menor éxito  a través de la vía procesal de tutela en la jurisdicción constitucional, tal y como se hace en Costa Rica. Siendo que, en algunos casos a través de la jurisdicción administrativa, para que el ciudadano en caso de que considere que se le está causando un perjuicio acuda a alguna de estas vías procesales y exija o solicite la corrección o eliminación de los datos existentes  sobre él, sea en manos de la Administración Pública de particulares.

El  uso de este recurso, no previene el daño al no estar totalmente regulado el Derecho a la Autodeterminación Informativa en la Constitución Política costarricense. Si bien es cierto, se comienza  el camino hacia el reconocimiento de un derecho inherente de todo ciudadano de obtener información y gozar de derechos de rectificación, o de eliminación de datos  incorrectos o lesivos que se encuentren en las bases de datos, se falla en la medida en que  en la mayoría de los casos funcionará  siempre después de que ha ocurrido  el perjuicio. Dado lo anterior, se puede decir que esta forma de tutela  no potencia la protección o prevención del evento antes de que se produzca el hecho.

Si bien es cierto, se ha logrado constitucionalizar y por ende reconocer  en pleno la autodeterminación informativa como un derecho, tal y como se puede observar a través de la cantidad de recursos de amparo presentados en ese sentido ante la Sala Constitucional. Siendo que, la aplicación del Hábeas Data queda supeditada no a la letra constitucional, sino a los límites de la interpretación. 

En ese sentido, es necesario para el reconocimiento y protección del derecho a las personas para disponer  de sus datos, tener control sobre lo que hacen con ellos, acceder a la información, retirar  la misma que sobre su persona no desea  se tenga en las redes o bases de datos, etc., en ese sentido se requiere que el mismo  sea reconocido como un derecho fundamental a través de un proyecto a efecto de que un deber estatal y privado de respecto  y no solo  tutelarlo cuando el mismo ya ha sido violentado como se aplica en la actualidad. No obstante se debe de tener claro que dicho control por parte del titular de la información, debe ser bien definida y clara de acuerdo a lo que es de interés público y lo que es netamente de interés privado, pues no se debe de irrespetar el principio a la información como sociedad democrática.

3.17   Constitucionalización  del derecho de autodeterminación Informativa

Costa Rica ha ratificados diversos convenios de Derechos Humanos, por lo tanto se considera el derecho a la Autodeterminación Informativa como un derecho fundamental para cada ciudadano, por ello se dice que es esencial el reconocimiento de los mismos, a fin de poder acceder por parte del interesado a su libre ejercicio y reclamo en caso de limitación estatal, por lo tanto, en una sociedad como la actual, se hace necesario el reconocimiento  del derecho  a la Autodeterminación informativa, en el orden supra legal, de esta forma se evitarían abusos en el manejo de datos personales de los ciudadanos, así se tendría la opción  de los mismos de ejercer algún control sobre la intervención estatal o particular en su ámbito personal, pues se considera se violenta un derecho tutelado en nuestra Constitución, como lo es el derecho a la intimidad de las personas.

No se trata de limitar el tratamiento electrónico de los datos que es en esencia parte del derecho a la información, lo que se pretende con esto es una verificación  de los posibles desarrollos  futuros, es una condición  para el progreso de un estado, es velar para dicho tratamiento de la información se realice de una manera democrática, afianzando  los derechos y garantías  del ciudadano, y promocionando la participación  social de todos los seres humanos. 

Aunado a ello, que salta a la vista  que un acceso a las informaciones públicas  permitirá no solo una mayor transparencia  en el funcionamiento  de las instituciones, sino  también  una mayor  posibilidad  de que los ciudadanos tengan accesos a condiciones mejores para el desarrollo individual y para el ejercicio de sus derechos .pero también  hay que ser conscientes de que  eso no justifica que por alcanzar una transparencia en la sociedad, los ciudadanos  pierdan  la posibilidad de preservar su personalidad del acceso extralimitado y  objetivamente del estado o de particulares. Esto se puede considerar un dilema de una sociedad en donde entra en juego  no solo la necesidad de información y de las relaciones económicas entre países, sino que habrá que considerarse igualmente el interés  del ser humano no solo a gozar de mayor información en todos los ámbitos del conocimiento de la cultura, sino que se debe de dar una tutela en el sentido de el uso desmedido de los datos personales que vienen a perturbar en muchos casos la libertad de las personas al no tener conocimiento de regulaciones que vengan a dictar parámetros de uso de dicha información, a través de alguna regulación que indique que información es de uso público y que es de uso privado, violentando con ello el derecho a la Autodeterminación Informativa.

Dentro del  objeto de la protección, lo más importante en este sentido es proteger el núcleo básico  para que  no pueda ser atacado por el legislador ordinario, pues el derecho a la Autodeterminación Informativa, se refiere no solo a la capacidad  de control, sino  a la capacidad de información, por lo tanto, no se trata de un derecho de carácter patrimonial, aunque  puede derivar pretensiones económicas.  En ese sentido, la capacidad de control no afectará  nunca  el progreso de un país. Sino que se refiere al libre flujo de información  que pueda controlar, a saber sobre quien, en que forma, con cuales objetivos y bajo que  circunstancias  tienen acceso a los datos personales. Al respecto el tribunal Constitucional Alemán,  estableció que el derecho  a la autodeterminación  informativa se deriva de una relación directa entre el derecho a la personalidad y la dignidad del ser humano
. Este es el sentir de una sociedad en la que el ciudadano no  tenga controlo ni conocimiento de cómo, cuando, quienes y con que fines son manipulados  sus datos personales menoscabaría las posibilidades de desarrollo de la personalidad
. Por su parte  la capacidad de  información si compone de dos derechos que deben de tomarse en cuenta para poder realizar una regulación en ese sentido son: el derecho a la Autodeterminación Informativa y el Derecho a la Información. Es por ello que tanto el derecho de accesos como el derecho de los ciudadanos  a dar y recibir información  sobre si mismos y sobre asuntos de interés  deben de contemplarse  dentro de la capacidad de información, ante dicha situación se debe de dejar claro a través de una regulación en este sentido, el poder diferenciar cual es la información de interés público y cual es información privada.

Dentro del ámbito de la tutela, se desea que la regulación constitucional contenga dentro de su naturaleza jurídica diferente a los demás derechos  fundamentales, como un derecho independiente. Es por ello que el Derecho de Autodeterminación Informativa se refiere  a la diferenciación con el denominado derecho a la intimidad  e información, es en este aspecto esencial  para la protección de los datos personales de los administrados.

El derecho a la intimidad tal y como se estipula en nuestra constitución política,  es un derecho  subjetivo individúala que  protege  el ámbito privado de la vida  de las personas, siendo el derecho  a respetar tanto la vida privada como la vida familiar, el derecho al secreto, al honor, a la imagen, a la correspondencia escrita por lo tanto se trata en ese sentido de un derecho a la personalidad.

El derecho a la información por su parte, se determina como un derecho social o colectivo, el cual puede extenderse en un doble  sentido.  Podemos indicar que se entiende el derecho a la información como ese derecho a brindar información, sea recibir  información a través cualquier medio o fuente, siempre y cuando esa información sea obtenida por medios legales, por ello se busca la regulación en ese sentido, por cuanto se ha dado una orientación diferente con el uso por parte de empresas privadas que lucran con la información privada de las personas. Por lo antes expuesto se dice que la libertad de difundir  por cualquier medio de comunicación y por último  la libertad de recibir  información y opiniones, debe de ser regulado por el estado, dictando las pautas a seguir en ese sentido de forma tal que se prevenga la violación de un derecho de cada ciudadano.

Se dice entonces que el derecho  a la intimidad y el derecho a la información encuentran una perfecta conexión si se puede decir de esa forma en relación con el derecho a la Autodeterminación Informativa, ello por cuanto para una adecuada regulación, debe de tomarse ambos derechos. Por lo que al ser el Derecho a la Autodeterminación Informativa un derecho que requiere de una mayor tutela mayor que la protección del ámbito privado de las personas que ofrece el derecho a la intimidad, pues en ese sentido, no alcanza  los niveles de contenido necesarios para la supervivencia de los todos privados  de las personas  en la época actual denominada era de las comunicaciones  de la informática y globalización no solo a nivel económico o apertura de fronteras a nivel comercial, sino que se realiza intercambio de datos a nivel internacional o a nivel global. Si bien es cierto, el derecho a la autodeterminación informativa,  también supone  el derecho a tener información sobre cuales datos  personales son utilizados  y los fines para los cuales se utilizaran, por ello, es clara la relación  que existe entre el derecho a la intimidad, el derecho a la información y la autodeterminación informativa, por lo tanto como se ha expuesto anteriormente, ambas son un pilar fundamental en una sociedad que avanza a pasos agigantados en tecnología por lo tanto para lograr una regulación en este sentido, se debe de diferenciar que es información pública y que es información privada, de forma tal que no se violente lo estipulado en nuestro ordenamiento jurídico en ese sentido.

3.18   Diferencias con el régimen jurídico de la intimidad

Un  aspecto importante al lograr una regulación para el reconocimiento del derecho a la Autodeterminación Informativa es establecer la diferencia no solo en que información debe de ser considerada publica o privada, sino en que el derecho a la intimidad  no tiene porque ver con la privacidad y la intimidad, ya que su razón  de ser es diferente, debido a que esta de por medio el derecho de todo ciudadano a tener accesos a la información, por lo tanto lo que se busca es el derecho a controlar, a saber cuales son las circunstancias del procesamiento de la información  que no afecten su ámbito privado del individuo y que así sea establecido mediante ley. Por lo tanto, se puede decir que la naturaleza del derecho a la Autodeterminación Informativa es distinta, por cuanto  el derecho a la intimidad  es un derecho  de exclusión, el derecho a la autodeterminación informativa  es de inclusión sea de información de interés público y no afecte el ámbito privado del ciudadano de por lo tanto el informarse, conocer  y controlar la información por parte del titular de la información de acuerdo a ciertos lineamientos sin detrimento de la violación del derecho a la información de la sociedad, por lo que se pretende es salvaguardar dicho derecho, pero regularlo de forma tal que la información no violente o perjudique al titular de los datos. De esta forma,  el régimen jurídico  de la Autodeterminación informativa obligaría a un tribunal constitucional  a ser mucho más extenso y exhaustivo  en lo que refiere a la regulación  del mismo como se merece el tratamiento de un derecho fundamental autónomo.

 Es por ello que no hace depender el derecho a la regulación de la legislación ordinaria, por lo tanto al lograr constitucional izarse  este derecho sería  de acción inmediata de forma tal que no sería necesario  la búsqueda  de la tutela  ordinaria, ello porque el ámbito  constitucional ofrecería  suficiente  información  para promover una cultura  sensible, tanto  para los administrados como para el estado y los particulares que intervienen en el manejo electrónico y manual de los datos.

Sin embargo dentro de todo ámbito, se puede decir que no solo se debe de ver el aspecto positivo del mismo a través de una regulación en ese sentido, sino que se debe de abarcar algún aspecto negativo que pueda  darse, tal es el caso de la dudosa satisfacción  con la tutela constitucional,  se puede creer que con solo la tutela constitucional basta para que se logre proteger ese derecho fundamental de cada ciudadano, ello por cuanto la tutela constitucional llevaría  a una obsolescencia normativa ello por cuanto  los cambios constitucionales  son mucho mas lentos  que los avances tecnológicos  y por ende en las nuevas formas de manipulación de los datos. Es por ello que la descripción constitucional  sería una norma muy general que se podría quedar en el ámbito preventivo  de forma que si  no cuenta con regulación constitucional pero si en la ley ordinaria, impondría llegar a creerse erróneamente  que se trata de un derecho  secundario y como tal podría cambiar en cualquier momento. Es por ello que a través de una regulación, deberá buscarse  entonces un balance  entre la regulación constitucional y la contemplación  del derecho  en el ámbito legal lo que lograría que cambios  en la ley no desacrediten ni limiten la importancia del derecho que se busca tutelar.

La definición constitucional, no puede ser específica, en ese sentido ello por cuanto en la norma se pueden tomar aspectos muy pronto  serán obsoletos, en virtud del avance  tecnológico, vivimos en un monto de desarrollo y en la era de la información, por lo que el derecho de Autodeterminación informativa, se puede decir que es un derecho que existe en medida en que la tecnología así lo permita. 

3.19
Análisis situacional de Costa Rica y la legislación del Derecho a la Autodeterminación Informativa

Como se ha analizado anteriormente, se tiene que vivimos en una sociedad moderna en donde las comunicaciones son importantes, sin embargo, así como se avanza en tecnología, vemos como surgen delitos que se pueden mal llamar modernos, a manera de ejemplo se puede citar fraudes económicos por computadora, etc., esta situación ha dado pie para que se deba tomar las medidas necesarias por parte de los gobiernos para dictar que vengan a buscar tipificar este tipo de delitos, a fin de que no se quede impune ante un llamado delitos informáticos.  

Es por eso que se dice que esta sociedad moderna ha contaminado los derechos constitucionales tradicionales, surgiendo  la necesidad de adoptar nuevas formas de tutelar estas amenazas que se dan a través de los riesgos tecnológicos. 

Como se ha explicado a través del avance de este tema de investigación, Costa Rica  no es la excepción  en este tipo de contaminación, solo basta con analizar algunos votos de la Sala Constitucional, ver noticieros en donde se realizan fraudes o delitos económicos a través de información obtenida en  los medios electrónicos, suplantación de identidades, etc.,  se tiene que al parecer en nuestro sistema social empresas que facilitan todo este tipo de datos  personales a quienes estén dispuestos a obtener los servicios, la demanda de los patronos  contratantes  de la información sobre la vida personal de quienes se encuentran en búsqueda de puestos dentro de las empresas, el acceso vía Internet a bancos de datos personales por parte de entidades bancarias  y financieras e incluso sobre el control que se ejerce  sobre nuestros hábitos  de consumo en los supermercados por medio de sus tarjetas de afiliación, ponen en manifiesto que nuestra sociedad ha entrado  de pleno en la era de la tecnología, por lo tanto se quiera o no estamos preparados legislativamente hablando para este tipo de intromisión  en nuestro circulo  privado  de información, sin nuestro consentimiento, por parte de extraños  y con fines diversos como los explicados anteriormente. Es de suponer que la información que se brinda deberá ser solo para el uso que en ese momento se requiere, tal es el caso de la información para las tarjetas de crédito de financieras o de supermercados.

En Costa Rica, se tutela el derecho a la intimidad de una manera tradicional, por  lo que se vincula directamente con la propiedad privada, esto sin duda  ha puesto de manifiesto la necesidad de que requiera de una regulación mucho mas especifica en el ámbito del derecho a la Autodeterminación Informativa, basándose como un derecho fundamental, totalmente independiente del derecho a la propiedad, esto porque resulta imposible incluir datos  personales  y sus implicaciones  en el concepto de propiedad privada, el cual se relaciona con bienes materiales muebles o inmuebles. En ese sentido, nuestra Constitución Política, establece una serie de derechos y garantías  que limitan y regulan el derecho a la intimidad, el artículo 20 CP, establece el derecho a la libertad de todos los costarricenses. Base de la dignidad humana y necesaria para el derecho a la intimidad, la libertad de disponer  de mis datos, imagen, y bienes patrimoniales es el punto inicial para tener intimidad.

En ese sentido también encontramos en que el artículo 33 se garantiza el derecho a la igualdad, siendo este otro requisito para la intimidad de las personas, de igual forma es obligación del estado según nuestra Constitución Política el velar por el bienestar de los ciudadanos, conforme al numeral 50. De igual forma en el artículo 23 viene a regular la inviolabilidad del domicilio y recintos privados, de esta forma protege el principal ámbito tradicional de ejercicio de la intimidad de las personas que reza: “El domicilio y todo otro recinto privado de los habitantes de la República son inviolables. No obstante pueden ser allanados por orden escrita de juez competente, o para impedir la comisión o impunidad de delitos, o evitar daños graves a las personas o a la propiedad, con sujeción a lo que prescribe la ley”
, de igual forma, el artículo 24 señala que: “Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones. Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas, orales o de cualquier otro tipo de los habitantes de la República”
, de igual forma la libertad de actuación en privado a complacencia  en cuanto no se afecte el orden y la moral, se establece en el numeral 28 en donde se indica que: “Nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley. Las acciones privadas que no dañen la moral o el orden públicos, o que no perjudiquen a tercero, están fuera de la acción de la ley…
.

En lo referente el la regulación sobre la libertad de expresión la cual se regula en el artículo 29, viene a complementar la protección constitucional sobre los derechos individuales  por lo tanto se dice que: “Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, y publicarlos sin previa censura; pero serán responsables de los abusos que cometan en el ejercicio de este derecho, en los casos y del modo que la ley establezca.
, de igual forma, se tutela en lo referente a la posibilidad de afectación  de la zona de intimidad, el artículo 41 indica que con ocasión de reparación  de los daños que sufriera  la personas en la propiedad privada o en intereses morales, por lo tanto, tal y como se ve en el orden constitucional, se queda sin tutela alguna la imposibilidad de intromisión sin permiso del afectado, en sus datos personales, es así como se tiene el derecho a saber quien maneja dicha información, con que fines y la posibilidad de imponer que sean retirados o corregidos, pero dicha situación se da solo hasta que se ha visto violentado el derecho a la intimidad de las personas, cuyo daño ya ha sido ocasionado generando una lesividad en el administrado.

Esta imposibilidad de poder controlar lo antes indicado, hace que el ciudadano se encuentre atado a fin de lograr proteger sus datos vía constitucional, de igual forma hace que el resto de nuestro ordenamiento jurídico esté incapacitado para reconocer el derecho a la Autodeterminación Informativa como un derecho humano,  es por ello que para medio solventar dicha falta de regulación se han implementado mecanismos de defensa y denuncia y que solo se rige en ese sentido tal y como se ha visto anteriormente a través de un proceso ante la Sala Constitucional, pero en forma individual, aún y cuando este es un derecho de cada uno de los ciudadanos tiene a que no se le violente este derecho, pues debería o debe ser un derecho fundamental que regule en ese sentido no solo la privacidad como se establece, sino el deber de respetar por parte de las empresas dedicadas a lucrar con información propia de cada ciudadano y muchas veces con información desactualizada y sin el consentimiento.  

De igual forma, en lo referente a la legislación penal en la misma se contempla delitos como violación de Domicilio en el artículo 204 del Código Penal, la Violación  de Correspondencia en el artículo  1, el Allanamiento ilegal en artículo 205, Captación  indebida  de Manifestaciones verbales artículo 198,  entre otros aspectos que se les ha tipificado dentro del mismo cuerpo legal, si bien es cierto se tutela el derecho a la intimidad en cada una de estas acciones, en las cuales se resguarda no solo el hecho de tener derecho a tener una vida social definida como propios de cada persona, sino que de una manera viene a proteger que no se intervenga en ellos sin la aprobación del titular de ese derecho. En ese sentido, se puede observar que en la normativa no se especifica claramente la posibilidad del control de los datos personales que también son parte fundamental de ese derecho a la intimidad de la persona dentro del derecho a la Autodeterminación Informativa y que es tan necesario hoy al vivir en una sociedad o mundo en donde la era de la informática avanza a pasos agigantados.

Si bien es cierto, resulta muy claro que la normativa antes expuesta dentro de nuestro ordenamiento jurídico, tutela el derecho a la intimidad, se deja bien claro que ninguna de las normas citadas, visualiza de forma diferente no tomando en cuenta que vivimos en un mundo informatizado tecnológicamente. Por lo tanto se brinda una tutela  al derecho a la intimidad pero no como el de poder controlar la información de la persona, sino como el derecho a poseer en mi fuero privado esta información únicamente, por lo que en ese caso solo queda como medida recurrir a un Recurso de Amparo siempre y cuando me haya dado cuenta de que se me ha ocasionado algún daño, es decir, ya fue consumado, tal y como lo veremos más adelante en el análisis de algunas resoluciones emanadas en este sentido por la Sala Constitucional. Por lo tanto, al darse como opción el recurso de Amparo, ya se ha dispuesto de la información  manera ilegitima, sin que se disponga de la posibilidad de poder prevenir  la afectación de ese derecho fundamental mediante el derecho de intervención en la manipulación de los datos, la rectificación o eliminación.
Por lo antes expuesto se denota una falta de control por parte del estado en la debida regulación uso y manejo de la información que en las bases de datos, por lo general en manos de empresas privadas mal llamadas protectoras de crédito, pues muchas veces la información que se brinda o es no actualizada es obtenida de forma ilegal, para uso de quien tenga el poder económico para pagar sea su membresía o la mensualidad por utilizar las bases de datos electrónicas.

En nuestro sistema jurídico y como una forma y a efectos de poder reparar, mantener  o restablecer el goce del derecho a la intimidad, como se indicó anteriormente el recurso de Amparo, previsto en el artículo 48 de nuestra Constitución Política establece que ”Toda persona tiene derecho al recurso de hábeas corpus para garantizar su libertad e integridad personales, y al recurso de amparo para mantener o restablecer el goce de los otros derechos consagrados en esta Constitución, así como de los de carácter fundamental establecidos en los instrumentos internacionales…”, por lo tanto todo derecho de las personas que por acción u omisión de la Administración Pública sea vulnerado, puede ser reclamado mediante dicha vía, de igual forma se tutela en los artículos 29 a 65 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  Es por ello que a través de la resolución de la Sala Constitucional Nº 1365-91 de las 14:30 horas del 16 de julio de 1991, expresa que: “…debe de tenerse presente que los derechos fundamentales protegidos por el amparo, conforme al artículo 48 de la Constitución, no son solo aquellos expresamente declarados como tales en los capítulos de llamadas “garantías”  (individuales, sociales, etc.) o en su caso, en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos… sino que también lo son los que , aún  sin estar expresamente enumerados, como tales resulten consecuencia de normas de competencia y otras de la Constitución…). En el caso de que quien afecta nuestro derecho a la intimidad sea un sujeto privado,  la ley establece que: “El recurso de amparo también se concederá contra las acciones u omisiones de sujetos de Derecho Privado, cuando éstos actúen o deban actuar en ejercicio de funciones o potestades públicas, o, se encuentren, de derecho o de hecho, en una posición de poder frente a la cual los remedios jurisdiccionales comunes resulten claramente insuficientes o tardíos para garantizar los derechos o libertades fundamentales a que se refiere el artículo 2, inciso a) de esta Ley...”
, si  bien es cierto existe un vació legal en la tutela de la información que circula en los medios electrónicos, se denota que se puede accionar ese derecho a través de la vía del amparo, en busca de la protección de los mismos así como en el uso que se les dé tanto por parte de entidades públicas como los sujetos de derecho privado que operen en las condiciones antes mencionadas, sin embargo, solo podemos operar o accionar cuando ya se ha lesionado ese derecho, por lo tanto se tiene que la tutela constitucional es reactiva y no preventiva. De igual forma, al no tener claro sobre la tutela de dicho derecho fundamental, de forma tal que, se venga a regular el derecho a la Autodeterminación Informativa, dependemos de un reclamo a nivel constitucional que conlleva a una situación de gran peligro, porque el avance tecnológico no se detiene ante los atrasos para la regulación de esta materia , generando que estemos cada vez más desprotegidos en cuanto a la información que manejan las empresas dedicadas a este tipo de negocios por ende lucrativos a costa de la información de datos personales, por ello, se considera urgente reconocer el derecho a la Autodeterminación Informativa de forma tal que se llene ese vació legal existente en nuestra sociedad.

Como aspecto de importancia a aclarar lo que se busca con la tutela del derecho a la Autodeterminación Informativa, no se debe de concebir como la posibilidad irrestricta de que la persona disponga de sus datos a placer.  Lo que se busca es limitar al menos el manejo de los mismos, lo cual deberá ser bastante claro a la hora de definir  y reconocer el derecho dentro del orden constitucional. Por lo tanto, no es concederle al ciudadano un definitivo  y absoluto poder  sobre sus datos, sino el derecho de estar informado del procesamiento de los mismos y los fines que se pretende alcanzar, junto con los derechos de acceso, corrección o eliminación en caso de que cause perjuicio
. El derecho a la intimidad sigue siendo un “derechos de defensa frente al estado, asegurando la tutela frente  al las modernas, sutiles  y sugerentes formas de control que la tecnología de información y la comunicación permite”
, es por ello que, resulta un tanto arriesgado  para la sociedad como parte de un estado democrático, el no poder decidir  e incidir en su entorno, por lo tanto la idea de regular a través del derecho de Autodeterminación Informativa, es  buscar que se brinde a través de ello un orden social, en donde como ciudadanos de un estado de derecho se tiene que conocer cuáles personas manejan  información  personal suya, que tipo de informaciones y en que circunstancias se van a utilizar, ello como parte de la interacción de una comunidad  globalizada, buscando que a través de dicho derecho fundamental, se brinde una respuesta acertada a los peligros que conlleva en algunos aspectos la mala utilización de los datos electrónicos, siendo este la base o instrumento jurídico que permita  a las personas convivir democráticamente, teniendo la precisión de que es lo que el derecho de Autodeterminación Informativa procura, cuales son sus objetivos y finalidades, todo ello a través de una ley que regule en forma directa un derecho inherente a toda una sociedad moderna.

3.20
Análisis de jurisprudencia y el criterio de la Sala Constitucional sobre el Derecho a la Autodeterminación Informativa.

Al no existir en forma expresa una ley que regule el derecho a la Autodeterminación informativa, en ese sentido, la Sala Constitucional, dota de contenido, y ha evolucionado junto con el desarrollo de la sociedad.
  Para el año 1998, mediante resolución Nº 1345-98 de la Sala Constitucional, se marca una pauta a seguir en referencia a la interpretación de los derechos a la intimidad que se pueden derivar del artículo  23 de nuestra Constitución Política, en ese sentido dice que: “…Lo que hoy conocemos como sociedad informatizada” plantea nuevos retos al concepto clásico  del derecho a la intimidad. En la década de los ochenta y noventa, en  nuestro país, la libertad individual, la personal y la colectiva, están relativamente lejos de la influencia de la tecnología. Así por ejemplo, el ciudadano no se cuestionaba con que fin le eran solicitados sus datos personales, quienes tienen acceso a ellos y conchal objeto…”
. Tal y como se desprende del texto, ya se visualiza un tratamiento sobre el tema del derecho a la Autodeterminación Informativa, tomando en cuenta una sociedad que avanza tecnológicamente, por lo tanto se tiene un derecho fundamental que no se ha tutelado o no se expresa en forma directa en el artículo 23 de nuestra Constitución.

De igual forma la misma resolución expresa que en su continuación sobre el mismo tema que: “…En la actualidad, la doctrina nacional y extranjera, admite que la manipulación de la información posibilita el control sobre el ciudadano como una alternativa real y efectiva. De tal manera que los derechos individuales de los ciudadanos puedan quedar prácticamente sin contenido efectivo. Así ocurre, cuando se desarrollan perfiles de las personas utilizando información aislada y aparentemente inofensiva, como edad, sexo, dirección, educación, estado civil, preferencias, entre otros muchos. En algunas situaciones esta información es factible utilizarla para definir a los "sospechosos" o a aquellos considerados "políticamente inapropiados", lo cual implica, que las personas así catalogadas sean excluidas de un papel activo en la sociedad. La informática, no sólo representa uno de los más grandes avances del presente siglo, sino que pone en evidencia las posibilidades de inspección de la vida interior de las personas, desde este punto de vista, la personalidad de los ciudadanos y su fuero interno cada vez se hacen más trasparentes. Esta situación hace necesario que los derechos fundamentales amplíen también su esfera de protección…
, desde este punto de vista, la Sala busca el no dejar sin contenido  los derechos  y garantías individuales ante la manipulación  de los datos, además del control que pueden tener el uso de estos datos sobre los ciudadanos de un país netamente democrático, viendo que a la luz de la normativa no existía o no se refleja dicha protección.

Si bien es cierto, la Sala Constitucional es muy clara en la concepción tradicional del derecho a la Intimidad, la misma se debe de modificar y darle un sentido mucho más amplio es decir realizando una tutela de dicho derecho fundamental pero enfocar dicha garantías a la época actual que por ende es una era denominada la era de la tecnología y las comunicaciones. Esto por cuanto la esfera privada tal y como se expresa en la Constitución, no puede quedarse en la protección del domicilio o las comunicaciones, sino que hoy en día traspasa mas allá de ese aspecto y se da una afectación  en el tratamiento de los datos lo cual es un derecho fundamental de todo ciudadano que se desarrolla en una sociedad democrática. Ante tal situación la misma resolución la Sala expresa que: “…La esfera privada ya no se reduce al domicilio o a las comunicaciones, sino que es factible preguntarse si es comprensible incluir "la protección de la información" para reconocerle al ciudadano una tutela a la intimidad que implique la posibilidad de controlar la información que lo pueda afectar. Lo expuesto, significa que el tratamiento electrónico de datos, como un presupuesto del desarrollo de nuestra actual sociedad democrática debe llevarse a cabo afianzando los derechos y garantías democráticas del ciudadano (Art. 24, 1, 28, 30, 33 y 41 de la Constitución). Es obvio, que el acceso a la información es un poderoso instrumento de progreso individual, y para el ejercicio de los derechos políticos y sociales. Pero también debe reconocerse que el progreso no significa que los ciudadanos deban quedar en situación de desventaja frente al Estado o a los particulares. El nuevo derecho a la intimidad, debe ponderar los intereses en conflicto, entre el legítimo interés de la sociedad a desarrollarse utilizando la información, como la también necesidad de tutelar a la persona frente al uso arbitrario de sus datos personales. La tutela a la intimidad implica, la posibilidad real y efectiva para el ciudadano de saber cuales datos suyos están siendo tratados, con qué fines, por cuáles personas, bajo que circunstancias, para que pueda ejercer el control correspondiente sobre la información que se distribuye y que lo afecta (Art. 24 de la Constitución y 13 inciso 1, de la Convención Americana de Derechos Humanos)…”
. 

De igual forma la misma resolución expresa que en su continuación sobre el mismo tema que: “…En la actualidad, la doctrina nacional y extranjera, admite que la manipulación de la información posibilita el control sobre el ciudadano como una alternativa real y efectiva. De tal manera que los derechos individuales de los ciudadanos puedan quedar prácticamente sin contenido efectivo. Así ocurre, cuando se desarrollan perfiles de las personas utilizando información aislada y aparentemente inofensiva, como edad, sexo, dirección, educación, estado civil, preferencias, entre otros muchos. En algunas situaciones esta información es factible utilizarla para definir a los "sospechosos" o a aquellos considerados "políticamente inapropiados", lo cual implica, que las personas así catalogadas sean excluidas de un papel activo en la sociedad. La informática, no sólo representa uno de los más grandes avances del presente siglo, sino que pone en evidencia las posibilidades de inspección de la vida interior de las personas, desde este punto de vista, la personalidad de los ciudadanos y su fuero interno cada vez se hacen más trasparentes. Esta situación hace necesario que los derechos fundamentales amplíen también su esfera de protección…
, desde este punto de vista, la Sala busca el no dejar sin contenido  los derechos  y garantías individuales ante la manipulación  de los datos, además del control que pueden tener el uso de estos datos sobre los ciudadanos de un país netamente democrático, viendo que a la luz de la normativa no existía o no se refleja dicha protección.

Si bien es cierto, la Sala Constitucional es muy clara en la concepción tradicional del derecho a la Intimidad, la misma se debe de modificar y darle un sentido mucho más amplio es decir realizando una tutela de dicho derecho fundamental pero enfocar dicha garantías a la época actual que por ende es una era denominada la era de la tecnología y las comunicaciones. Esto por cuanto la esfera privada tal y como se expresa en la Constitución, no puede quedarse en la protección del domicilio o las comunicaciones, sino que hoy en día traspasa mas allá de ese aspecto y se da una afectación  en el tratamiento de los datos lo cual es un derecho fundamental de todo ciudadano que se desarrolla en una sociedad democrática. Ante tal situación la misma resolución la Sala expresa que: “…La esfera privada ya no se reduce al domicilio o a las comunicaciones, sino que es factible preguntarse si es comprensible incluir "la protección de la información" para reconocerle al ciudadano una tutela a la intimidad que implique la posibilidad de controlar la información que lo pueda afectar. Lo expuesto, significa que el tratamiento electrónico de datos, como un presupuesto del desarrollo de nuestra actual sociedad democrática debe llevarse a cabo afianzando los derechos y garantías democráticas del ciudadano (Art. 24, 1, 28, 30, 33 y 41 de la Constitución). Es obvio, que el acceso a la información es un poderoso instrumento de progreso individual, y para el ejercicio de los derechos políticos y sociales. Pero también debe reconocerse que el progreso no significa que los ciudadanos deban quedar en situación de desventaja frente al Estado o a los particulares. El nuevo derecho a la intimidad, debe ponderar los intereses en conflicto, entre el legítimo interés de la sociedad a desarrollarse utilizando la información, como la también necesidad de tutelar a la persona frente al uso arbitrario de sus datos personales. La tutela a la intimidad implica, la posibilidad real y efectiva para el ciudadano de saber cuales datos suyos están siendo tratados, con qué fines, por cuáles personas, bajo que circunstancias, para que pueda ejercer el control correspondiente sobre la información que se distribuye y que lo afecta (Art. 24 de la Constitución y 13 inciso 1, de la Convención Americana de Derechos Humanos)…”
. 

Las investigaciones de crédito y financieras han sido declaradas por la Sala Constitucional de interés público, y nadie duda que sean indispensables en los trámites que se realizan cotidianamente en las instituciones bancarias.  Sin embargo, ha quedado demostrado en informaciones recientemente difundidas por los medios de comunicación que los ciudadanos se encuentran indefensos ante cada vez más graves y profundas invasiones en sus ámbitos de intimidad, sin tener tales invasiones el correlato de una efectiva tutela contra abusos, contra informaciones imprecisas, inexactas o exageradas o desproporcionadas frente a los intereses y objetivos lícitos que estas empresas persiguen.

En relación con el recurso de Amparo presentado sobre”Derecho autodeterminación informativa. Bases de datos. Protectoras de crédito”.  La Sala Constitucional brinda respuesta al mecanismo procesal para poder brindar una protección del derecho a la Autodeterminación Informativa, tal y como se demuestra mediante resolución Nº 4847-99, en donde indica que la vía indicada para realizar un reclamo es a través del recurso de Amparo tal y como se dicta en la resolución que reza: “…No existiendo un mecanismo procesal específico para la protección de este derecho, la Sala considera que se está ante uno de los supuestos genéricos previstos por los artículos 48 de la Constitución Política y 29 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. El amparo es por ende la vía idónea para discutir la constitucionalidad de este tipo de actuaciones, donde están de por medio la intimidad, el resguardo de datos sensibles -entendidos estos como aquellos datos que tienen una particular capacidad de afectar la privacidad del individuo o de incidir en conductas discriminatorias- y la no lesividad de su uso; es decir, resguardando el derecho a la autodeterminación informativa antes citado…
. 
 En el afán de poder solventar de alguna medida la falta de tutela en lo que respecta a una problemática social, “En el fallo 5802-99, la Sala IV  “acude a una inteligente correlación, planteada por la doctrina, entre el flujo de informaciones y el grado de democracia de un país, para ubicar ciertamente el hondo valor democrático del derecho  a la autodeterminación informativa, cuyo objetivo no es detener el flujo sin o hacerlo transparente al ciudadano y empoderarlo para que pueda controlar aquel flujo de informaciones que lo afecte directamente en su esfera de intereses”
. 

En ese sentido, igualmente mediante  la resolución 5802-99 de la Sala Constitucional expresa que: “…Para efectos de alcanzar una tutela de la persona realizable en el estado actual del desarrollo tecnológico, resulta indispensable considerar que los ciudadanos tienen derecho a conservar una facultad de control sobre el flujo de las informaciones personales que circulan en el entorno social. No en vano se ha venido estableciendo una relación biunívoca entre la cantidad de información que circula y la democracia, no sólo como manifestación de la entidad del derecho al acceso a las informaciones como supuesto para el desarrollo humano y social, sino también como un fundamento indispensable de la democracia, a fin de garantizar el libre desarrollo de la personalidad y la transparencia de la democracia. En la medida en que los ciudadanos puedan alcanzar un control sobre las informaciones que sobre sí mismos circulan en todos los ámbitos, en la misma medida podrá alcanzar las condiciones para evitar que el Estado o los particulares lo conviertan en una mera pieza del engranaje del poder, rebajándolo, en tal supuesto, a gozar de los ámbitos de libertad que el Estado quiera otorgarle y no aquellos que le corresponden como persona titular de una dignidad irreducible. Esto ha producido que la doctrina constitucional se haya ocupado de un viejo derecho con un nuevo ropaje en la era tecnológica; se trata nada menos que del derecho a la privacidad y a la dignidad en el ropaje de la hoy muy discutida y analizada "autodeterminación informativa". La intimidad es un concepto cultural imposible de determinar con carácter general cuyo contenido debe ser determinado por los órganos judiciales, atendiendo a las circunstancias objetivas en las que se desarrolla el individuo, al momento histórico en el cual se ubica y atendiendo sobre todo a su desarrollo dentro de un Estado Social y Democrático de Derecho en el que éste debe velar por el pleno desarrollo del sujeto individual y no sólo como parte de un engranaje social en el que éste encuentra limitados sus derechos en cumplimiento de intereses sociales…”
, como parte de ese desarrollo tecnológico, y a raíz de la problemática existente en nuestra sociedad con el procesamiento de los datos electrónicos  y con el afán de poder solventar la necesidad de control del flujo de información de los ciudadanos, en la misma resolución se establece:

“…La protección del derecho a la intimidad ha evolucionado con el desarrollo de los medios de información y comunicación, cuyo nivel de complejidad ha permitido el archivo de cantidades de datos cada vez más grandes sobre las personas y ha abierto la posibilidad de procesar esa información con un alto grado de precisión y en muy poco tiempo, por lo que, con este avance, sus ataques no sólo se tornan más frecuentes sino también más graves. Actualmente, el desarrollo de la informática ha hecho que los medios con que cuenta el Estado como los particulares en el almacenamiento y transmisión de información adquiera dimensiones que hasta hace poco tiempo eran insospechadas. A la capacidad de almacenamiento debe sumarse la capacidad de manejo de la información, es decir, la posibilidad de que, con el uso de tecnologías de avanzada, se dé una comparación, simplificación y acomodo de datos que era imposible o muy difícil con medios manuales. Los datos reservados y clasificados en bases de datos o en cualquier otra forma de almacenamiento de información pueden ser utilizados con distintos fines, provocándose una lesión a principios básicos constitucionales no sólo por producir nuevos contextos para la información sino por permitir una imposibilidad de control de las informaciones que los ciudadanos han entregado en la confianza que sean utilizados de determinada forma…”

Con referencia a los Derechos  Humanos, del cual nuestro país se presenta como un protector a nivel internacional, al respecto en la resolución Nº 816-08, dicta que: “….Alega el recurrente que solicitó ante el Banco Nacional de Costa Rica un préstamo, pero se le informó que según consulta a la base de datos de la empresa recurrida, aparecía con varios juicios establecidos en su contra, 1o cual no es cierto.  Ante el grave perjuicio que le ha ocasionado la demandada, se dirigió a sus oficinas a indagar por qué lo tienen clasificado como una persona que no honra sus obligaciones y no quisieron darle información alguna sobre el particular, limitándose a decirle que consignan información de acuerdo a sus fuentes y el sistema que tienen para acceder todos los procesos en el Poder Judicial.  De esta manera, afirma, la sociedad demandada está trasmitiendo a sus clientes información que no es cierta ni veraz o actualizada, violentando su derecho a la autodeterminación informativa, consagrado en el artículo 24 de la Constitución Política y artículo 13 inciso 1) del Pacto de San José de Costa Rica o Convención Americana Sobre los Derechos Humanos. Este Tribunal Constitucional se ha pronunciado en varias oportunidades sobre la legitimidad de la valoración del riesgo en las operaciones crediticias, así como acerca del régimen jurídico relativo al tratamiento de los datos personales en Costa Rica.  Se cita la sentencia 754-02. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a los representantes legales de la empresa TELETEC S.A. que actualice la información relativa a juicios que consigna en la base de datos de su representada en los que figura como parte el amparado, dentro de los cinco días siguientes a la notificación de esta resolución”. Se desprende de la resolución como a través del poco control existente por parte del estado se violenta no solo el interés público sino el interés privado de los ciudadanos en donde se consigan información que no tiene porque ser pública y de uso en un sistema denominado crediticio.

Otra forma de violentar el derecho a la intimidada de las personas lo podemos observar a través de la resolución 13463-06. En donde se indica: “... Alega la recurrente que es Defensora Pública y que la empresa recurrida, al publicar y actualizar información personal suya, que incluye propiedades, fotografías, números de teléfono y datos familiares, sin su consentimiento, permite que la misma pueda ser obtenida por miembros de organizaciones criminales, lo cual compromete su integridad personal y la de su familia. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la empresa WWW.Datum Net, S.A., en la persona de sus representantes legales apersonados en este proceso, que eliminen en forma inmediata de la base de datos de la empresa toda información correspondiente a direcciones, información fotográfica y números de teléfonos de la amparada. Se condena a la empresa WWW.DatumNet, S.A., al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por el hecho de que se consignara el número de teléfono de la madre de la amparada, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de la vía civil.”, en este aspecto se denota que existe información de carácter privado que no se debe de ventilar o ser de uso público por parte de las empresas que día a día venden la información personal, sin ninguna regulación por parte de un estado protector de los derechos individuales.

Otro aspecto de la violación de los derechos individuales se puede apreciar a través de la resolución Nº 9834-06 que indica que:”…Aduce el recurrente que en página de Internet de compañía protectora de crédito, se comercializa y difunde su nombre y número de cédula como responsable de ilícitos penales, información que no es veraz; que tal circunstancia le ha causado diversos problemas, entre ellos el cierre de sus cuentas en una institución bancaria privada. Se declara con lugar el recurso.”, este es otro aspecto importante de la falta de regulación en el tema en estudio, violentando no solo la privacidad de los ciudadanos, sino de la importancia de contar con una ley que venga a proteger al ciudadano antes de que se vea afectado en su ámbito privado.

De igual forma para continuar con ejemplos de la violación a un sistema que se dice democrático se tiene en la resolución Nº “000990-07, en donde se tiene la fotografía en el Álbum de sospechosos del Organismo de Investigación Judicial (O.I.J.), de un ciudadano que no debería aparecer en el mismo y el cual el recurrente una ves que se vio violentado en su derecho interpone un recurso a fin de hacer valer su derecho y que señala: “…recurrente que sin saber como ni cuando se incluyó su fotografía en el álbum de sospechosos del Organismo de Investigación de Alajuela, por lo cual se le tiene como un delincuente o sospechoso de haber cometido algún delito o ser investigado. Sobre los alcances del derecho a la intimidad, tutelado en el numeral 24 de la Constitución Política  se citan las sentencias 678-91 y 1026-94. En este caso concreto, consta que la causa contra el amparado feneció con una sentencia de sobreseimiento y aún cuando corrigió la actuación impugnada, se provocó una lesión a los derechos del recurrente.”. Siendo este un claro ejemplo de la violación no solo del derecho a la intimidad, sino a los derechos humanos de los cuales nuestro país como se ha indicado se encuentra como un protector. De igual forma, se toma la sentencia Nº. 11569-05. En donde se publica el resultado de un examen Psiquiátrico, en ese sentido el recurrente indica que:”… se le remitió a una valoración en Psiquiatría Forense donde mediante el dictamen médico psiquiátrico, se informa que padece de trastornos de personalidad y que no es efectivo para el puesto de fiscal. Se publico por Internet dicha información violentando el derecho a la intimidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Superior del Poder Judicial, o a quien en su lugar ejerza el cargo que, en forma inmediata borre de la página de intranet del Poder Judicial el contenido del oficio número 410-2004 remitido por el Fiscal General de la República.”

Otro aspecto ejemplificado de cómo se violenta el derecho a la autodeterminación informativa y por ende nuestra vulnerabilidad en ese sentido es el de la resolución Nº 1009-03, en donde aparecen los antecedentes penales en Internet, en este sentido el recurrente indica que:”...acusa que en páginas de INTERNET existen datos de causas penales pendientes, información que a su juicio no es pública. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, a las empresas recurridas, retirar de las páginas Web que manejan sus representadas la información relativa a los procesos penales en los que la amparada figura como imputada y actualizar la información relativa a los juicios civiles que consigna en la base de datos de su representada dentro de los cinco días siguientes a la notificación de esta resolución.”, dicha situación no solo violenta el derecho el derecho a la imagen de la persona sino que violenta su derecho a la intimidad.

Otro aspecto que viene a violentar el derecho a la autodeterminación informativa por parte de entidades públicas es el que se el recurrente presenta y que se dicta mediante resolución Nº 14997-03, en este sentido, se toma que es contra  información privada de las personas que pone el Ministerio de Hacienda en su página de INTERNET, en donde con sólo digitar el número de cédula de las personas, se puede acceder a la información de cuánto gana de salario total y cuanto se le deposita de salario líquido, cuando se le deposita, el monto del salario escolar y del aguinaldo, en este sentido y a juicio del accionante es violatorio del derecho a la intimidad. Al igual que en los casos anteriores, la Sala Constitucional declara parcialmente con lugar el recurso, en cuanto el sitio salarios@net de la página Web del Ministerio de Hacienda incluye datos de interés privado que en consecuencia no son de acceso irrestricto, sin embargo, se puede ver como es día a día violentado el Derecho de la Autodeterminación informativa, en una sociedad como la nuestra, ello debido a los avances informáticos.

Dentro del análisis de dichas resoluciones se puede ver como hasta en el aspecto laboral puede afectar la falta de regulación por parte del estado y que no solo afecta a un ciudadano, sin que se violenta el derecho a tener un trabajo digno y remunerado, como se desprende de  la resolución Nº 1435-03, en donde el recurrente alega que: “..fue despedido de su  trabajo, con base en información que una empresa privada le dio a su patrono, que consiste en el listado de los  juzgamientos de carácter penal que ha tenido, donde se especifica el despacho  judicial, la fecha de ingreso, el ofendido, y el delito, entre otras cosas,  dichos datos solo pueden ser obtenidos en varios fuentes: Registro de  Delincuencia del Archivo Judicial del Poder Judicial, el Archivo Criminal del  Organismo de Investigación Judicial, la Sección de Archivo del Registro  Judicial (San Pablo de Heredia). Que la información recopilada y guardada en  los registros y bases de datos de las dependencias del Poder Judicial  mencionadas no es pública, sino privada y confidencial, y de ninguna manera  puede ser facilitada al público, sino a ciertos sujetos por razones  expresamente contempladas en el ordenamiento jurídico. Que las empresas  recurridas no están autorizadas jurídicamente a obtener esa información, por  lo que su ilícita obtención y tenencia contraviene el derecho de  autodeterminación informativa consagrado en la Constitución Política y  tratados internacionales sobre derechos humanos vigentes en nuestro país, y  también el mandato expreso de reserva y confidencialidad que ha dispuesto el  legislador respecto toda esta información de naturaleza penal.”  De igual forma en este mismo sentido, mediante la resolución Nº  2008-010114 , de la Sala Constitucional, al ser las diecinueve horas y dieciocho minutos del diecisiete de junio del dos mil ocho,  reitera la posición acerca de l os principios generales que inspiran el derecho a la Autodeterminación Informativa, principio que se deriva del artículo 24 de nuestra Constitución Política, además analizando la necesidad de proteger a una sociedad  frente a los peligros que se dan al vivir en mundo informatizado, en donde empresas privadas lucran con los datos personales de los ciudadanos, es por ello que se hace evidente la necesidad de que ser tutele el derecho a la autodeterminación informativa como un derecho fundamental de una sociedad democrática, pues es parte de los Derechos Humanos, mismos que han sido ratificados por nuestro país y que en virtud de ello debería protegerse de una forma mucho más eficiente y no rectificar la información o eliminarla hasta que se haya violentado como en los ejemplos indicados anteriormente.

Si bien es cierto, en ese sentido, la Sala constitucional ha fallado a favor del recurrente, pero como se ha indicado, al no contarse con la respectiva tutela del bien jurídico, solamente se analiza hasta que el perjuicio ha sido ocasionado, a manera como muestra de la vulnerabilidad que se tiene por parte del ciudadano y que a la falta de regulación se ve afectado en diferentes aspectos tanto como en derechos humanos, tanto por parte de instituciones públicas como por  empresas privadas, todo ello con las consecuencias negativas que puede afecta en forma tan directa como se ha visto en las resoluciones analizadas, si bien es cierto existe un mecanismo procesal para solventar el agravio causado, pero la solución se da solo cuando ya el daño ha sido causado, de allí la importancia de contar con regulación por parte del estado costarricense, a fin de que no se ven violentados los derechos humanos y demostrar que se es un estado moderno y que al igual que los demás países de América Latina que ha tratado de brindar una protección más eficaz a sus ciudadanos.

Hábeas Data

4.1  Hábeas Data en Costa Rica
El panorama a nivel internacional permite el análisis de la legislación costarricense con mayor propiedad, siendo que, al analizar el artículo numero 24 de la Constitución Política costarricense en donde se trata del Derecho a la Intimidad, se debe dar con claridad el concepto intimidad. Etimológicamente, el termino proveniente de intimus, superlativo latino, lo cual significa lo mas interior. Comprende su personalidad, sus valores morales y religiosos, sus tendencias sexuales y amorosas, sus orientaciones ideológicas. Lo intimo esta mas fuera del alcance del interés publico que lo privado (Rafaela Baroja Crespo, Derechos Humanos o derechos fundamentales: Derecho a la Intimitadad, 2006. 

En este contexto, es en el artículo 24 de la Constitución Política donde se garantiza el derecho a la Intimidad, a la Libertad y al Secreto de las Informaciones.

En ese sentido, la Sala Constitucional mediante resolución numero 4847-99 ha interpretado como el derecho a la intimidad lo siguiente: “La tutela a la intimidad implica, la posibilidad real y efectiva para el ciudadano de saber cuales datos suyos están siendo tratados, con que fines, por los cuales personas, bajo que circunstancias, para que pueda ejercer el control correspondiente sobre la información que distribuye y que lo afecta (Art., 24 de la constitución y 13 inciso 1, de la  Convención Americana de Derechos Humanos”) Sala Constitucional de la Resolución número 4847-99 de la Sala Constitucional del Poder Judicial.

Se dice entonces que el Derecho a la Intimidad no es ilimitado pues de alguna forma, los archivos policiales coadyuvan la misión de proveer una seguridad a la ciudadanía costarricense. Así lo expone el Dr. Alfredo Chirino:

” ... una ley de acceso a la información no busca simplemente el acceso a los datos , ni tampoco limitar el tratamiento de los datos que la administración publica debe realizar para cumplir con las funciones que le han sido encomendadas, sino buscar un equilibrio entre los fines estatales y los intereses privados, en una práctica concordancia, que abra nuevas puertas a la participación del ciudadano tanto en el control de las autoridades públicas, como también en la forma en que son resueltos los temas de gran interés nacional. Salta a la vista que un acceso a las informaciones públicas permitirá no solo una mayor transparencia si no una mayor posibilidad de que los ciudadanos tengan acceso a condiciones mejores para su desarrollo individual y para el ejercicio de sus derechos políticos. Pero también hay que ser conscientes de que eso no justifica que por alcanzar la transparencia de la sociedad, los ciudadanos pierdan la posibilidad de preservar su personalidad del acceso extralimitado y objetivizante del Estado o de los particulares” (Chirino, Ley Modelo de Acceso a Información Administrativa para la Prevención de la Corrupción, Departamento de Asuntos  Jurídicos Internacionales.

De igual forma, en nuestra Constitución Política en su numeral 30,  se tutela dentro de los Derechos y Garantías Individuales el libre acceso a los departamentos administrativos con propósito de información sobre asuntos de interés público. Quedan a salvo los Secretos de Estado (La Constitución Política, 2003, p8). Por otro lado, la Defensoría de los Habitantes interviene en relación a la perpetuidad de los antecedentes de una persona y el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión numero 84-07 del 8 de noviembre del 2007 acordó lo siguiente:

“...la Defensoría de los Habitantes puede legítimamente hacer recomendaciones a los despachos del Poder Judicial en aspectos administrativos, pues solo esta separada de su competencia la revisión de pronunciamientos jurisdiccionales. Asimismo que la comunicación de las oficinas del Poder Judicial con la Defensoría debe canalizarse a través de la Secretaria General de la Corte, conforme a lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por lo que están en la Obligación de acatar dichas recomendaciones, mediante le debida coordinación entre los Tribunales Penales y el Archivo Criminal.” 
 

En ese sentido, la permanencia de la Información personal con limitación temporal ha sido contemplada por otras legislaciones en relación con asuntos comerciales. Pallazi presenta el caso argentino, de Hábeas Data interpuesto por un particular a fin de que se le suprimieran los datos que mantenía una agencia comercial aduciendo que los datos estaban caducos por haber transcurrido diez anos. Dentro del análisis de este Hábeas Data, se menciona el derecho al olvido de esta persona afirmando que:

“En definitiva lo que se busca es proteger permitiendo la supresión del dato caduco es el “derecho al olvido”. Este es, el principio a tenor del cual ciertas informaciones deber ser eliminados en los archivos transcurrido un determinado espacio de tiempo desde el momento en que se acaeció el hecho de que se refieren para evitar que el individuo quede prisionero de su pasado ( Palazzi El Hábeas Data y el Derecho al Olvido”.

Para Costa Rica por ejemplo el numeral 28 de la Constitución Política reza: “Nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que infrinja la ley. Las acciones privadas que no dañen la moral o el orden público o que no perjudiquen a tercero, están fuera de la acción de la ley.” Siguiendo el orden cronológico de dicho las garantías en el numeral  29 expresa “Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, y publicarlos sin previa censura; pero serán responsables de los abusos que cometan en el ejercicio de este derecho, en los casos y del modo que la ley establezca”. Y el artículo 30 dice: “Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósito de información sobre asuntos de interés público. Quedan a salvo los secretos de Estado.” 
 Por lo tanto, tomar en cuenta el hábeas data propuesto es un instrumento para remediar situaciones anómalas cuyos efectos perjudiquen al ciudadano, pero no puede ser una solución a priori".

En Costa Rica las personas que están legitimadas activamente para interponer un recurso de Hábeas Data son:

·
Las personas físicas.

·
Los herederos del difunto: ascendientes y descendientes, los colaterales hasta el cuarto grado, el cónyuge por los derechos del difunto.

·
El Defensor de los Habitantes.

.
Las asociaciones representativas de habitantes, por actos de discriminación.

Siendo que, lo que se busca con la protección del hábeas data es darle un sentido preventivo, un sentido cautelar; sin embargo, puede suceder que el daño se produzca con motivo y en ocasión del uso de datos personales provenientes de  archivos, registros o bancos de datos.

En Costa Rica, fue presentado un proyecto de Ley de Habeas Data por el ex Diputado Dr. Constantino Urcuyo en 1996, con dicho proyecto se pretendía hacer reformas a la Ley de Jurisdicción Constitucional  Nº 7135 del 19 de octubre del año 1989 y crear a la vez un capítulo extra que se llamara Hábeas Data. Cuando este se presento se considero que el Recurso de Amparo era mas amplio, y que su composición seria mas apta para la tutela de la libertada informática.

En dicho proyecto se contemplaba la autodeterminación informativa y la intimidad como bienes jurídicos a proteger pero lastimosamente no delimita ni define, lo que ocasiona que la tutela se vea disminuida al interpretar solo el acceso a los datos cuando en realidad lo que se busca es la protección al ciudadano de saber que le pertenece y que no o en otro sentido que es debería ser considerado como información de interés público e interés privado, con la finalidad de no violentar el derecho a la información por parte de una sociedad perteneciente a un estado democrático.

El proyecto en mención se delegó a una comisión legislativa, se aprobó en primer debate y fue en consulta a la Sala Constitucional, la que encontró vicios de procedimiento que justificaron que el expediente fuera archivado. 

Posteriormente fue presentado otro proyecto bajo el número de expediente 14778, esta vez por parte de los ex Diputados Carlos Avendaño, Rocío Ulloa y Laura Chinchilla. Asimismo, el ex Diputado Rolando Laclé presentó un proyecto que ocupa el expediente número 14785.  Estos últimos dos proyectos se encuentran en el orden del día en la Comisión de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa pero no se han trabajado.

 La ex Diputada Laura Chinchilla en asocio con otros Diputados que trabajan en este momento en un texto sustitutivo del primero de estos dos proyectos, que se encuentra en borrador.

Un ejemplo importante de la clase de votos que se ha dado en nuestro país es el voto 2251-91 la Sala Constitucional rechazó un recurso de amparo de una persona que solicitaba tener acceso a “documentos que la Junta Directiva de la CCSS conoce al resolver gestiones”. En el Voto 3267-95 la misma Sala declaró con lugar un recurso de amparo contra el OIJ que tenía en sus archivos de indiciados a una persona que había sido absuelta. La Sala obligó a eliminar el archivo, dando esto un giro importante, siendo estos otros de los ejemplos como los que se mencionaron anteriormente en el enunciado 3.6 de la presente investigación y que se denominó “Análisis de jurisprudencia y criterio de la Sala Constitucional sobre el Derecho a la Autodeterminación Informativa, página 70”.

Dentro de dicho proyecto, los artículos del Hábeas Data que se encuentran para discusión y que son complementarios a la libertad del individuo costarricense, el artículo 72  reza:   “El recurso de hábeas data podrá plantearse en los siguientes casos: 

a) Toda persona, física o jurídica, podrá plantearlo para conocer lo que conste sobre sí misma o sus bienes en registros, archivos, listados o bancos de datos, sean manuales, mecánicos, electrónicos o informatizados, públicos o privados.  No podrán solicitarse datos sobre una investigación judicial por la comisión de algún delito, mientras no haya concluido el proceso investigador.

b) La pretensión del recurso de hábeas data puede consistir en solicitar información sobre la finalidad de los datos personales recogidos, su destino final y su eventual entrega en otros lugares de procesamiento de datos distintos del lugar que, en primera instancia, recolectó los datos.

c) Mediante el recurso de hábeas data podrá requerirse la rectificación, actualización, inclusión, confidencialidad o cancelación inmediata de los datos personales que están en poder del lugar de tratamiento de los datos, ya sea público o privado. 

d) El recurso de hábeas data también procederá para solicitar informaciones declaradas secreto de Estado.  La Sala en pleno deberá determinar si tales informaciones se ajustan a los requerimientos constitucionales.  Para los efectos de esta norma, secretos de Estado son los asuntos en tramitación, de carácter diplomático o referido a operaciones de seguridad nacional pendientes.

e) Podrá plantearse el recurso de hábeas data cuando se haya lesionado alguno de los principios relacionados con el procesamiento de datos personales descritos en el artículo 73.

f) El afectado podrá impugnar, mediante la presentación del recurso de hábeas data, los actos administrativos o las decisiones de carácter particular que impliquen una valoración de su comportamiento, cuya única base sea un tratamiento de datos personales que defina sus características o personalidad.

Uno de los artículos importantes a considerar en el proyecto, es el de la sanción para los que incumplen la normativa propuesta, citado de la siguiente manera en el artículo 83 y que reza:

“Se impondrá prisión de dos  a cuatro años a quien dé lugar a que se acoja un nuevo recurso de amparo, hábeas corpus o hábeas data por repetirse, en daño de las mismas personas, las acciones, omisiones o amenazas que fueron base de un recurso anterior declarado procedente."

4.2.1   Hábeas Data en Latinoamérica

En América Latina algunos países no cuentan con una ley de protección de datos, pero  varios han incluido en sus constituciones normas sobre la privacidad o habeas data y  han aprobado leyes de privacidad, además de que a nivel interamericano se esta negociando una convención basada en el Convenio del Consejo de Europa.

Este fenómeno ocurre en parte porque, como vimos, el artículo  25 de la Directiva europea que establece que la transferencia de datos sólo puede tener lugar si el país destinatario cuenta con una legislación “adecuada” 

Para el año 1997 se celebró en Madrid la Conferencia Euroiberoamericana sobre Protección de Datos Personales a la que asistieron autoridades de protección de datos europeas y representantes de países iberoamericanos.

 En ella se demostró la falta de una legislación relativa a la protección de los datos personales por lo que se acordó impulsar ante los gobiernos de los respectivos países el desarrollo de medidas  en materia de protección de personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales, entre otros acuerdos para impulsar la creación de esa legislación. 

En este sentido, desde la década de los ochenta la OEA ha investigado el problema de la protección de los datos personales pero principalmente  es a partir del año 1997 que también el Comité Jurídico Interamericano realizó estudios sobre el derecho a la información y la libertad de expresión, siendo que, el Comité Jurídico Interamericano propuso ese mismo año elaborar una convención  americana de protección de datos basándose en el modelo del Convenio para la Protección de las Personas del Consejo de Europa y en la ley española de 1992, fue a partir de ese momento que se elaboró un borrador de la Convención Americana sobre Autodeterminación Informativa, siendo que en su  preámbulo se recuerda la importancia de la protección de la vida privada establecida en  la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del hombre en el año 1948 y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos del año 1969.

En ese sentido la Convención Americana sobre Autodeterminación Informativa establece que las personas tienen derecho al respecto de su honra y al reconocimiento de su dignidad; que nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio, o en su correspondencia ni de ataques ilegales en contra de su honra o reputación; y que toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. También se expresa que el peligro en contra de la vida privada y el pleno ejercicio de otros derechos se ha acrecentado por el aparecimiento de nuevos medios técnicos de injerencia y control sobre los derechos y libertades, particularmente por el tratamiento automatizado de datos de carácter personal, que permiten el conocimiento general de la historia de cada ser humano, creándose la posibilidad de que por medio de los ficheros, registros o de bancos de datos no sólo se conozca lo más privado de las personas y se les controle y dirija atentándose así contra su dignidad , libertad e igualdad y contra la estructura misma del sistema democrático, situación que vuelve necesario dar a las personas una ulterior protección a la ya prevista en el derecho interno, en las declaraciones y convenciones internacionales citadas

Se indica también en la Convención Americana sobre Autodeterminación Informativa que la normativa debe tender a lograr un justo equilibrio y armonía entre la protección a los derechos, y libertades de las personas, con los derechos que emanan del poder informativo especialmente, con la libre circulación de la información entre los pueblos y la necesidad del progreso y desarrollo nacional en una economía posindustrial globalizada e informatizada

El  fin de la Convención Americana sobre Autodeterminación Informativa es garantizar, en el territorio de cada Estado parte, a cualquier persona física o jurídica sean cuales fueren su nacionalidad o  residencia  el respeto de sus derechos  fundamentales, su derecho a la autodeterminación informativa, sin embargo, a diferencia del modelo europeo se pretende que la Convención sea de aplicación también a los datos de las personas naturales o jurídicas o a sus bienes que figuren en registros, ficheros o bancos de datos de los sectores público y privado, sean estos automatizados o manuales. 

La Convención Americana sobre Autodeterminación Informativa establece varios principios  en líneas generales congruentes con los señalados por la Directiva Europea, siendo que dicha normativa interna de los países latinoamericanos como Argentina, Colombia, México entre otros, se comenzó a desarrollar en  el año 1988 cuando se incluyó en los textos constitucionales de Latinoamérica la garantía de  hábeas data, con el propósito de otorgar o los individuos un derecho de acceso a la información personal que fuera  recogida y tratada en bancos o bases de datos personales.

En algunos casos esta acción permitía corregir o actualizar la información y suprimir cierta clase de datos. La limitación principal que presentan estas normas es que se limitan a reconocer un derecho de acceso a los datos personales, y en caso de falsedad, inexactitud  u otros motivos, y autoriza a reclamar la corrección de la información, sin cubrir el resto de los principios acordados por la Directiva Europea. 

Es entonce que a partir del año 1994 se desarrolló un movimiento para aprobar leyes de protección de datos personales en  Latinoamérica, por ejemplo, en Colombia, fue aprobada una ley que se declaró nula por la Corte Constitucional, posteriormente en Argentina fueron presentados varios proyectos a raíz de la inclusión del Hábeas data en su Constitución. Por su parte Chile se comenzó a discutir una ley de protección a la vida privada. Países como Uruguay, Colombia y Perú también tuvieron proyectos de ley.  

Después de todos los intentos fallidos, para el año 1996 Argentina aprobó una ley de protección de datos que fue vetada por el Poder Ejecutivo, y luego un proyecto nuevo fue aprobada mediante el de ley número  25.326 a fines del año 2000.  Chile aprobó la primera ley de protección de datos de Latinoamérica en el año  1999. Uruguay tiene  varios proyectos de ley referidos al problema de los informes de crédito. Colombia, Venezuela, Perú y algunas provincias argentinas se vieron influenciados por la Constitución española, y las leyes de protección de datos de Chile y Argentina están inspiradas en la ley de protección de datos española. 

Como en casi todas las Constituciones latinoamericanas existe la protección a la intimidad pero dicho tema se refieren a la privacidad, protegiendo la correspondencia epistolar, el domicilio, el secreto de las comunicaciones y, en algunos casos, a la conciencia, situación de la cual Costa Rica no es ajena y por ende la realización de la presente investigación y la necesidad de contar con una regulación a través de una ley ordinaria que regule o tutele dicho derecho inherente a todo ciudadano de un estado moderno y democrático. Si bien es cierto, algunas Constituciones prevén la sanción  de normas para la protección de la privacidad frente a la amenaza  de la informática, como son las constituciones de Colombia, Perú  y Venezuela. 

En general para Latinoamérica además de las constituciones se han aprobado leyes procesales y leyes sustantivas, como por ejemplo Chile y Argentina tienen leyes que luego tomaran como parte de el análisis para la presente investigación y que son importantes de citar, otros países como Brasil, Uruguay y Perú tienen proyectos de leyes. En el caso de México, este adoptó  recientemente una ley de comercio  electrónico  que incluye  reformas a la Ley Federal de Protección al Consumidor e incluye  disposiciones para el tratamiento  de datos personales en las transacciones electrónicas, por su parte, Brasil regula parcialmente los datos relativos a los consumidores a través del Código del Consumidor.  

4.2.2 Hábeas Data en Panamá

En el lo referente a  Panamá, a través de la Ley Nº 6 del 22 de enero del 2002 sobre transparencia de la gestión pública regula el Hábeas Data. De igual forma, otra ley panameña referente a la protección de datos es la Ley 24 del 22 de mayo del 2002, la cual en su artículo Nº 13 prevé las normas acerca de la Información confidencial como parte de procesos judiciales y autoridades competentes y la cual no deberá ser divulgada bajo ninguna circunstancia por agentes del estado (Carlos G. Gregorio, Protección de Datos personales en América Latina: Juan Pérez ante una disyuntiva de Progreso y Bienestar).

Es sin embargo un poco mas clara en el sentido de quienes pueden acceder a este medio de defensa, el Hábeas Data, la ley  en su numeral 9  que reza:  “Persona. Cualquier persona ya sea natural o jurídica, que actúa en nombre propio o en nombre de un tercero”.
 

Seguidamente en el capítulo V denominado Acción de Hábeas Data, se amplia más el enunciado anterior a través del artículo 17 que indica que “Toda persona estará legitimada para promover acción de Hábeas Data, con miras a garantizar el derecho de acceso a la información previsto en esta Ley, cuando el funcionario público titular o responsable del registro, archivo o banco de datos en el que se encuentra la información o dato personal reclamado, no le haya suministrado lo solicitado o si suministrado lo requerido se haya hecho de manera insuficiente o en forma inexacta”. Dando en ese sentido una ventaja a todo los habitantes de Panamá a tener acceso y mejora de su derecho como ciudadano.
 

 De igual forma, en lo referente a sanciones la normativa panameña extiende su alcance y delimita los actos violentados, como a continuación se cita en el numeral 20 de la ley y que reza: ”El funcionario requerido por el Tribunal que conoce del recurso de Hábeas Data, que incumpla con la obligación de suministrar la información incurrirá en desacato y será sancionado con multa mínima equivalente al doble del salario mensual que devenga. En caso de reincidencia, el funcionario será sancionado con la destitución del cargo”, seguidamente el artículo 21 expresa que la persona afectada por habérsele negado el acceso a la información, una vez cumplido con los requisitos y trámites expuestos en Ley, tendrá derecho a demandar civilmente al servidor público responsable por los daños y perjuicios que se le hayan ocasionado.

Seguidamente la ley Panameña en su artículo 22  expresa que si el funcionario obstaculiza el acceso a la información, destruya o altere un documento o registro, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales derivadas del hecho, será sancionado con multa equivalente a dos veces el salario mensual que devenga, cuyo monto de las multas impuestas por las sanciones establecidas en la Ley será remitido a una cuenta especial. La cual será para la Defensoría del Pueblo dentro de su presupuesto y será destinado a programas de participación ciudadana, así lo dispone el numeral 23 de dicha ley.

4.2.3 Hábeas Data en Uruguay

Tomando en cuenta los enunciados anteriores de las normativas Costarricense y Panameña, la ley de Uruguay protege y beneficia del uso de interponer el Hábeas Data como recurso, en ese sentido la normativa Uruguaya en su numeral 12 indica que: “Toda persona tendrá derecho a entablar una acción efectiva para tomar conocimiento de los datos referidos a su persona y de su finalidad y uso, que consten en registros o bancos de datos públicos o privados y, en caso de error, falsedad o discriminación, a exigir su rectificación, supresión o lo que entienda corresponder”.

En lo referente a las mediadas de sanción son muy diferentes a las ya antes contempladas en la Ley Panameña, en ese sentido las uruguayas más que todo son de reemplazo económico como a continuación se indica:

El artículo 21 de la ley de Uruguay expresa que: “El Ministerio de Economía y Finanzas podrá, en su función de órgano de control, aplicar las siguientes medidas sancionatorias a las firmas de tratamiento de datos en caso que se violen las normas de la presente ley: 1º)
Apercibimiento; 2º)
Multa de hasta doscientas unidades reajustables; 3º)
Clausura del archivo, registro o base de datos respectivo. A tal efecto se faculta al Ministerio de Economía y Finanzas a promover ante los órganos jurisdiccionales competentes, la clausura, hasta por un lapso de seis días hábiles, de las personas o empresas que dispongan de archivos, registros o bases de datos respecto de los cuales se comprobare que infringen o transgreden la presente ley”.
4.2.4 Hábeas Data en Bolivia y Argentina

En Bolivia, mediante la ley 2631 decretada en el año 2004, como una reforma a la Constitución Política en los artículos 1, 4, 23, 38, 39, 52, 61, 71, 95, 120, 222, 223, 224, 231, 232 y 233, pero realmente en los únicos artículos donde se retoma el Hábeas Data como medio de protección es el  Art. 23, que indica lo siguiente:

“I. Toda persona que creyere estar indebida o ilegalmente impedida de conocer, objetar u obtener la eliminación o rectificación de los datos registrados por cualquier medio físico, electrónico, magnético, informático en archivos o bancos de datos públicos o privados que afecten su derecho fundamental a la intimidad y privacidad personal y familiar, a su imagen, honra y reputación reconocidos en esta Constitución, podrá interponer el recurso de Hábeas Data ante la Corte Superior del Distrito o ante cualquier Juez de Partido a elección suya.

II. Si el tribunal o juez competente declara procedente el recurso, ordenará la revelación, eliminación o rectificación de los datos personales cuyo registro fue impugnado. 

 III. La decisión que se pronuncie se elevará en revisión, de oficio ante el Tribunal Constitucional, en el plazo de veinticuatro horas, sin que por ello se suspenda la ejecución del fallo.

IV. El recurso de Hábeas Data no procederá para levantar el secreto en materia de prensa. 

 V. El recurso de Hábeas Data se tramitará conforme al procedimiento establecido para el Recurso de Amparo Constitucional previsto en el Artículo 19 de esta Constitución.

  Argentina
En el caso de Argentina, la Constitución Política garantiza la protección de la privacidad y la intimidad en el articulo y también estos aspectos están contenidos en al articulo 1071 del Código Civil. Este país cuenta a su vez con un Estatuto Organizado de la Ciudad de Buenos Aires y en aplicación al artículo 16, que dice expresa que los datos pueden se actualizados, rectificados , requieren confiabilidad o la eliminación, en los casos donde la información lesione o restrinja un derecho. Según lo indica el señor Carlos Gregorio la Ley Argentina es  la  más cercana al modelo europeo y al respecto expresa lo siguiente:

“Argentina es el primer país de América Latina que recibe una certificación de la Unión Europea como “un nivel adecuado de protección (Decisión 2003/490/CE del 30 de junio del 2003 
que también ha sido conferida a Suiza, Hungría y a la Bailia de Guernsey e indirectamente a Estados Unidos de América y Canadá pro  medio de calificación de “safe harbor”.

4.2.5 Hábeas Data en Guatemala, Brasil, Chile, Colombia, México, Venezuela,

En Guatemala por ejemplo, el hábeas data garantiza el acceso, la rectificación  y la corrección  de los datos  sobre la persona y sus bienes, incluyendo en algunos supuestos la posibilidad de suprimir  información. En este sentido, tanto en Guatemala, Nicaragua  y Paraguay el derecho de acceso es visto como una extensión  del derecho  a  la privacidad, en tanto en Argentina, Brasil, Perú  y Venezuela se concibe como una nueva  acción  constitucional.

En Brasil, el numeral 5 de la Constitución establece “se concederá habeas data: a)  para asegurar el conocimiento de informaciones relativas a la persona del impetrante que consten en registros o  bancos de datos de entidades gubernamentales o de carácter público; b) para la rectificación de datos, cuando no se prefiera hacerlo por procedimiento secreto, judicial, administrativo”. De igual forma, establece en la Ley Federal  de Protección  al Consumidor regula  el acceso a los datos personales  del consumidor y su  finalidad, así  como la obligación  de comunicarle la apertura de su registro personal en un banco de datos y prevé el derecho  a la corrección  de datos personales  sobre deudas y la obligación  del archivista  de comunicar las correcciones a eventuales  destinatarios. Se establece en cinco años el ”derecho al olvido”, es decir la prohibición de comunicar datos prescrito, para el año 1997 el hábeas data fue reglamentado procesalmente y se presentó un proyecto de ley de protección de datos personales al Congreso pero no se le dio trámite.

En caso de Chile la Constitución  de l980 establece el derecho a la privacidad pero no tienen normas sobre protección  de datos, sin embargo una ley de protección de datos fue aprobada en el año 1999, convirtiendo a Chile en el primer país de Ibero América que aprueba una ley de ese tipo. 

En Colombia, la  Constitución de 1991 indica que todas las personas tienen derecho a su intimidad personal, familiar, a su buen nombre. Por lo tanto el estado debe respetarlos  y hacerlos respetar, incluyendo. De igual modo tiene  como ciudadano el derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos o bases de datos, sea estos en archivos de entidades públicas o entes privados, en la recolección, tratamiento y circulación  de datos se deben respetar la libertad y demás  garantías consagradas en la Constitución.  En ese sentido en Colombia se han producido interesantes pronunciamientos judiciales que demuestran gran conciencia sobre el tema de la protección de datos, especialmente de la Corte Constitucional, pero no existe una ley como tal.

En México la Constitución Política contiene una cláusula general de privacidad pero no una alusión al hábeas data. Para junio  del año 2000,  México incorporó en su legislación normas sobre comercio electrónico. Por ejemplo el artículo  4° reforma la Ley Federal de Protección  al Consumidor regulando las relaciones entre  proveedores y consumidores en las transacciones efectuadas a través del uso de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología. Esta es la primera legislación en Latinoamérica sobre  protección de datos personales en sistemas y servicios on line pero respecto de los otros sectores de actividad existe un vacío legal.

En México existe un Instituto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI) es una institución al servicio de la sociedad. El IFAI es un organismo descentralizado de la Administración Pública Federal, no sectorizado, y goza de autonomía operativa, presupuestaria y de decisión.

Es el organismo encargado de:

1) Garantizar tu derecho de acceso a la información pública gubernamental.
2) Proteger tus datos personales que están en manos del gobierno federal.
3) Y resolver sobre las negativas de acceso a información que las dependencias o entidades del gobierno federal hayan formulado a partir de la entrada en vigor de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, más de 250 dependencias y entidades del gobierno federal tienen la obligación de atender tus solicitudes de información.

En caso de que la decisión sea negativa, el solicitante puede interponer un recurso de revisión ante el IFAI. El IFAI sólo interviene en aquellos casos en los cuales, las personas se inconformen e interpongan un recurso de revisión.  El IFAI elaborará un dictamen en cada caso, abriendo la información o confirmando la decisión de la dependencia.

Por su parte, la Constitución de Venezuela de 1999 incluye al hábeas data de la siguiente manera en su artículo 28: “Toda persona tiene derecho de acceder a la información y a  los datos que sobre sí misma o  sobre sus bienes consten en registros oficiales o privados , con las excepciones que  establezca la ley, así como de conocer el uso que se haga de los mismos y su finalidad, y a solicitar ante el tribunal competente la actualización , la rectificación  o la destrucción de aquellos, si fuesen erróneos  o afectasen ilegítimamente sus derechos.  Igualmente podrá acceder a documentos de cualquier  naturaleza  que contengan  información cuyo conocimiento sea de interés  para comunidades o grupos de personas.  Queda a salvo el secreto de las fuentes de información periodística  y  de otras profesiones que determine la ley”.

Y el artículo  60 indica que: “Toda persona tiene derecho  a la protección de su honor, vida privada, intimidad, propia imagen, confidencialidad  y reputación. La ley  limitará el uso de la informática para  garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y ciudadanas  y el pleno ejercicio de  sus derechos”. 

4.2.6  Hábeas Data en Estados Unidos de América

Se contiene que no hay una ley específica en materia de protección de datos y se ha caracterizado por dictar leyes específicas y una autorregulación en esta material. (Alfredo Chirino Sánchez y otro).

El avance en esta materia se encuentra en la jurisprudencia y especialmente en las resoluciones del Tribunal Superior. Por ejemplo, en el caso Griswold vs Connecticut (1965), se reconoció el Derecho a la Intimidad como un derecho constitucional. El tribunal Supremo encontró la Ley de Connecticut que prohibía la venta, distribución y uso de anticonceptivos.

La Corte Suprema de Estados Unidos de América ha afirmado que la Primera y Cuarta Enmienda se refieren al derecho de la Privacidad, y el cual se debe interpretar como el Derecho a determinar cuando, como y con que alcance la información que a ellos se refiere es comunicada a otros.

Por una parte la Primera Enmienda constituye un límite al derecho a la intimidad, existiendo zonas grises en las que  la frontera no es del todo clara. La libertad de expresión y la libertad de prensa no toleran ningún tipo de barreras que obstaculicen el libre flujo de información y solo se detienen o deberían hacerlo cuando el derecho a la intimidad se ve amenazado.

El primero de noviembre del 2000, Estados Unidos de América firmo el denominado Tratado Puerto Seguro (Safe Harbour) con la Unión Europea, En este tratado se convinieron principios sobre el acceso y uso de datos personales y las excepciones de la transferencia de estos, ante la ausencia de este país de legislación concreta, la Unión Europea le exigió a los Estados Unidos de América cumplir con ciertos lineamientos en el tema de protección de datos. Por otra parte el artículo 25 de la Directiva 95/46 CE (24 de octubre de 1995), impedía a la Comisión Europea transferir datos a un tercer país que no garantizara un nivel de protección adecuada. Por tal motivo en 2001, la comisión Europea tomo los siguientes acuerdos:

· La 2001/16/CE. 15 de Junio del 2001, en relación a la transferencia de datos personales a un tercer país.

· La 2002/16/CE acerca de la transferencia de datos personales a los encargados del tratamiento establecidos en los terceros países.

Estas decisiones contienen cláusulas contractuales las cuales las sociedades y organismos las adoptan voluntariamente, pero son un medio para exigir el respecto a que los datos se recojan para fines específicos, explícitos y legítimos que las personas cuyos datos se reciben estén informados sobre el objeto de la recolección así como la identidad de la persona responsable del tratamiento, que todos tengan derecho a acceder a sus datos.

 Modificarlos o borrar los que fueran incorrectos y que en caso de conflicto, las personas afectadas puedan disponer de vías de recursos apropiados, incluida las posibilidad de recibir una indemnización.

La protección de datos en Estados Unidos América  va muy dirigida a aspectos comerciales y todavía no hay ley específica sobre antecedentes policiales y Carlos  C. Gregorio indica lo siguiente: “Mientras en Europa se persigue la defensa de la persona a través de normas generales y uniformes que especifiquen los limites del Estado y de los particulares para el tratamiento de los datos, en Estados Unidos América  no hay políticas constitucionales sobre el tema, solo existen algunas normas sectoriales y se prefiere la revisión judicial de aquellos casos que agraden eventualmente el derecho a la privacidad y que esta revisión opere como un incentivo para la autorregulación”.

4.2.7    Hábeas Data en Europa

Convenio Número 108 del Consejo de Europa

El convenio número 108 del consejo de Europa consistió en la protección de las personas con respecto al tratamiento automatizado de los datos de carácter personal se firmo el 28 de enero de 1981. En este se aplico para los archivos del sector publico y privado y en su articulo numero 12 se expones los detalles de la relación existente entre el intercambio transfronterizo de datos de carácter personal y el Derecho interno de casa país. El artículo 12 de este convenio no contempla el flujo internacional de datos con destino a terceros Estados. Al respecto, Juan Antonio Pavón explica que: “Es por ello que el Convenio pretende compatibilizar en todo momento la protección del derecho a la Intimidad personal... con la liberación de los flujos de datos entre Estados partes, siendo así que la libre circulación de datos personales entre Estados signatarios solo decaerá en dos supuestos: 1- Cuando a protección de datos de carácter personal no sea equivalente en la otra parte y 2- cuando la transmisión de los mismos se realice a un tercer Estado que no sea parte en el Convenio. El protocolo adicional al Convenio 108  relativo a las autoridades de control y a los flujos transfronterizos de datos personales”.

Seguidamente, el reglamento 45/2001 por la Unión Europea se creo la figura de un Supervisor Europeo de Protección de datos. Como órgano regulador en protección a las personas físicas en relación al tratamiento de los datos personales en cada uno de los países miembros de la comunidad europea. Algunas de las funciones de estos órganos reguladores son:

· Establecer las bases de las transferencias de datos personales a países terceros.

· Promover códigos de conducta para la correcta aplicación de la protección de datos.

Los países que cuentan con un órgano contralor en esta área y el nombre de cada uno de estos, a continuación:

Bélgica                       Comisión de Protección de la Vida Privada

Austria                        Comisión para la protección de Datos

Alemania                    Comisión Federal de Protección de Datos

Dinamarca                  Comisión para la protección de Datos personales

España                       Agencia de Protección de Datos

Estonia                       Inspección para la Protección de Datos

Finlandia                    Defensor de Protección de Datos Personales

Francia                       CNIL

Grecia                        Comisión para la Protección de Datos

Hungría                      Comisionado de Protección de Datos

Hungría                      Comisionario de Protección de Datos

Islandia                      Agencia de Protección de Datos

Italia                          Garante para la Protección de Datos

Noruega                    Comisario para la protección de datos

Países Bajos            Cámara de Registro

Portugal                   Comisión Nacional de Protección de Datos

Reino Unido             Comisión para la Protección de Datos

Republica Checa      Oficina de Datos Personales

Republica Eslovaca  Oficina de Estadística

Suecia                        Inspección de Datos

Suiza                          Comisario para la Protección de Datos

 4.3   Tratados Importantes

Convenio Schengen

Alemania, Bélgica, Francia, Luxemburgo y los Países Bajos decidieron firmar el Convenio por primera vez en 1985 y por segunda vez en 1990. Este convenio debe su nombre a la ciudad luxemburguesa donde se firmaron los primeros acuerdos. Los alcances de este convenio son:

·  Suprimir los controles en las fronteras entre los Estados signatarios. 

· Crear una frontera exterior para efectuar los controles de entrada en el espacio Schengen.

· Normas en materia de visado.

· Derecho de Asilo.

El espacio Schengen se fue ampliando a otros países:

Italia 1991

España 1991

Portugal 1991

Grecia 1992

Austria 1995

Dinamarca 1996

Finlandia 1996

Suecia 1996

Tratado Ámsterdam

Fue aprobado el 2 de Octubre del año 1997 por los Ministros de Asuntos exteriores de los quince países miembros de la Unión Europea y entro en vigor el 1 de Mayo de 1999, este tratado desarrolla el concepto de ciudadanía europea por eso garantiza el derechos a las ciudadanos a acceder a los documentes de las instituciones de la Unión Europea y a comunicarse con esta en cualquiera de las doce lenguas oficiales: Español. portugués, francés, italiano, ingles, irlandes.gaelico, neerlandés, alemán, danés, sueco, finlandés y griego. El tratado de Amsterdam fue posteriormente modificado por el tratado de Niza el 26 de febrero del año 2001,
 pero no en el tema de la presente investigación

Tratado de Niza

Este tratado es el resultado de la reunión cumbre del Consejo Europeo en Roma el 7 de diciembre del año 2002 y una de las modificaciones mas relevantes es la protección de datos personales, es que se logra establecer en el articulo 8 que la autoderminación informática, entendida como el derecho de toda persona a conocer la información que de si se maneja, quien y sus fines, como un derecho fundamental autónomo y separado del derecho a la intimidad.

Tratado de Prum

Este fue firmado por siete países miembros de la Unión Europea: España, Alemania, Luxemburgo, Austria, Francia, Bélgica y los Países Bajos en la ciudad alemana Prum el 27 de Mayo del 2005 y fue ratificado por España el 18 de Julio del año 2006. Los objetivos de este tratado son: a) Lucha contra el terrorismo, b) La delincuencia transfronteriza, c) Migración Ilegal.

Dos acuerdos importantes del Tratado de Prum son:

a. El acuerdo Técnico de Ejecución :AITA

Este consiste en incrementar a rapidez de la Información entre las autoridades policiales de los Estados firmanes del Tratado. El AITA establece las normas técnicas para el intercambio de información sobre perfiles de ADN, impresiones dactilares, registros de vehículos y la cooperación policial.

b. La Declaración Conjunta de Ministros

Este tratado viene a llenar vacíos existentes en la normativa del tratamiento de los datos genéticos ADN, inclusive los existentes en la Ley de Protección de Datos española LOPD. Artículos importantes: 40/34/3/4/35.

A pesar de que no se ha firmado, el tratado se basa en la confianza mutua pues “Todos ponen sus bases de datos a disposición de los demás, según el principio de disponibilidad de datos adoptado ya en 2004, e impulsan la cooperación entres sus policías”.
, es así como en Europa se construye una red de información moderna, lo cual ha logrado captar el interés de Estados Unidos de América quien pudiera unirse.

Capítulo 5

*Proyecto de Ley de acceso a la Información para la Transparencia en la Gestión Pública, Expediente Nº 15.079

* Análisis Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales. Expediente Nº 16.679

5.1 Proyecto de Ley de acceso a la Información para la Transparencia en la Gestión Pública, Expediente Nº 15.079

Dentro del marco social en que vive nuestro país y como parte de un proceso de cambio cultural, se hace necesaria la tutela de los derechos de las personas, frente a los intereses públicos y privados, mismos que se ven violentados día a día y cuyo única forma de poder hacer valerlos por parte de los ciudadanos es a través del recurso, pero ello una vez que se ha visto violentados dichos derechos, tal y como se vio en el análisis de las resoluciones, que se tomaron en cuenta para el presente estudio.

Si bien es cierto se habla de transparencia por parte del estado, el libre acceso a la información en poder del mismo, debido a que  es uno de los pilares fundacionales de la democracia que por esencia es una institución transparente.

En ese sentido, la opinión de la Corte Interamericana de Derechos Humanos indica que: "es posible afirmar que una sociedad que no está bien informada no es plenamente libre". Este principio establece que el acceso a la información en poder del Estado se constituye como un derecho fundamental de los individuos. 

Este derecho cobra aún mayor importancia por estar íntimamente relacionado con los principios de transparencia de la administración y de publicidad de los actos de gobierno. El Estado, en este sentido, se constituye en medio para alcanzar el bien común, y el titular de la información es el individuo que delegó en los representantes el manejo de los asuntos públicos. 

Por otro lado, la información confidencial, es decir la entregada por los particulares a la autoridad con ese carácter, sólo puede hacerse pública mediante consentimiento expreso del mismo. Complementando esta definición, la Ley prevé un mecanismo para la protección de los datos personales en poder de la autoridad y la forma en que los particulares pueden solicitar la actualización o corrección de los mismos. Este elemento es una parte esencial y complementaria de la Ley, ya que ningún interés público puede ignorar la protección a los derechos individuales.

Tal y como se expresa en el artículo primero del proyecto de Ley de acceso a la Información para la transparencia en la gestión pública, Expediente Nº 15.079, su finalidad es promover la transparencia de los actos del Estado y propiciar la rendición de cuentas por parte de los jerarcas de la Administración Pública, así como facilitar la fiscalización ciudadana sobre las gestión de los entes privados que realicen funciones públicas, administren fondos o gestionen servicios u obras públicas, mediante la adecuada regulación de los derechos fundamentales de petición y de acceso a la información pública consagrados en nuestra Constitución Política e Instrumentos Internacionales, dichas entidades deberán estar sujetas a las disposiciones de la presente Ley comprendiéndose por ella todos los órganos del Poder Ejecutivo y sus dependencias, incluso órganos desconcentrados y órganos persona, las entidades descentralizadas, los entes públicos menores, las municipalidades, la Defensoría de los Habitantes, la Contraloría General de la República, el Patronato Nacional de la Infancia y las entidades públicas no estatales. También estarán sujetos, en cuanto a su actividad administrativa, el Tribunal Supremo de Elecciones, el Poder  Legislativo y el Poder Judicial así como los entes privados que realicen obras públicas, gestionen o suministren servicios públicos o ejerzan funciones administrativas del sector público bajo cualquier modalidad establecida por la ley.

Uno de los principios rectores importantes es el de publicidad como garante de la transparencia, si bien es cierto, este es un principio garante de una sociedad moderna, todas las actividades, actos, resoluciones, disposiciones e información, calificada de interés público que debe de ser transparente, pero debe de regirse por la clarificación de la información clasificada por el ente regulador en lo que atañe a información pública y que es información privada, con el objetivo de salvaguardar, por un lado el derecho a la información y el derecho a la intimidad, tutelado en nuestra Constitución y que es un fiel reflejo de una sociedad democrática. En ese sentido se debe de ser muy estricto y el ente regulador deberá brindar un afuero de protección a fin de no violentar el derecho individual, mismo que ha sido vulnerable a raíz de la falta de normativa específica que dicte lineamientos en la ampliación de un derecho que corresponde a una sociedad denominada “sociedad de la Información”,  en poder de los sujetos, órganos y entidades reguladas, según lo dispone su artículo 2, están sometidas al principio de publicidad, a excepción de lo dispuesto en contrario según este mismo cuerpo normativo. 

De conformidad con lo dispuesto, como parte de una sociedad moderna se debe dar el aspecto ético de transparencia en la gestión pública a través del principio de publicidad que rige a tal actividad como se mencionó anteriormente, siendo que, los órganos y entidades públicos sujetos al presente proyecto de Ley tienen la obligación de entregar la información que soliciten las personas en ejercicio de los derechos de petición y de acceso a la información.   Para cumplir con este precepto, los órganos y entes públicos deberán adoptar al menos las medidas básicas que tutelen y promuevan la transparencia en su actuación, y garantizarán que todos los funcionarios responsables del manejo y entrega de la información solicitada, según el área de su competencia, prevean una adecuada infraestructura, así como la organización, sistematización y publicación de la información en los términos señalados por la Ley, siempre y cuando se considere dicha información de interés público y no violente los derechos individuales y sobre todo el de Autodeterminación informativa.

Dentro del proyecto se tiene que es un derecho de titularidad y ejercicio del derecho de petición, por lo tanto, en ese sentido, toda persona física o jurídica puede realizar la petición ante cualquiera de los órganos o entidades públicas determinados en el artículo 2 indicado en el proyecto Ley, “…en forma individual o colectiva, como cauce de expresión y defensa de cualquier interés legítimo, propio o ajeno,  y como mecanismo de participación ciudadana en la fiscalización de la Administración Pública. Este derecho se ejercerá en la forma y con los efectos que se establecen en la presente Ley y en las demás normas que la complementen”
. Por lo tanto, no deberá tener ningún efecto negativo, ni sanción, ni perjuicio podrá derivarse para la persona que ejercite el derecho de petición.

Siendo que, dentro de la formalidad del ejercicio de ese derecho se expresa en el numeral 8 del proyecto que “Las peticiones habrán de hacerse por escrito y deberán ir firmadas por todos los interesados. En ellas bastará con que conste:

a)
Nombre, calidades y domicilio de cada uno de los y las peticionantes.

b)
Objeto de la petición.

c)
Domicilio para efectos de notificación.

d)
Traducción o resumen en español si la petición  se presenta en lengua extranjera”
.

En ese sentidos es esencial que se tomen las medidas previsoras, para la notificación en donde además, dichas peticiones se presenten en forma directa ante el órgano o entidad correspondiente o podrán presentarlas en forma personal o por medio del correo electrónico, fax, etc. Si bien es cierto, se contempla dentro de proyecto que las peticionantes dispondrán de cinco días naturales para formalizar sus pedidos conforme a lo dispuesto en el proyecto de ley, no se toman las medidas previsoras para que en caso de que sea violatorio al derecho mismo, se tome como urgente y se solvente en forma inmediata a través de un comunicado, o dictamen hasta tanto no se emita la resolución en el límite de tiempo establecido tales efectos.

De toda petición presentada las oficinas correspondientes deberán emitir la nota de recibido con indicación de la fecha, hora, funcionario receptor y día de entrega de la respuesta correspondiente. En todo caso, no podrá calificarse de inadmisible una petición por la falta de uno o varios de los requisitos señalados al momento de la presentación de la misma. En tal situación se concederá hasta tres días hábiles a las o los peticionantes para que completen la información. En todo caso, podrán exigir la confidencialidad de sus datos personales, ello si así lo estipule el accionante, con la finalidad de no violentar su derecho, máxime que se esta ante el planteamiento de un proyecto de ley que lo que busca tutelar es justo parte de sus derechos, siempre que estos sean de interés solamente para el accionante y no sea de interés publico, ello por lo que se indicó anteriormente en lo referente a la publicidad de la información, lo cual deberá ser calificado por el ente contralor y así deberá hacerlo saber al momento de recibir la documentación, con la finalidad de que no se genere conflicto de intereses.

Si bien es cierto, en el numeral 10 del presente proyecto, es deber de responsabilidad de los sujetos obligados, en este caso los Poderes del Estado y demás órganos o entidades señalados en el artículo 2 del proyecto Ley, a las cuales vayan dirigidas las peticiones, estarán obligados a dar respuesta a las cuestiones objeto de la petición, en un plazo no superior a diez días hábiles contados a partir del día siguiente de la recepción de la petición.  Siendo que, dentro del mismo plazo deberán informar al interesado o interesada sobre el trámite que corresponda a su petición. De igual forma, si resulta extensa o compleja la solicitud por parte del accionante, se deberá indicar el plazo dentro del cual obtendrá la información o bien indicar  a cuál otra autoridad debe dirigirla en razón de competencia por la materia. Igualmente,  podrá declarar su  inadmisibilidad en forma razonada.

En este sentido, también se considera dentro del presente trabajo de investigación que al existir un ente por parte del estado que se denomina Comisión Nacional Política Informática, la cual esta adscrita al Ministerio de Ciencia y Tecnología, sean en este caso que el recurrente o accionante presente su petición ante el ente, pues se considera que es quien debería llevar un control de todas las bases de datos tanto de los entes públicos como privados. En todo caso se debería brindar audiencia a al accionante. A fin de que los Poderes del Estado y los órganos o entidades del resto de la Administración Pública, a quienes se dirija la petición, podrán convocar  a los interesados en audiencia especial, de considerarlo necesario, para responder a su petición, y en caso de empresas privadas, se tomen las medidas respectivas en forma inmediata a fin de que brinden la explicación respectiva sobre la petición de modificación o eliminación de los datos, que el accionante y el ente consideren violenta el derecho de autodeterminación informativa, ello como una forma de prevención y no al momento de que se violente el derecho, que se pretende tutelar en el proyecto en estudio.

Un aspecto importante a recalcar es lo estipulado en el numeral 15 del proyecto de ley, en cuanto al plazo para brindar una respuesta a la petición del accionante, en cuyo caso si no se responde dentro del tiempo establecido  o si la respuesta a la requisitoria hubiere sido ambigua o parcial, sin justificación de su inexactitud o parcialidad como del posible plazo para la entrega de la información restante, se considera Silencio, denegatoria, por lo tanto se habilita la vía jurisdiccional de acción de amparo ante la Sala Constitucional según lo señala el artículo 32 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Constitucional 
. 

Tal y como se indicó anteriormente, el derecho de acceso a la información de interés público, se mantiene presente el  principio de publicidad de los actos resultantes del ejercicio de la función pública, toda persona tiene el derecho a solicitar y  recibir información de acceso público en forma completa, veraz, adecuada y oportuna de parte de cualquier entidad u órgano público sujeto a esta Ley, en ese sentido, las sesiones de los órganos y entes de la Administración sujetos a esta Ley son públicas y solo podrán ser declaradas privadas, de modo excepcional, cuando así el órganos contralor así lo disponga, siempre y cuando se tutele el derecho individual y no violente el principio de publicidad, de igual forma se tiene que tomar en cuenta que cuando se vayan a tratar asuntos que versen sobre información de acceso restringido, según lo disponen los artículo 34 y siguientes del proyecto de Ley en estudio.  En todo caso, esta resolución debe ser motivada en los términos establecidos por el artículo 37 del proyecto de Ley.  

Dentro del marco del proyecto de ley, en su artículo 21 se establece en lo referente a la entrega de información que: “Los órganos y entidades requeridos deberán establecer un mecanismo claro y simple de constancia de la entrega efectiva de la información al solicitante. La información podrá entregarse por medio de correo electrónico cuando el solicitante disponga de tal facilidad y cuando así lo haya indicado,  o cuando la solicitud hubiere sido presentada por esa vía. En caso de que la información solicitada por la persona ya se encuentre disponible al público en medios impresos, tales como libros, compendios, archivos públicos de la Administración, así como también en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber al  solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede tener acceso a la información previamente publicada” 
.

Sin embargo, se considera que dentro del marco de aprobación del proyecto se deben de dictar los mecanismos claros por parte del ente encargado de velar de que se brinde la información, no dejando de lado que si se estipula la forma de entrega de la información, se velaría para que la misma se de de forma mucho más expedita, no dejando portillos abiertos para que se realice un trámite burocrático que es muy propio de las instituciones estatales en cuanto al resguardo de la información, de forma tal que al ser el órgano contralor quien velará de antemano que información es considerada de interés público o privado, desde el momento en que el accionante realice la solicitud.

Al realizar el presente análisis del proyecto de ley en su numeral 27 y siguientes se detalla que es el tipo de información, sea esta de carácter  público o privado, siendo que se clasifica como información pública, de publicación obligatoria, confidencial y de acceso restringido. 

“Se considera información de interés público, y por lo tanto objeto de ser solicitada por cualquier persona al amparo de esta Ley, aquella referente a leyes, decretos, ordenanzas, resoluciones, reglamentaciones,  proyectos, contratos, planes operativos institucionales, presupuestos, ejecuciones presupuestarias, balances patrimoniales, cuadros de resultados, actas de reuniones, dictámenes, análisis y datos estadísticos, informes, reportes y cualquier documento o información que se halle registrada, archivada o bajo control del órgano, entidad o sujeto requerido, independientemente de su soporte material, sea escrito, magnético u otro. El órgano requerido no tiene obligación de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido. Igualmente, la documentación producida en el ámbito de la Administración Pública central, en las instituciones descentralizadas y en los Poderes de la República, y que se detalla a continuación, tendrá el carácter de información pública y será de libre acceso para cualquier entidad o persona interesada en conocerla:

a)
Las grabaciones y actas de sesiones del Directorio Legislativo

b)
Las grabaciones y actas del Plenario legislativo y de las comisiones de la Asamblea Legislativa.

c)
Las grabaciones y actas del Consejo de Gobierno.

d)
Las grabaciones y actas de las sesiones de Corte Plena.

e)
Las grabaciones y actas del Tribunal Supremo de Elecciones.

f)
  Las grabaciones y  actas de las sesiones de los concejos municipales.

g) Las actas de juntas directivas y demás órganos colegiados con capacidad de decisión administrativa pertenecientes a la Administración Pública.

h)
Estados de ejecución de los presupuestos de gastos y del cálculo de recursos, hasta el último nivel de desagregación en que se procesen.

i)
 Órdenes de compra, todo tipo de contratos firmados por autoridad competente, así como las rendiciones de fondos anticipados, incluyendo información relativa a obras públicas, y servicios contratados con el detalle de todas sus características y normativa legal aplicable.

j)
 Órdenes de pago ingresadas a la Tesorería Nacional y al resto de las tesorerías de la Administración Nacional.

k)
Pagos realizados por la Tesorería Nacional.

l) 
Gasto total de planillas por pago a personal permanente, interino o bajo regímenes especiales, incluido el personal de los proyectos financiados por organismos multilaterales.

m)
 Viáticos y gastos de representación, costos de viajes y otros rubros similares, otorgados a funcionarios de cualquier nivel como a particulares en el desempeño de funciones públicas.

n)
Listado de beneficiarios de jubilaciones, pensiones y retiros; de indemnizaciones y compensaciones cubiertas con fondos públicos; de programas de becas; de cualquier tipo de subsidio estatal; de bonos de vivienda y de ayudas o beneficios sociales.

o)
Estado de situación, perfil de vencimientos y costo de la deuda pública del ente u órgano respectivo, así como de los avales y garantías emitidas, y de los compromisos de ejercicios futuros contraídos.

p)
Inventarios de bienes inmuebles, muebles y de inversiones financieras.

q)
Normas de regulación y control fijados por los entes reguladores.

r)
 Toda otra información calificada como pública por esta u otras leyes. 
”

En este sentido, se debe de tener algo de cuidado, por parte del ente estatal, pues en muchas de las instituciones, como por ejemplo algunos aspectos a tratar pueden ser que toquen el tema el ámbito privado, por lo  tanto si se trata del principio de publicidad, puede darse que al generarse algún documento que por tratarse de asuntos relevantes a discusión de algún caso particular, puede verse violentado el derecho de Autodeterminación informativa. En ese sentido se considera indispensable que el ente contralor verifique que no se violente el interés individual de algún ciudadano, máxime que es lo que se pretende tutelar con el presente proyecto.

Dado lo anterior, y como se analizo en el trabajo a través de las diferentes resoluciones evaluadas en la investigación, se tiene que tanto instituciones estatales como empresas privadas manejan información desactualizada, lo cual ha venido en detrimento o perjuicio de las personas que ven afectado su derecho a la Autodeterminación informativa, el numeral 30 del proyecto tutela que: 

 ”En atención al principio de publicidad, los sujetos, entes y órganos señalados en el artículo 2 del proyecto de Ley deberán tener disponible en forma impresa o  en sus respectivos sitios de Internet, información actualizada cada semestre respecto de los temas, documentos y políticas que a continuación se detallan:

a)
La normativa jurídica actualizada que rige la entidad u órgano.

b)
Las políticas generales de la entidad u órgano, que formen parte de su plan estratégico.

c)
Los manuales de procedimientos internos

d)
La descripción de la estructura organizativa y de las facultades administrativas de cada unidad que le compone

e)
El directorio de servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento o sus equivalentes

f) 
La descripción de los formularios y reglas de procedimiento para obtener información de la institución y el sitio o medio por el cual pueden ser obtenidos

g)
Las memorias o informes que deben por disposición constitucional o legal rendir anualmente

h)
Los planes operativos anuales que fundamentan los presupuestos institucionales de la Administración Pública, según la Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, Ley  Nº 8131.

i)
 Toda aquella información relativa a los montos y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, así como los informes que dichas personas les entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos”.

En ese sentido, se viene a regular mediante dicha disposición un problema que ha venido afectando a los usuarios, sobre todo en la parte crediticia o en asuntos relacionados con informes de diferentes entes estatales que se verán en la obligación de mantener mucho más actualizadas sus bases de datos a fin de no causar un perjuicio al ciudadano, del cual manejan información. Cuando un documento contenga, en forma parcial, información cuyo acceso esté limitado por contener información de carácter personal, confidencial o  restringida, se deberá suministrar el resto que sea disponible, de esta forma no se violenta el principio de publicidad tutelado en nuestro ordenamiento jurídico.  Del mismo modo, cuando una sesión se declare privada en razón de los asuntos a tratar, la parte de la sesión destinada a conocer de otros asuntos mantendrá su carácter público.

Se tiene que nuestra Constitución Política en su numeral 24, tutela la información relativa al ámbito de la intimidad de las personas se considera información confidencial y goza de la protección, por lo tanto si bien es cierto se estipula dicha protección no es muy clara en lo que respecta al ámbito de la intimidad, por lo tanto la regulación en este sentido, deberá brindarse tal y como la misma Sala Constitucional a través de sus múltiples resoluciones, por lo tanto se debe de ser mucho más amplio en este sentido, tomando en cuenta que se esta ante una sociedad moderna y que debe de tomarse en cuenta que se esta ante una sociedad informatizada, por lo tanto la variante en este sentido debería ser mucho más explicita en el proyecto de ley.

Dentro del marco legal del proyecto se tiene que en el numeral 2 cuando los particulares suministren a los órganos y entes públicos información que consideren confidencial deberán señalarlo expresamente en su solicitud. Lo anterior, con la finalidad de buscar la  protección de la información confidencial.  

De igual forma, en el caso de que una solicitud de acceso incluya información confidencial, los sujetos obligados la comunicarán siempre y cuando medie el consentimiento expreso del titular de la información confidencial, en ese sentido, los órganos y entes señalados en el artículo 2 del proyecto de Ley son responsables de mantener la confidencialidad de los datos personales a que accedan en el ejercicio de su función, y en relación con éstos deberán: 

a)
Adoptar los procedimientos adecuados para recibir y responder las solicitudes de acceso y corrección de datos personales, así como capacitar a sus funcionarios  para proteger la confidencialidad de los mismos.

b)
Solicitar, almacenar y tratar datos personales sólo cuando éstos resulten adecuados, pertinentes y estrictamente necesarios en relación con los propósitos para los cuales se obtengan.

c)
Procurar que los datos personales sean exactos y actualizados.

d)
Sustituir, rectificar o completar de oficio los datos personales que fueren inexactos o incompletos, ya sea total o parcialmente, en el momento en que tengan conocimiento de esta situación.

e)
Adoptar las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y eviten su adulteración, pérdida, transmisión y acceso no autorizado. 

Si bien toma como base en este enunciado lo referente a la actualización de los datos, el uso y corrección de los mismos, se deja por fuera a las llamadas empresas protectoras de crédito que manejan un volumen de información confidencial que de los ciudadanos y al no tomarse en cuenta sigue sin solucionar el problema de la vulnerabilidad del derecho a tutelar, claro esta que muchas de las informaciones son tomadas de este tipo de bases de datos, con las cuales se lucra, sin embargo no se cuenta con la debida tutela respectiva en ese sentido, por lo que genera una gran interrogante de cómo viene a darse para el sector público y no es tomado para que no se vea afectado en las empresas privadas que se alimentan de este tipo de bases de datos y que de alguna forma obtienen información y que no la actualizan con regularidad tal y como se pretende establecer en las entidades estatales.

 Como parte del proyecto dentro de un derecho tutelado en nuestra Constitución se tiene que la Legitimación, es importante para poder accionar, es por ello que, toda persona estará legitimada para promover el recurso de Hábeas Data, con el objeto de garantizar la privacidad de la información de carácter personal en poder del Estado y sus instituciones, así como el acceso a ella cuando la persona interesada lo solicite.   Este recurso procederá cuando el funcionario público responsable del manejo y custodia de la información personal no haya protegido su privacidad o se negare a suministrarla,  o la suministre de modo insuficiente o inexacto, siendo que de acuerdo a su competencia para su conocimiento y trámite, dicho recurso  es competencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y se tramitará mediante procedimiento sumario, sin formalidades, sin necesidad de abogado y en lo que respecta a la sustanciación, impedimentos, notificaciones y demás procedimientos, se aplicarán las normas que para estas materias se regulan en el ejercicio del recurso de Hábeas Corpus establecido en la Ley  de la Jurisdicción  Constitucional, Ley Nº 7135, de 11 de octubre de 1989, por lo tanto los aspectos procesales para tales efectos deberá siempre ser conocido a través del proceso en caso de que no se obtenga una respuesta favorable por parte del accionante.

Dentro del marco del texto del proyecto de Ley, según el numeral 46  y siguientes, se plantea la creación del  Centro Nacional de Información Pública, también denominado “CENIP”, como órgano de desconcentración máxima perteneciente a la Defensoría de los Habitantes de la República, cuyas funciones, atribuciones  y objetivo competencial establece que deberá: 

“a)
Constituirse en receptor, compilador, actualizador y reproductor de toda la información pública que le sea suministrada en los términos que establece la presente Ley.

b)
Conformarse en canal de acceso efectivo para los solicitantes, sean personas físicas, jurídicas o entidades, a la información pública. 

El Centro Nacional de Información Pública tendrá las siguientes funciones:

a)
Recopilar la información pública y de publicación obligatoria, conforme a los términos de esta Ley. 

b)
Publicar o reproducir por cualquier medio la información pública, para garantizar a los ciudadanos el libre acceso a dicha información.

c)
Mantener actualizadas las bases de datos sobre información pública.

d)
Establecer y alimentar un sistema de información administrativa al ciudadano, sobre los servicios públicos y trámites de toda la Administración Pública. 

e)
Otras que determine esta Ley.”

Si bien es cierto se pretende crear un órgano que se encargue de velar por lo establecido en el proyecto de Ley, se considera que si de antemano y en relación al avance tecnológico, el estado costarricense  ha mostrado interés por dar respuesta a los diversos retos que plantea la llamada sociedad de la tecnología, se da la creación de la Comisión Nacional Política Informática, la cual se encuentra en las instalaciones del Ministerio de Ciencia y Tecnología, por lo antes expuestos, se debe de tener en cuenta que al existir dicha Comisión, ya se cuenta con una estructura, por lo que la función a la hora de entrada en vigencia del proyecto en estudio, sería competencia de dicho Centro y no generar la creación de otro ente. Además de los informes descritos, los Poderes del Estado, la Contraloría General de la República y la Defensoría de los Habitantes de la República.

En el numeral 58 del proyecto se menciona sobre el aspecto de la Reiteración del desacato, en donde quien diere lugar a que se acoja un nuevo recurso de amparo o de hábeas corpus, por repetirse en daño de las mismas personas las acciones, omisiones o amenazas que fueron base de un amparo anterior declarado procedentemente, será sancionado, según lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Constitucional, Ley Nº 7135, de 11 de octubre de 1999,  siempre que el delito no esté sancionado con pena más grave. Siendo que no existe una lista taxativa de que se considera como pena grave, por lo tanto, debería de indicarse de forma tal que se respete el derecho del individuo dentro de una sociedad democrática y estado de derecho. De igual forma en lo referente al funcionario o funcionaria que obstaculice el acceso a la información, destruya o altere un documento o registro, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y civiles derivadas del hecho, será sancionado con pena de prisión de seis meses a tres años.

Pero es otro aspecto en donde no se menciona a las empresas privadas que manejan información muy detallada y que violenta el derecho a la Autodeterminación informativa, tal y como se ha demostrado en la presente investigación a través de las múltiples sentencias dictadas por la Sala Constitucional. Pareciera que la función del presente proyecto toma como base la información de las diferentes entidades estatales y no entra en una discusión amplia sobre las empresas privadas que lucran con datos personales de los ciudadanos y que en la mayoría de los casos no mantienen la información actualizada, además que venden la información sin control alguno al mejor postor, sin importar el uso que a la misma se le de, por lo que no se solventa mucho la situación tan desfavorable que se ha venido presentando, quedando en ese sentido algo desprotegido el ciudadano ante tal situación.

Un aspecto importante es que se pretende dentro del proyecto es que se brinda un  plazo no mayor a un año, a fin de que el  Centro ofrezca libre acceso a la misma por medio de las respectivas plataformas informáticas de la página oficial de la Defensoría de los Habitantes de la República. Este aspecto es importante para la ciudadanía, sin embargo llegamos al mismo tema como se controla que sea el usuario o persona que acceda el sistema de información el titular y legitimado para revisar sus datos en el sistema.

Dado lo anterior, deberá tomarse en cuenta dicho aspecto, porque más que proteger y reconocer el derecho en discusión, se dará hincapié a que cualquier persona pueda acceder la información de una forma mucho más sencilla, sin recurrir a las bases de datos de las empresas privadas, debido a la gratuidad que se le brinda para el libre acceso.

5.2   Análisis Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales. Expediente N. º 16.679

Como se ha venido mencionando a través del presente estudio, en la actualidad, la protección de datos de las personas se constituye en uno de los grandes temas jurídicos que deben ser abordados en la sociedad del siglo XXI; que las tecnologías de la información se constituyen en medios de manejo y difusión rápida de los datos, sin mayor consideración ni control y en que la realidad costarricense no es ajena a toda una diversa gama de situaciones que se presentan con la información que viaja a través de la red de Internet o que la encontramos ubicada en bases de datos públicas y privadas.  Frente a esta situación, se debe tomar en consideración todo lo relativo a la protección de derechos fundamentales de las personas, entre ellos, los derechos de la personalidad y el derecho a la intimidad incluyendo el de Autodeterminación informativa, debe de ser tutelados a través de leyes expresas que vengan a dictar los parámetros de uso y  difusión de los datos, dándoles un sentido de información privada y publica, de acuerdo a los intereses de una sociedad 

.El proyecto analizado anteriormente viene a brindar algunos parámetros para la protección de datos en el ámbito de las bases de datos del sector público, siendo que el proyecto sobre Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales. Expediente N. º 16.679, viene a retomar un aspecto más amplio relacionado al Derecho de Autodeterminación Informativa y le brinda una mayor aplicabilidad, se realiza un análisis en el presente estudio a fin de poder definir si el ámbito de aplicación es favorable al ciudadano costarricense.

Dicho proyecto de Ley tiene como objetivo garantizar a cualquier persona física o jurídica, sean cuales fueren su nacionalidad, residencia o domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la autodeterminación informativa en relación con su vida o actividad privada y demás derechos de la personalidad; asimismo, la defensa de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento automatizado o manual de los datos correspondientes a su persona o bienes.

En ningún caso se podrá afectar el secreto de las fuentes de información periodística y el secreto profesional que determinen las leyes correspondientes.

Si bien es cierto, con el proyecto se pretende  o se busca  garantizar a las personas su derecho fundamental a la libre autodeterminación informativa, de forma tal que no se violente dicho derecho dentro de un estado moderno, buscando de esta forma proteger el ámbito privado de cada individuo, tal y como se menciono en el análisis del texto del proyecto de Ley sobre el Hábeas Data, es decir que cada persona pueda decidir cuales datos personales desea que terceros tengan acceso al mismo. Y solo con su permiso puedan hacer uso de los mismos, dependiendo del fin para el cual se requieran.

El capítulo I, es denominado “Disposiciones generales” y se refiere al objeto y fin de la iniciativa, así como a una lista de definiciones de algunos de los conceptos contenidos en su articulado, procurando siempre emplear únicamente los más aceptados por la doctrina de vanguardia, mismos que se analizarán mas adelante.

De igual forma en el proyecto dentro del capítulo II, denominado “Principios básicos para la protección de los datos”, en el mismo se trata de regular con detalle los diversos aspectos relacionados al derecho de las personas respecto al manejo de sus datos, reconociendo en su articulado los deberes de obtención del consentimiento del afectado, calidad, seguridad y cesión de los datos, categorías de datos que requieren de una protección mayor a la regla general (datos sensibles), garantías efectivas de acceso a la información personal, corrección, supresión y actualización de la misma, de igual forma, se prevé la posibilidad de que las entidades públicas y privadas diseñen sus propios protocolos de actuación en materia de protección de datos.

Por otro lado en el capítulo III denominado: “Transferencia de datos personales”, se establece como regla general la imposibilidad de que los administradores de archivos públicos o privados, transfieran a terceras personas en el extranjero, informaciones pertenecientes a otros, incorporando algunas excepciones.

El capítulo IV, denominado “De la Agencia para la Protección de Datos Personales (Prodat)”, crea un órgano de desconcentración máxima adscrito a la Defensoría de los Habitantes, denominado Agencia para la Protección de Datos Personales, la cual gozará de independencia funcional y de criterio en el desempeño de sus funciones.  Este órgano regulador del tratamiento de datos personales, dotado de suficiente independencia y de las herramientas técnicas y material humano necesarios para llevar a cabo su trabajo en forma efectiva y objetiva. No se pretende crear una abultada y tradicional estructura administrativa, sino una unidad de dimensiones moderadas, pero integrada por profesionales calificados con acceso a las últimas tecnologías en materia de informática y apenas el personal de apoyo indispensable, a fin de que su creación no implique una significativa carga en el presupuesto de la República y a la vez pueda cumplir con su objetivo.  Sus funciones se caracterizan por ser: preventivas (inscripción y autorización de las bases de datos y protocolos de actuación, inspecciones oficiosas, entre otras); y reactiva (atención de denuncias, imposición de órdenes y sanciones administrativas, etc.).  A la cabeza del órgano se propone elegir a una persona con experiencia, capacidad y solvencia moral suficientes para afrontar el reto de defender a las personas ante las diversas entidades, públicas y privadas, sin importar su investidura o poder.  La Agencia estará compuesta por cinco departamentos:  la dirección, la subdirección, el Registro de archivos y bases de datos, el Departamento de Inspección y el Departamento de divulgación, este último encargado de crear conciencia entre los habitantes y el mercado acerca de la necesidad de velar por el buen uso de sus datos.

El mismo proyecto presenta un V capítulo denominado: “Procedimientos”, desarrolla la intervención en archivos y bases de datos, así como un régimen sancionatorio aplicable a los administradores de ficheros y los procedimientos internos para ejercer la competencia disciplinaria contra los funcionarios de la Agencia y el procedimiento correspondiente que se podría implementar contra el Director (a) o Subdirector (a) de la Agencia, en caso de que incurra en una causal de sanción.

Como parte del ámbito de aplicación del proyecto de Ley, se toma como de importancia datos sensibles que figuren en bases de datos automatizadas o manuales de entes públicos o privados y a toda modalidad de uso posterior, de datos de carácter personal, siendo que, el régimen de protección de los datos de carácter personal que se establece en el proyecto de ley no sería de aplicación en los siguientes casos:

“a)
 A los ficheros automatizados de titularidad pública cuyo objeto, legalmente establecido, sea el almacenamiento de datos para su publicidad con carácter general.

b)
 A los ficheros mantenidos por personas físicas con fines exclusivamente personales o domésticos.

c)
A los ficheros de información tecnológica o comercial que reproduzcan datos ya publicados en boletines, diarios o repertorios oficiales.

d)
A los ficheros de informática jurídica accesibles al público en la medida en que se limiten a reproducir disposiciones o resoluciones judiciales publicadas en periódicos o repertorios oficiales.

e)
A los ficheros mantenidos por los partidos políticos, sindicatos e iglesias, confesiones y comunidades religiosas en cuanto los datos se refieran a sus asociados o miembros y ex miembros, sin perjuicio de la cesión de los datos que queda sometida lo dispuesto en el artículo 10 de esta Ley, salvo que resultara de aplicación el artículo 7 por tratarse de los datos personales en él contenidos.

Se regirán por otras disposiciones específicas:

a)
Los ficheros regulados por la legislación del régimen electoral.

b)
Los derivados del Registro Civil” .

En el artículo 3 del proyecto de ley, se brindan las definiciones o clasificación de los datos de forma tal que se brinda en ese sentido y que serán para tales efectos y que a continuación se transcriben:

“a)
Datos de carácter personal: cualquier información relativa a una persona física identificada o identificable.

b)
Datos de una persona jurídica: aquellos datos que el ordenamiento no les ha dado el carácter de público.

c)
Datos sensibles: datos personales que revelen origen racial, opiniones políticas, convicciones religiosas o espirituales, condición socioeconómica, información biomédica o genética, vida sexual y antecedentes delictivos, operaciones bancarias, registros tributarios, aduaneros o relativos a actividades económicas.

d)
Archivo, registro, fichero o base de datos.  Conjunto organizado de datos personales que sean objeto de tratamiento o procesamiento, automatizado o no, cualquiera que fuere la modalidad de su formación, almacenamiento, organización o acceso.

e)
Tratamiento automatizado: operaciones que a continuación se indican: producción de registros de datos, aplicación a esos datos de operaciones lógico aritméticas, su modificación, borrado, extracción o difusión.

f)
Autoridad encargada del fichero: significa la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o cualquier otro organismo público o privado, que sea competente con arreglo a la ley para decidir cuál será la finalidad del fichero automatizado, cuáles categorías de datos de carácter personal deberán registrase y cuáles operaciones se les aplicarán.

g)
Interesado: persona física o jurídica, titular de los datos que sean objeto del tratamiento automatizado o manual.

h)
Disociación de datos es: tratamiento de datos personales de manera que la información obtenida no pueda asociarse a persona determinada o determinable “ 
.

En lo relativo a los principios básicos para la protección de los datos, se brinda el derecho de información  en la recolección de los mismos, por lo tanto, las personas físicas a quienes se soliciten datos de carácter personal y a las personas jurídicas cuyos datos no se les ha dado el carácter de público; deberán ser previamente informados de modo expreso, preciso e inequívoco directamente o por apoderado con poder o cláusula especial; las personas jurídicas por medio de su representante legal o apoderado con poder o cláusula especial según se dispone en el proyecto:

a)
De la existencia de un fichero automatizado o manual de datos de carácter personal, de la finalidad de la recogida de estos y de los destinatarios de la información.

b)
Del carácter obligatorio o facultativo de sus respuestas a las preguntas que se les formulen.

c)
De las consecuencias de la obtención de los datos o de la negativa a suministrarlos.

d)
De la posibilidad de ejercer los derechos de acceso, rectificación, actualización, cancelación y confidencialidad.

e)
De la identidad y dirección del responsable de las bases de datos.

De igual forma, cuando se utilicen cuestionarios u otros impresos para la recolección, figurarán en los mismos en forma claramente legible, las advertencias a que se refiere el apartado anterior. En ese sentido, no será necesaria la información a que se refiere el apartado a), si el contenido de ella se deduce claramente de la naturaleza de los datos personales que se solicitan o de la circunstancia en que se recaban o de la información derivada de la actividad ordinaria de la institución o de su giro normal; o de la empresa solicitante.

En ese sentido, se estipula en el enunciado 5 del proyecto, que se deberá contar con el consentimiento del interesado en el suministro de los datos. Por lo tanto, será el titular de los datos deberá dar por sí o por su representante legal o apoderado el consentimiento para la entrega de los datos, salvo que la ley disponga otra cosa dentro de los límites razonable, es así como se tiene que en ese caso La razón habilidad deberá ser considerada por el Director o Directora de la Agencia de Protección de Datos Personales si se le planteare en caso de controversia.  Lo anterior vale tanto para los ficheros de titularidad pública o privada.

Para tales efectos, se requerirá del consentimiento del titular de la información la cual deberá constar por medio de autorización por escrito o por otro medio idóneo, físico o electrónico.  Pero no será necesario el consentimiento cuando siempre y cuando exista orden motivada, dictada por autoridad judicial competente o bien los datos se obtengan de fuentes de acceso público irrestricto y se trate de listados cuyos datos se limiten a nombre, documento nacional de identidad, y fecha de nacimiento, u otros datos que por ley especial tengan la misma condición.

En el proyecto que es analiza, en su numeral 6 especifica la calidad de los datos, siendo que, se indica que los datos solo podrán ser recolectados, almacenados y empleados los datos de carácter personal para su tratamiento automatizado o manual, esto siempre y cuando tales datos sean adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con el ámbito y finalidades legítimos para los que se han obtenido, que los mismos sean de carácter personal objeto de tratamiento automatizado o manual no podrán utilizarse para finalidades distintas de aquellas para los cuales los datos hubieren sido recogidos

Los datos de a los cuales se refiere el párrafo anterior serán exactos y puestos al día, de forma que respondan con veracidad a la situación real del interesado, siendo que si los datos de carácter personal registrados resultaren ser inexactos en todo o en parte, o incompletos, serán cancelados y sustituidos de oficio por el responsable del fichero por los correspondientes datos rectificados, actualizados o complementados.  Igualmente serán cancelados si no mediare un consentimiento legal y legítimo o estuviere prohibida su recolección

Por su parte, dichos datos de carácter personal serán cancelados por el responsable del fichero cuando hayan dejado de ser pertinentes o necesarios para la finalidad para la cual hubieren sido recibidos y registrados, por lo tanto, no serán conservados si permite la identificación de la persona en un período que sea superior al necesario para los fines con base en los cuales hubieren sido recabados o registrados.  Sin embargo, en ningún caso serán conservados los datos personales que puedan de cualquier modo afectar a su titular, una vez transcurridos diez años desde la fecha de ocurrencia de los hechos registrados, salvo disposición legal en contrario, este es un aspecto a valorar en el presente proyecto, pues debe existir un periodo diferente para el tratamiento de los datos y su disposición, pues existen datos que se recaban solo para un caso excepcional, muy diferente al uso de las bases de datos de los entes públicos que se deben de regir por las normas legales de la Ley de Archivos.

Algo importante del proyecto es que se prohíbe el acopio de datos por medios fraudulentos, desleales o ilícitos, además, los archivos de datos no pueden tener finalidades contrarias a las leyes ni a la moral pública. En ese sentido, se tiene que muchas de las empresas privadas que venden dichas bases de datos, las obtienen de forma ilegal y lucran con datos correspondientes a la intimidad de las personas, violentando en forma gradual el derecho a la autodeterminación informativa del ciudadano.

En los artículos 7 y 8, se protege la categoría de los datos particulares y la seguridad de los mismos, siendo que , Los datos de carácter personal de las personas físicas que revelen su origen racial, sus opiniones políticas, sus convicciones religiosas o espirituales, así como los datos de carácter personal relativos a la salud, a la vida sexual y a sus antecedentes delictivos, no podrán ser almacenados de manera automática ni manual en registros o ficheros privados, y en los registros públicos serán de acceso restringido. En ese sentido, Los datos sensibles solo podrán ser recolectados con finalidades estadísticas o científicas cuando no puedan ser identificados sus titulares. Caso contrario se debe dar sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, las asociaciones religiosas, las organizaciones políticas, sindicales y aquellas que agrupen a los individuos de acuerdo con sus preferencias sexuales o ideológicas, podrán llevar un registro de sus miembros, para uso exclusivo de su fin asociativo.

Por otro lado, se contempla que para la seguridad del titular de la información Todo archivo, fichero, registro o base de datos, público o privado destinado a proporcionar informes debe inscribirse en el Registro de archivos y bases de acuerdo al establecimiento de la normativa y el control que deberá llevar el centro de administración al cual se le pretende dar la responsabilidad de controlar dichas bases de datos, por lo tanto, se pretende no registrar datos de carácter personal en ficheros automatizados que no reúnan las condiciones que garanticen plenamente su seguridad e integridad y los de los centros de tratamientos, equipos, sistemas y programas.

Con respecto a este punto se deben de establecer los requisitos y las condiciones que deban reunir los ficheros automatizados y los manuales y las personas que intervengan en el acopio, almacenamiento y uso de los datos, cuya responsabilidad debe estar a cargo de dicha administración y control de las bases de datos, de forma tal que se venga a proteger al ciudadano en su ámbito de intimidad, respetando con ello su derecho a la autodeterminación informativa, además de que los funcionarios de dicho centro deberán ser personas que tengan confidencialidad, prueba contraria, se deberán estipular las sanciones respectivas de acuerdo a las leyes existentes en el país.

Un principio importante es el de “gratuidad en el acceso a la información”, el cual es contemplado en el artículo 11 del proyecto, en donde se garantiza el derecho de toda persona con la finalidad de obtener a intervalos razonables y sin demora a título gratuito, la confirmación de la existencia de datos suyos en archivos o bases de datos, así como la comunicación de dichos datos, dicha información deberá ser  suministrada en forma clara, exenta de codificaciones y en su caso acompañada de una explicación de los términos técnicos que se utilicen, debe ser amplia y versar sobre la totalidad del registro perteneciente al titular, aun cuando el requerimiento solo comprenda un aspecto de los datos personales.  En ningún caso el informe podrá revelar datos pertenecientes a terceros, aun cuando se vinculen con el interesado, siendo que, el titular pueda  solicitar en forma directa la rectificación de dichos datos y su actualización o la eliminación de los mismos cuando se hayan tratado con infracción a las disposiciones que se establecen en el presente proyecto.

Siendo en este sentido la autoridad o el responsable del fichero quien debe cumplir con lo pedido gratuitamente y resolver en el sentido que corresponda en un plazo establecido a partir de la recepción de la solicitud, siendo que en caso de no obtener respuesta se pueda optar por parte del accionante a través de mantener su derecho y hacer efectivo su reclamo a través de administrativo sencillo y rápido ante la Agencia o Centro  de Protección de Datos, con el fin de ser amparado contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos los cuales se pretenden tutela bajo este proyecto de ley, siendo que en caso de no cumplir con lo establecido y se vea violentado su derecho de autodeterminación informativa, según sea el caso la correspondiente indemnización por los daños y perjuicios que hubieren sido ocasionados en su persona o intereses debido al uso de sus datos personales.

Tal y como se establece en el artículo 13 del proyecto, todo ciudadano sin distinción alguna, tiene el derecho de acceso a la información personal que de él se mantenga en las bases de datos, a través del principio de la gratuidad, por lo que puede acceder directamente o conocer las informaciones y los datos relativos a su persona, cual es la finalidad de los datos a él referidos y al uso que se haya hecho de los mismos, solicitar y obtener la rectificación, actualización, cancelación o eliminación y el cumplimiento de la garantía de confidencialidad respecto de sus datos personales.

Tal y como se establece en el numeral 27 y 28 del proyecto, todo archivo, registro, base o banco de datos público y privado administrado con fines de distribución, difusión o comercialización, que contenga datos sensibles debe inscribirse en el Registro que al efecto habilite la Agencia o Centro de Protección de Datos.

Si bien es cierto en el presente proyecto en el numeral 36 y siguientes se toman los temas referentes a sanciones, a faltas leves, graves y gravísimas no se establece con claridad, la categoría del salario base al que hace referencia. Siendo que puede ser de oficinista, profesional, conserje etc., Tal y como se expresa en el mismo:

“Sanciones: De concluir el director o la directora nacional que la persona física o jurídica ha cometido una de las faltas tipificadas en esta Ley, deberá imponer alguna de las siguientes sanciones:

a)
Para las faltas leves, una multa hasta cinco salarios base, conforme a la Ley N. º 7337.

b)
Para las faltas graves, una multa de cinco a veinte salarios base, conforme a la Ley N. º 7337.

c)
Para las faltas gravísimas, una multa de 15 a 30 salarios base, conforme a la Ley N. º 7337; y la suspensión para el funcionamiento del fichero de uno a seis meses.

Faltas leves: Serán consideradas faltas leves, para los efectos de esta Ley:

a)
La recolección de datos personales para su uso en un archivo o base de datos sin hacer al interesado todas las advertencias especificadas en el artículo 4 de esta Ley.

b)
Recolectar, almacenar y transmitir datos personales de terceros por medio de mecanismos inseguros o que de alguna forma no garanticen la seguridad e inalterabilidad de los datos.

Faltas graves: Serán consideradas faltas graves, para los efectos de esta Ley:

a)
Recolectar, almacenar, transmitir o de cualquier otra forma emplear datos personales sin el consentimiento expreso del titular de los datos, con arreglo a las disposiciones del artículo 4 de esta Ley.

b)
Transferir datos personales a otras personas o empresas en Costa Rica en contravención a las reglas establecidas en el artículo 10 de esta Ley.

c)
Transferir datos personales a otras personas o empresas radicadas en el extranjero en contravención a las reglas establecidas en el artículo 16 de esta Ley.

d)
Recolectar, almacenar, transmitir o de cualquier otro modo emplear datos personales para una finalidad distinta de la autorizada por el titular de la información.

e)
Negarse injustificadamente a dar acceso a un interesado sobre los datos que consten en archivos y bases de datos, a fin de verificar su calidad, recolección, almacenamiento y uso conforme a esta Ley.

f)
Negarse injustificadamente a eliminar o rectificar los datos de una persona que así lo haya solicitado por medio claro e inequívoco.

Faltas gravísimas: Serán consideradas faltas gravísimas, para los efectos de esta Ley:

a)
Recolectar, almacenar, transmitir o de cualquier otra forma emplear, por parte de personas físicas o jurídicas privadas, datos sensibles, según la definición prevista en el artículo 7 de esta Ley.

b)
Obtener de los titulares o de terceros, datos personales de una persona por medio de engaño, violencia o amenaza.

c)
Revelar información registrada en una base de datos personales cuyo secreto estuviere obligado a guardar conforme la ley.

d)
Proporcionar a un tercero información falsa a la contenida en un archivo de datos, con conocimiento de ello.”

5.3    Comisión Nacional de Política Informática y su función en el País 

 Desde 1974, se fundó por decreto ley el Sistema Nacional de Información, sin embargo, este se ha consolidado a partir de esfuerzos sectoriales en los que se destacan los del área de ciencia y tecnología. La política nacional en informática se recoge en el Programa Nacional de Ciencia y Tecnología. Costa Rica también se ha preocupado por la propiedad industrial y se ha sumado a la Convención Universal sobre Derechos de Autor, asimismo, su política nacional, se ha manifestado para incluir la telemática educativa, además ha tomado medidas en el campo de las bibliotecas.

De igual forma dedica recursos a la educación y a los recursos de información. El CONACYT lleva adelante la Ley de promoción del Desarrollo Científico-Tecnológico con el objetivo de fomentar, entre otras, las actividades de documentación e información en ciencia y tecnología en actividades estratégicas definidas.

 En 1992, se habían integrado 7 subsistemas de información con centros coordinadores en cada sector. Sus dificultades esenciales estriban en la formación de los recursos humanos, la normalización de los procedimientos, el poco conocimiento de los usuarios, la escasa industria editorial, el establecimiento de políticas coordinadas de adquisición, el cobro de los servicios, etcétera.

 Sus oportunidades se concentran en la demanda creciente de información, la infraestructura de comunicaciones, las bases de datos automatizadas y la información existente.

Desde 1972, el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Tecnológicas (CONACYT) es el órgano que cumple funciones de coordinación para estos asuntos.

 Existen otros organismos relevantes relacionados como el Ministerio de Ciencia y Tecnología, el Consejo Nacional de Rectores, La Empresa Radiográfica Costarricense y la Comisión de Política Informática.

En el período 1981-82, se crearon varios centros de información mediante decretos específicos. La política nacional en informática se recoge en el Programa Nacional de Ciencia y Tecnología. Se desarrollan una serie de actividades de apoyo a los servicios de información científica y tecnológica.

Entre los lineamientos establecidos, cada centro coordinador sectorial, debe disponer de un profesional de la especialidad, un bibliotecario y un analista de sistema.

Entre otros proyectos relevantes, se encuentra la creación del Centro Nacional de Referencia en Ciencia y Tecnología. El nuevo Plan Nacional de Desarrollo y el Programa Nacional de Ciencia y Tecnología incorporan lineamientos establecidos en el Seminario de Políticas de Información.

CAPÍTULO 6 

Recomendaciones
6.1  Recomendaciones  generales sobre la protección de datos
· Las Universidades deberían divulgar la forma en que los ciudadanos pueden hacer efectivos sus derechos a la autodeterminación informativa, para cumplir este propósito se deben crear espacios de discusión académicos y políticos, programando actividades que traten el tema de protección de datos, con el fin de concientizar y crear una cultura de protección de datos sensibles en nuestro país.

· La Recopilación de la Información debe estar acorde a los objetivos de la Institución a la cual pertenece las bases de datos y materia correspondiente, y estar en concordancia con la normativa costarricense.

· Establecer un tratamiento especializado de la información, regulando a los encargados de su utilización y restricción indicando los soportes de los documentos, especificando detalles de los programas automatizados y los documentos incluidos en estas bases de datos.

· Estipular los plazos de verificación o actualización y almacenamiento de la información.

· Establecer los procedimientos en que una persona puede acceder la información que sobre ella contengan los diferentes bases de datos, quienes tienen injerencia a esta información, que tipo de información y con que finalidad.

· Asegurar el proceso de investigación y sanción para aquellos que incurran en el mal uso de la información.

· Informar a la oficina contralora acerca de los mecanismos manuales y automatizados que permitan detectar con facilidad el acceso indebido a un registro de datos.

· Respetar el derecho de información sea público o privado en la aplicación de las medidas de seguridad necesarias así como el derecho al principio de publicidad.

· Cuando no rija el principio de publicidad se facilitará el acceso individual del ciudadano, ya sea por área restringida, firma electrónica avanzada u otros medios.

· Sólo se publicarán aquellos datos personales que sean imprescindibles para la finalidad pretendida.

· Se recomienda la no se publicación de datos relativos a temas como: salud, vida sexual, fines policiales, menores de edad, comisión de infracciones, personalidad del afectado y relacionados con el ejercicio tributario a no ser que haya una norma con rango de Ley o normativa comunitaria que haga habilitación expresa a la publicación de los mismos.

· Cuando la finalidad de la publicación sea meramente estadística o histórica se deberá disociar la información de carácter personal.

· La cancelación de datos sólo procederá cuando éstos hayan dejado de ser necesarios o pertinentes para la finalidad para la cual fueron recabados.

· El bloqueo de datos deberá mantenerse mientras persista algún tipo de responsabilidad derivada.

· Los motores de búsqueda no deberán sobrepasar un periodo de 6 meses de conservación de los datos personales de los usuarios, ya sea por indexación automática como por obtención de búsqueda por datos personales.

· Se deberá permitir el ejercicio de derechos acceso, rectificación, cancelación y oposición de los afectados.

· Brindar el acceso de acuerdo al principio de gratuidad al titular de la Información que se encuentre en las bases de datos.

· Se recomienda la no creación de un Ente nuevo, si no más bien la transferencia de dichas obligaciones del proyecto de ley propuesto a la Comisión Nacional de Política Informática. Por cuanto ya cuentan con la plataforma para brindar los servicios necesarios.

· Se invita a las empresas privadas a contribuir económicamente con la Comisión Nacional de Política Informática como un apoyo necesario a beneficio social.

6.2 Propuesta de un Nuevo Proyecto de Ley para la Protección del la Información Personal privada y Pública.

Proyecto de Ley de Hábeas Data y Protección a la persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales Públicos y Privados.

Existe una clara necesidad de una legislación de tutela frente al tratamiento de datos personales. Las tecnologías de la información y la comunicación han hecho  que no sea posible mantener en el ámbito privado ciertos aspectos de nuestra personalidad, como los deseos, las apetencias, las inclinaciones comerciales, religiosas, políticas o hasta intelectuales.  Basta con dar seguimiento a las pautas de consumo o de visita de un ciudadano, lo que es hoy muy sencillo gracias a los servicios de compra electrónicos, para conocer cuál es el perfil individual de un ciudadano o incluso los perfiles de un grupo de ciudadanos, lo que lo reduce en su dignidad y lo convierte en un verdadero objeto de los procesos de información.

Si un ciudadano no tiene una capacidad de interactuar en esta sociedad tecnológica con aquellos que pretenden controlarle y perfilarle, se le estaría quitando la última posibilidad para ratificar su estatus de individualidad.  Si el ciudadano no tiene posibilidad de controlar quién tiene acceso a sus datos, con qué objetivos y bajo qué presupuestos, pronto tendrá que desistir del ejercicio de sus derechos fundamentales, ya que muchas libertades públicas (como la libertad de asociación y de reunión, así como las libertades de expresión y de autodeterminación) se convertirían en formas sin contenido, ya que aumentarían al mismo tiempo las posibilidades para la manipulación a fin de impedir o al menos amedrentar a quienes deseen ejercer tales libertades, no con prohibiciones directas, sino con la aplicación de consecuencias indirectas al ejercicio de un derecho.  Por lo tanto, si el ciudadano tiene acceso a sus datos, podría controlar y dirigir el sentido social de los mismos, a fin de evitar consecuencias a su esfera íntima de manera directa, sino a su posibilidad de participación social.

El derecho a la protección de la persona frente al procesamiento de sus datos personales surge así como una necesidad en el Estado de Derecho, como una necesidad de reflexión sobre los derechos y las libertades públicas en juego, como también de las posibilidades de la persona humana en una sociedad tecnológica.

Por lo antes indicado, pretendemos incluir dentro de nuestras Recomendaciones un Proyecto de Ley 
que consolide el Derecho Público y Derecho Privado. Lo anterior en virtud de que en la Asamblea Legislativa existen  dos números de expedientes a saber: Ley de Acceso a la Información para la transparencia en la Gestión Pública , Expediente Nº 15.079, Análisis Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales. Expediente N. º 16.679. Los cuales tutelan en una en forma independiente la parte pública y la parte privada, siendo que, se debe manejar un proyecto de Hábeas Data de una forma conjunta para garantizar los derechos de los ciudadanos incluidos en la ley.

Dado lo anterior, se ha dado un formato diferente tomando en cuenta ciertas  normas indicadas en los anteriores proyectos por su importancia, y a la vez, se brindando un criterio más amplio a la normativa, en dicha propuesta de Ley, se busca atribuir el constituirse en receptor, compilador, actualizador y reproductor de toda la información pública y privada que se le suministra en los términos que establece a la ley a la Comisión Nacional de Política Informativa, lo anterior, se toma como base debido a que ya existe una plataforma tecnológica, situación que es de gran interés al generarse un  gran ahorro al estado en lo referente a recursos presupuestarios.

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

SECCIÓN ÚNICA

ARTÍCULO 1.
Objetivo y finalidad
La presente Ley tiene como objetivo garantizar a cualquier persona física o jurídica, sean cuales fueren su nacionalidad, residencia o domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la autodeterminación informativa en relación con su vida o actividad privada o publica y demás derechos de la personalidad; así mismo busca promover la transparencia de los actos del Estado y Empresas Privadas a propiciar la rendición de cuentas con respecto a la Información que se maneja a través de las bases de datos y la defensa de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento automatizado o manual de los datos correspondientes a su persona o bienes.

En ningún caso se podrá afectar el secreto de las fuentes de información periodística y el secreto profesional que determinen las leyes correspondientes, consagrados en nuestra Constitución Política e Instrumentos Internacionales.

ARTÍCULO 2. Ámbito de aplicación para las Entidades Publicas y Personas Privadas 

1.-La presente Ley será de aplicación a los datos sensibles que figuren en las sistemas de bases automatizadas o manuales de organismos públicos y privados y a toda modalidad de uso posterior, de datos de carácter personal. Igualmente, quedan obligados a proporcionar información de carácter público, al ciudadano que lo solicite, las sociedades con capital mayoritariamente estatal y los entes privados que administren  fondos públicos, así como los entes privados que realicen obras públicas, gestionen o suministren servicios públicos o ejerzan funciones administrativas del sector público bajo cualquier modalidad establecida por la ley.

2.-El régimen de protección de los datos de carácter personal que se establece en la presente Ley no será de aplicación, siempre y cuando así lo apruebe el ente regulador.

a) A las bases de datos automatizados de titularidad pública cuyo objeto, legalmente establecido, sea el almacenamiento de datos para su publicidad con carácter general.

b) A las bases de datos mantenidos por personas físicas con fines exclusivamente personales o domésticos.

c) A las bases de datos de información tecnológica o comercial que reproduzcan datos ya publicados en boletines, diarios o repertorios oficiales.

d) A las bases de datos de informática jurídica accesibles al público en la medida en que se limiten a reproducir disposiciones o resoluciones judiciales publicadas en periódicos o repertorios oficiales.

A las bases de datos mantenidos por los partidos políticos, sindicatos e iglesias, confesiones y comunidades religiosas en cuanto los datos se refieran a sus asociados o miembros y ex miembros, sin perjuicio de la cesión de los datos que queda sometida lo dispuesto en el artículo 10 de esta Ley, salvo que resultara de aplicación el artículo 7 por tratarse de los datos personales en él contenidos.

3.-Se regirán por otras disposiciones específicas:

a) Las Bases de Datos serán  regulados por la legislación del régimen electoral.

Los derivados del Registro Civil.

ARTÍCULO 3.
Definiciones
A los efectos de la presente Ley:

a) Datos de carácter personal: cualquier información relativa a una persona física identificada o identificable.

b)Datos de una persona jurídica: aquellos datos que el  ordenamiento    no les ha dado el carácter de público.

c) Datos sensibles: datos personales que revelen origen racial, opiniones políticas, convicciones religiosas o espirituales, condición socioeconómica, información biomédica o genética, vida sexual y antecedentes delictivos, operaciones bancarias, registros tributarios, aduaneros o relativos a actividades económicas.

d) Archivo, registro o base de datos.  Conjunto organizado de datos personales que sean objeto de tratamiento o procesamiento, automatizado o no, cualquiera que fuere la modalidad de su formación, almacenamiento, organización o acceso.

e) Tratamiento automatizado: operaciones que a continuación se indican: producción de registros de datos, aplicación a esos datos de operaciones lógico aritméticas, su modificación, borrado, extracción o difusión.

f) Autoridad encargada d la base de datos: significa la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o cualquier otro organismo público o privado, que sea competente con arreglo a la ley para decidir cuál será la finalidad de la base de datos automatizada, cuáles categorías de datos de carácter personal deberán registrase y cuáles operaciones se les aplicarán.

g) Interesado: persona física o jurídica, titular de los datos que sean objeto del tratamiento automatizado o manual.

h) Disociación de datos es: tratamiento de datos personales de manera que la información obtenida no pueda asociarse a persona determinada o determinable.

CAPÍTULO II

PRINCIPIOS BÁSICOS PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DATOS
ARTÍCULO 4.  Derecho de información en la recolección de los datos

Las personas físicas a quienes se soliciten datos de carácter personal y a las personas jurídicas cuyos datos no se les ha dado el carácter de público; deberán ser previamente informados de modo expreso, preciso e inequívoco directamente o por apoderado con poder o cláusula especial; las personas jurídicas por medio de su representante legal o apoderado con poder o cláusula especial:
a) De la existencia de base de datos automatizado o manual de datos de carácter personal, de la finalidad de la recogida de estos y de los destinatarios de la información.

b) Del carácter obligatorio o facultativo de sus respuestas a las preguntas que se les formulen.

c) De las consecuencias de la obtención de los datos o de la negativa a suministrarlos.

d) De la posibilidad de ejercer los derechos de acceso, rectificación, actualización, cancelación y confidencialidad.

e) De la identidad y dirección del responsable de la base de datos.

Cuando se utilicen cuestionarios u otros impresos para la recolección, figurarán en los mismos en forma claramente legible, las advertencias a que se refiere el apartado anterior.

No será necesaria la información a que se refiere el apartado a), si el contenido de ella se deduce claramente de la naturaleza de los datos personales que se solicitan o de la circunstancia en que se recaban o de la información derivada de la actividad ordinaria de la institución o de su giro normal; o de la empresa solicitante.

Igualmente, en la interpretación de esta Ley se deberá favorecer el Principio de Publicidad de la Información en posesión de los sujetos obligados, y será pública según lo disponga esta Ley.

ARTÍCULO 5.  Consentimiento del interesado

1. El titular de los datos deberá dar por sí o por su representante legal o apoderado el consentimiento para la entrega de los datos, salvo que la ley disponga otra cosa dentro de los límites razonables.

La razón habilidad deberá ser considerada por el Director o Directora de la Comisión Nacional de Política Informativa si se le planteare en caso de controversia.  Lo anterior vale tanto para las bases de datos  de titularidad pública o privada. De conformidad con el principio de Publicidad que rige la actividad Publica, los órganos, y entidades Publicas o Privadas sujetos a esta Ley.

El consentimiento deberá constar por medio de autorización por escrito o por otro medio idóneo, físico o electrónico.  Dicho consentimiento podrá ser revocado sin efecto retroactivo, por cualquiera de los medios permitidos para acreditar la aquiescencia. Ningún efecto negativo, ni sanción, ni perjurio podrá derivarse para la persona que ejercite el derecho de Petición.

No será necesario el consentimiento cuando:

a) Exista orden motivada, dictada por autoridad judicial competente.

b) Los datos se obtengan de fuentes de acceso público irrestricto y se trate de listados cuyos datos se limiten a nombre, documento nacional de identidad, y fecha de nacimiento, u otros datos que por ley especial tengan la misma condición.

ARTÍCULO 6.  Formalidad de ejercicio

Las peticiones habrán de hacerse por escrito y deberán ir firmadas por el accionante. Tratándose de personas jurídicas, deberán detallarse los datos relativos a su inscripción y los personales de su representante legal.

En cual bastara que se indique las siguientes calidades:

a) Nombre, calidades y domicilio de cada uno de los y las peticionantes

b) Objeto de la petición

c) Domicilio para efectos de notificación

d) Traducción o resumen en español si la petición  se presenta en lengua extranjera.

Las peticiones se presentarán directamente ante el órgano o entidad correspondiente o podrán ser enviadas por correo postal. También podrán presentarse peticiones urgentes  por cualquier medio. En estos casos, los y las peticionantes dispondrán de Diez días hábiles para formalizar sus pedidos conforme a lo dispuesto en el presente artículo. Caso excepcional será para aquellos en que se consideren urgentes contando con cinco días naturales para formalizar. 

En todo caso, no podrá calificarse de inadmisible una petición por la falta de uno o varios de los requisitos señalados al momento de la presentación de la misma. En tal situación se concederá hasta tres días hábiles a las o los peticionantes para que completen la información.

ARTÍCULO 7.  Gratuidad 

El acceso público a la información es gratuito en tanto no se requiera la reproducción de la misma. Los costos de reproducción correrán a cargo del solicitante. 

La información será suministrada en copia simple, o en su reproducción digital, sonora, fotográfica, cinematográfica o videográfica, según se peticione y sea técnicamente factible.

En caso de que la información solicitada sea requerida de manera certificada, el accionante deberá cumplir, para los efectos de las formalidades y de los costos, con las disposiciones legales que rigen la materia.
ARTÍCULO 8. Calidad de los datos

1. Solo podrán ser recolectados, almacenados y empleados datos de carácter personal para su tratamiento automatizado o manual, cuando tales datos sean adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con el ámbito y finalidades legítimos para los que se han obtenido.

2. Los datos de carácter personal objeto de tratamiento automatizado o manual no podrán utilizarse para finalidades distintas de aquellas para los cuales los datos hubieren sido recogidos.

3. Dichos datos serán exactos y puestos al día, de forma que respondan con veracidad a la situación real del interesado.

4. Si los datos de carácter personal registrados resultaren ser inexactos en todo o en parte, o incompletos, serán cancelados y sustituidos de oficio por el responsable del fichero por los correspondientes datos rectificados, actualizados o complementados.  Igualmente serán cancelados si no mediare un consentimiento legal y legítimo o estuviese prohibida su recolección.

5. Los datos de carácter personal serán cancelados por el responsable de las bases de datos cuando hayan dejado de ser pertinentes o necesarios para la finalidad para la cual hubiese sido recibidos y registrados.

No serán conservados en forma que permita la identificación de la persona en un período que sea superior al necesario para los fines con base en los cuales hubieren sido recabados o registrados.  Sin embargo, en ningún caso serán conservados los datos personales que puedan de cualquier modo afectar a su titular, una vez transcurridos diez años desde la fecha de ocurrencia de los hechos registrados, salvo disposición legal en contrario.

6. Serán almacenados de forma tal que se garantice plenamente el derecho de acceso por la persona interesada.

7. Es obligatoria la cancelación de datos por el fallecimiento o deceso confirmado de la persona, y se define un año como plazo para tal efecto.

8. Se prohíbe el acopio de datos por medios fraudulentos, desleales o ilícitos.

9. Los archivos de datos no pueden tener finalidades contrarias a las leyes ni a la moral pública

ARTÍCULO 9.  Seguridad de los datos

1. Todo archivo, registro o base de datos, público o privado destinado a proporcionar informes debe inscribirse en el Registro de bases de datos contemplado en la presente Ley.

2. Es deber y responsabilidad de los sujetos obligados en las base de datos adoptar las medidas de índole técnica y organizativa necesarias para garantizar la seguridad de los datos de carácter personal y evitar su alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado, habida cuenta del estado de la tecnología, la naturaleza de los datos almacenados y los riesgos a que están expuestos, ya provengan de la acción humana o del medio físico o natural.

3. No se registrarán datos de carácter personal en base de datos automatizados que no reúnan las condiciones que garanticen plenamente su seguridad e integridad y los de los centros de tratamientos, equipos, sistemas y programas.

4. Por vía de reglamento, se establecerán los requisitos y las condiciones que deban reunir las bases de datos automatizadas y los manuales y las personas que intervengan en el acopio, almacenamiento y uso de los datos.

5. El responsable de las bases de datos y quienes intervengan en cualquier fase del proceso de recolección y tratamiento de los datos de carácter personal, están obligados al secreto profesional.

ARTÍCULO 10. Deber de confidencialidad

La información relativa al ámbito de la intimidad de las personas se considera información confidencial y goza de la protección del  artículo 24 de la Constitución Política.   Se considerará información confidencial: 

a)  La entregada con tal carácter por los particulares a los sujetos regulados por esta Ley y a sus funcionarios.

b)  Los datos personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización en los términos de esta Ley.

No se considerará confidencial la información que se halle en los registros públicos o en fuentes de acceso público, debido al Principio de Publicidad.

Cuando los particulares suministren a los órganos y entes públicos información que consideren confidencial deberán señalarlo expresamente.  En el caso de que exista una solicitud de acceso que incluya información confidencial, los sujetos obligados la comunicarán siempre y cuando medie el consentimiento expreso del particular titular de la información confidencial. 

ARTÍCULO 11. Cesión de datos

Los datos de carácter personal conservados en bases de datos públicos o privados, solo podrán ser cedidos a terceros para fines directamente relacionados con las funciones legítimas del cedente y del cesionario, con el previo consentimiento del interesado, en los términos del artículo 5 de esta Ley.

El consentimiento para la cesión podrá ser revocado pero la revocatoria no tendrá efectos retroactivos.

Lo anterior es aplicable a cualquier base de datos independientemente de su titularidad pública o privada.

El consentimiento no será exigido cuando:
a)  Sí  lo dispone una ley.

b) Se trate de la cesión de datos personales al Estado o una institución pública de salud o de investigación científica en el área de la salud, relativos a la salud, y sea necesario por razones de salud pública, de emergencia o para la realización de estudios epidemiológicos, en tanto se preserve la identidad de los titulares de los datos mediante mecanismos de disociación adecuados.

c)  Se trate de la cesión de datos personales al Estado o a una institución pública en materia de seguridad pública, siempre y cuando la cesión resulte necesaria para fines de esta seguridad pública y de la persecución de delitos sin perjuicio de lo establecido en el artículo 24 de la Constitución Política.

d) Se trate de cesión de datos personales referente a estadísticas y censos poblacionales para fines específicos.

El cesionario quedará sujeto a las mismas obligaciones legales y reglamentarias del cedente y este responderá solidariamente y conjuntamente por la observancia de los mismos ante la Agencia de Protección de Datos y el titular de los datos.

ARTÍCULO 12. Derechos y garantías de las personas

Se garantiza el derecho de toda persona a:

a)  Obtener a intervalos razonables y sin demora a título gratuito, según los dispuesto en el articulo 7 de la presente Ley, la confirmación de la existencia de datos suyos en bases de datos, así como la comunicación de dichos datos en forma inteligible.

b) La información debe ser suministrada en forma clara, exenta de codificaciones y en su caso acompañada de una explicación de los términos técnicos que se utilicen.

c)  La información debe ser amplia y versar sobre la totalidad del registro perteneciente al titular, aun cuando el requerimiento solo comprenda un aspecto de los datos personales.  En ningún caso el informe podrá revelar datos pertenecientes a terceros, aun cuando se vinculen con el interesado.

d)  La información, a opción del titular, podrá suministrarse por escrito, por medios electrónicos, telefónicos, u otro medio idóneo a tal fin, siempre y cuando en este proceso se tomen las previsiones necesarias para que dicha información no sea modificada o utilizada por terceros.

e)  Obtener, llegado el caso, la rectificación de dichos datos y su actualización o la eliminación de los mismos cuando se hayan tratado con infracción a las disposiciones de la presente Ley.

La autoridad o el responsable del fichero deben cumplir con lo pedido gratuitamente y resolver en el sentido que corresponda en el plazo de cinco días naturales contado a partir de la recepción de la solicitud.

ARTÍCULO 13.  Garantías efectivas

1-Todo interesado tiene derecho a un recurso administrativo sencillo y rápido ante la Comisión Nacional de Política Informática, con el fin de ser amparada contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por esta Ley.  Siendo que si no existiere conformidad con lo resuelto se pueda apelar o presentar el recurso consiguiente el cual seria el Habeas Data. Lo anterior sin perjuicio de las garantías jurisdiccionales generales o específicas que la Ley establezca para este mismo fin.

2.  Toda persona estará legitimada para promover el recurso de Hábeas Data, con el objeto de garantizar la privacidad de la información de carácter personal en poder del Estado y sus instituciones, así como el acceso a ella cuando la persona interesada lo solicite.   Este recurso procederá cuando el funcionario público responsable del manejo y custodia de la información personal no haya protegido su privacidad o se negare a suministrarla,  o la suministre de modo insuficiente o inexacto. El recurso de Hábeas Data será de competencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y se tramitará mediante procedimiento sumario, sin formalidades, sin necesidad de abogado y en lo que respecta a la sustanciación, impedimentos, notificaciones y demás procedimientos, se aplicarán las normas que para estas materias se regulan en el ejercicio del recurso de Hábeas Corpus establecido en la Ley  de la Jurisdicción  Constitucional, Ley Nº 7135, de 11 de octubre de 1989. 

3.  Toda persona tiene derecho a controlar que sus datos personales existentes en ficheros públicos o particulares cumplan con las reglas previstas en esta Ley, y a obtener en su caso la correspondiente indemnización por los daños y perjuicios que hubieren sido ocasionados en su persona o intereses debido al uso de sus datos personales.

ARTÍCULO 14.  Tipos de información

La información se clasificará en pública, de publicación obligatoria, confidencial y de acceso restringido.

ARTÍCULO 15.  Información de carácter público
Se considera información de interés público, y por lo tanto objeto de ser solicitada por cualquier persona al amparo de esta Ley, aquella referente a leyes, decretos, ordenanzas, resoluciones, reglamentaciones,  proyectos, contratos, planes operativos institucionales, presupuestos, ejecuciones presupuestarias, balances patrimoniales, cuadros de resultados, actas de reuniones, dictámenes, análisis y datos estadísticos, informes, reportes y cualquier documento o información que se halle registrada, archivada o bajo control del órgano, entidad o sujeto requerido, independientemente de su soporte material, sea escrito, magnético u otro.

El órgano requerido no tiene obligación de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido.

Igualmente, la documentación producida en el ámbito de la Administración Pública central, en las instituciones descentralizadas y en los Poderes de la República, y que se detalla a continuación, tendrá el carácter de información pública y será de libre acceso para cualquier entidad o persona interesada en conocerla:

a)  Las grabaciones y actas de sesiones del Directorio Legislativo

b)  Las grabaciones y actas del Plenario legislativo y de las comisiones de la Asamblea Legislativa.

c)  Las grabaciones y actas del Consejo de Gobierno.

d)  Las grabaciones y actas de las sesiones de Corte Plena.

e)  Las grabaciones y actas del Tribunal Supremo de Elecciones.

f)  Las grabaciones y  actas de las sesiones de los concejos municipales.

g)  Las actas de juntas directivas y demás órganos colegiados con capacidad de decisión administrativa pertenecientes a la Administración Pública.

h) Estados de ejecución de los presupuestos de gastos y del cálculo de recursos, hasta el último nivel de desagregación en que se procesen.

i) Órdenes de compra, todo tipo de contratos firmados por autoridad competente, así como las rendiciones de fondos anticipados, incluyendo información relativa a obras públicas, y servicios contratados con el detalle de todas sus características y normativa legal aplicable.

j) 0rdenes de pago ingresadas a la Tesorería Nacional y al resto de las tesorerías de la Administración Nacional.

k)  Pagos realizados por la Tesorería Nacional.

l)  Gasto total de planillas por pago a personal permanente, interino o bajo regímenes especiales, incluido el personal de los proyectos financiados por organismos multilaterales.

m)  Viáticos y gastos de representación, costos de viajes y otros rubros similares, otorgados a funcionarios de cualquier nivel como a particulares en el desempeño de funciones públicas.

n)  Listado de beneficiarios de jubilaciones, pensiones y retiros; de indemnizaciones y compensaciones cubiertas con fondos públicos; de programas de becas; de cualquier tipo de subsidio estatal; de bonos de vivienda y de ayudas o beneficios sociales.

o)  Estado de situación, perfil de vencimientos y costo de la deuda pública del ente u órgano respectivo, así como de los avales y garantías emitidas, y de los compromisos de ejercicios futuros contraídos.

p)  Inventarios de bienes inmuebles, muebles y de inversiones financieras.

q)  Normas de regulación y control fijados por los entes reguladores.

r)  Toda otra información calificada como pública por esta u otras leyes.

ARTÍCULO 16.  Obligación de informar de parte del Estado
Las entidades u órganos del Estado están obligadas a brindar a cualquier persona que lo requiera información sobre el funcionamiento y las actividades que desarrollan, exceptuando únicamente las informaciones relativas de carácter confidencial, de acceso restringido o secretos de Estado.

ARTÍCULO 17.  Información de publicación obligatoria

En atención al principio de publicidad, los sujetos, entes y órganos señalados en esta Ley deberán tener disponible en forma impresa o  en sus respectivos sitios de Internet, información actualizada cada semestre respecto de los temas, documentos y políticas que a continuación se detallan:

a)  La normativa jurídica actualizada que rige la entidad u órgano.

b)  Las políticas generales de la entidad u órgano, que formen parte de su plan estratégico.

c)  Los manuales de procedimientos internos.

d) La descripción de la estructura organizativa y de las facultades administrativas de cada unidad que le compone.

e)  El directorio de servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento o sus equivalentes.

f)  La descripción de los formularios y reglas de procedimiento para obtener información de la institución y el sitio o medio por el cual pueden ser obtenidos

g)  Las memorias o informes que deben por disposición constitucional o legal rendir anualmente.

h) Los planes operativos anuales que fundamentan los presupuestos institucionales de la Administración Pública, según la Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, Ley  Nº 8131.

i)  Toda aquella información relativa a los montos y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, así como los informes que dichas personas les entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos.

ARTÍCULO 18.  Del derecho de acceso a la información personal

El derecho de acceso a la información personal garantiza las siguientes facultades del interesado:

A)  Acceder directamente o conocer las informaciones y los datos relativos a su persona.

b)  Conocer la finalidad de los datos a él referidos y al uso que se haya hecho de los mismos.

c)  Solicitar y obtener la rectificación, actualización, cancelación o eliminación y el cumplimiento de la garantía de confidencialidad respecto de sus datos personales.

d)  El ejercicio del derecho al cual se refiere este artículo en el caso de datos de personas fallecidas le corresponden a sus sucesores universales y legatarios. 

 e)  De conformidad con el principio de publicidad de los actos  resultantes del ejercicio de la función pública, toda persona tiene el derecho a solicitar y  recibir información de acceso público en forma completa, veraz, adecuada y oportuna de parte de cualquier entidad u órgano público sujeto a esta Ley. Las sesiones de los órganos y entes de la Administración sujetos a esta Ley son públicas y solo podrán ser declaradas privadas, de modo excepcional, cuando se vayan a tratar asuntos que versen sobre información de acceso restringido. 

ARTÍCULO 19.  Límites y excepciones al derecho a la autodeterminación informativa del ciudadano

Solo por ley se podrán establecer límites y excepciones en los principios, derechos y garantías aquí enunciados, siempre que aquellas sean justas, razonables y acordes con el principio democrático y de transparencia administrativa y del disfrute pleno de los derechos fundamentales.  Los mencionados límites y excepciones solo podrán plantearse para alcanzar fines legales en alguno de los siguientes campos:

a)  La protección de la seguridad del Estado, de la seguridad pública, de la seguridad económica del Estado, de las relaciones internacionales o para la persecución de las infracciones penales.

b)  La protección de los propios titulares de los datos, así como los derechos y las libertades de otras personas.

c)  El funcionamiento de bases de datos de carácter personal que se utilicen con fines estadísticos o de investigación científica, cuando no existe riesgo de que las personas sean identificadas.

d)  La adecuada prestación de servicios públicos y de la eficaz actividad ordinaria de la Administración, por parte de las autoridades oficiales.

Siempre existirá recurso para que la autoridad judicial decida si en un caso concreto estamos ante un límite o excepción razonable.

ARTÍCULO 20.  Protocolos de actuación

Las personas físicas y jurídicas, públicas y privadas, que tengan entre sus funciones la recolección, almacenamiento y uso de datos personales, podrán emitir un protocolo de actuación, en el cual establecerán los pasos que deberán seguir, en la recolección, almacenamiento y manejo de los datos personales, de conformidad con las reglas previstas en esta Ley.

Para ser válidos, los protocolos de actuación deberá ser inscrito ante el Registro de bases de datos de la Comisión Nacional de Política Informática. 
La manipulación de datos con base en un protocolo de actuación inscrito ante  la Comisión Nacional de Política Informática hará presumir (iuris tantum) el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta Ley, para los efectos de autorizar la cesión de los datos contenidos en una base de datos.

CAPÍTULO III

TRANSFERENCIA DE DATOS PERSONALES

SECCIÓN ÚNICA

ARTÍCULO 21.  Transferencia de datos personales.  Regla general

Las personas públicas y privadas encargadas del manejo de bases de datos, estarán imposibilitadas para transferir datos que hayan recibido directamente de los titulares de la información o de terceros.

Se exceptúan de la prohibición contenida en el párrafo anterior las transferencias ocurridas con absoluto arreglo a alguna de las siguientes reglas:

a)  Que la Comisión Nacional de Política Informática autorice la transferencia a la persona o institución receptora, pública o privada, por corroborar que con dicho traslado no están siendo vulnerados los principios rectores del manejo de datos personales, descritos en esta Ley.

b)  Que el titular de la información haya autorizado expresa y válidamente tal transferencia y que no haya sido notificada la revocatoria a la Autoridad encargada de la base de datos.

Si se trata de una persona o institución pública o privada domiciliada en el extranjero, dicha transferencia solo podrá ser llevada a cabo si, además de las condiciones antes mencionadas, dicho receptor está domiciliado o tiene como base un país que ofrezca un nivel de protección de los datos personales, igual o superior al establecido en Costa Rica, salvo que el titular de los datos personales autorice expresamente su transferencia, la cual se hará sin más trámite.

ARTÍCULO 22.  Deber de entrega de información parcial 

Cuando un documento contenga, en forma parcial, información cuyo acceso esté limitado por contener información de carácter personal, confidencial o  restringida, se deberá suministrar el resto que sea disponible.  Del mismo modo, cuando una sesión se declare privada en razón de los asuntos a tratar, la parte de la sesión destinada a conocer de otros asuntos mantendrá su carácter público.

ARTÍCULO 23.  Negación al acceso a la información

Las entidades u órganos del Estado que negaren el otorgamiento de una información por considerarla de carácter confidencial o de acceso restringido, deberán hacerlo por medio de resolución motivada.  Las razones invocadas para tal decisión deberán sustentarse en la presente Ley y en lo previsto por el artículo 30 de nuestra Constitución Política.

En todo caso, dicha denegatoria debe ser dispuesta por un funcionario de jerarquía equivalente o superior al jerarca de la entidad u órgano.

CAPÍTULO IV

Comisión Nacional de Política Informática

SECCIÓN I

Disposiciones generales

ARTÍCULO 24.  Comisión Nacional de Política Informática

Delegar las función controladora de la presenta Ley al la Comisión Nacional de Política Informativa, la  cual gozará de independencia funcional y de criterio en el desempeño de las funciones que esta Ley le encomienda. 

ARTÍCULO 25.  Atribuciones

La Comisión Nacional de Política Informativa tendrá las siguientes atribuciones:

a)  Constituirse en receptor, compilador, actualizador y reproductor de toda la información pública que le sea suministrada en los términos que establece la presente Ley.

b)  Conformarse en canal de acceso efectivo para los solicitantes, sean personas físicas, jurídicas o entidades, a la información pública. 

c)  Recopilar la información pública y de publicación obligatoria, conforme a los términos de esta Ley. 

d)  Publicar o reproducir por cualquier medio la información pública, para garantizar a los ciudadanos el libre acceso a dicha información.

e)   Mantener actualizadas las bases de datos sobre información pública.

f)   Establecer y alimentar un sistema de información administrativa al ciudadano, sobre los servicios públicos y trámites de toda la Administración Pública. 

g)   Otras que determine esta Ley.

h)  Velar por el cumplimiento de la normativa en protección de Datos, tanto por parte de personas físicas como por entes y Órganos Públicos y Privados. Llevar un registro de los activos y bases de datos en soporte físico y informático, que sean propiedad o estén en administración tanto de personas físicas como de entes y órganos Públicos Y Privados.

J) Ordena de oficio o a petición de parte la supresión, rectificación, adhesión, o restricción en la circulación de las Informaciones contenidas en bases de datos, cuando contravengan las normas sobre protección de los datos personales.

K) Imponer las sanciones administrativas establecidas en la ley para las personas físicas o Jurídicas, Públicas o Privadas que infrinjan las normas sobre protección de los datos personales de acuerdo a las faltas previstas legalmente.         
ARTÍCULO 26. Registro de archivos y bases de datos

Todo registro, base o banco de datos público y privado administrado con fines de distribución, difusión o comercialización, que contenga datos sensibles debe inscribirse en el Registro que al efecto habilite la Comisión Nacional de Política Informativa

El Registro de archivos y bases de datos es el órgano de la Comisión Nacional de Política Informativa para la Protección de Datos Personales encargado de inscribirlos.

Asimismo, deberá inscribir:

a) Los protocolos de actuación a que hace referencia esta Ley.

b) Cualesquiera otras informaciones que las normas de rango legal le impongan.

ARTÍCULO 27.  Departamento de inspección de archivos y bases de datos

Corresponde al Departamento de inspección de bases de datos la tramitación de las quejas y solicitudes recibidas por personas respecto del uso que esté siendo dado a sus datos personales.  Actuará como órgano director del debido proceso, pudiendo llevar a cabo las diligencias de investigación necesarias, incluida la posibilidad de exigir de los archivos y las bases de datos el suministro de la información requerida, así como la inspección in situ de tales archivos y bases de datos.  Podrá asimismo adoptar las medidas cautelares necesarias para la efectiva garantía del buen uso de los datos personales.

Mediante un sistema de selección aleatoria permanente deberá controlar que las bases de datos a que se refiere esta Ley, cumplan con las normas para la protección de los datos personales.

ARTÍCULO 28.  Departamento de divulgación

Compete al Departamento de divulgación la elaboración y ejecución de una estrategia de comunicación dirigida a permitir que los habitantes conozcan los derechos derivados del manejo de sus datos personales, así como los mecanismos que el ordenamiento prevé para la defensa de tales prerrogativas. Deberá coordinar con los gobiernos locales, la realización periódica de las actividades de divulgación entre los habitantes del cantón.

Le corresponde asimismo promover entre las personas y empresas que recolecten, almacenen o manipulen datos personales, la adopción de prácticas y protocolos de actuación acordes con la protección de dicha información. Lo podrá hacen en conjunto con la Defensoria de los Habitantes.

CAPÍTULO V

Procedimientos

SECCIÓN I    Disposiciones comunes

ARTÍCULO 29.  Aplicación supletoria

En lo no previsto expresamente por esta Ley, y en tanto sean compatibles con su finalidad, serán aplicables supletoriamente las disposiciones del libro II de la Ley General de la Administración Pública.

SECCIÓN II

Intervención en bases de datos

ARTÍCULO 30. Denuncia

Cualquier persona que ostente un derecho subjetivo o un interés legítimo, puede denunciar ante la Comisión Nacional de Política Informática que una base de datos, público o privado, actúa en contravención de las reglas para el manejo de los datos personales, establecidas en esta Ley.

ARTÍCULO 31.  Trámite de las denuncias

Recibida la denuncia, el Departamento de inspección conferirá al propietario o administrador de la base de datos, un plazo de tres días hábiles, para que se pronuncie acerca de la veracidad de tales cargos.  El denunciado deberá remitir los medios de prueba que respalden sus afirmaciones. Todo informe será tenido bajo juramento.  La omisión de rendir el informe en el plazo estipulado, hará que se tengan por ciertos los hechos acusados.

A más tardar un mes después de la presentación de la denuncia, el Departamento de inspección debe presentar al jerarca una recomendación acerca de la existencia o no de actos lesivos del derecho a la autodeterminación informativa del interesado, cinco días después, el director nacional deberá dictar el acto final, contra su decisión, cabrá recurso de reconsideración dentro del tercer día, el cual deberá ser resuelto en el plazo de ocho días luego de recibido, agotando la vía administrativa.

ARTÍCULO 32.  Efectos de la resolución estimatoria

Si en su acto final, Jerarca determinare que la información del interesado es falsa, incompleta, inexacta, o bien que de acuerdo con las normas sobre protección de datos personales, la misma fue indebidamente recolectada, almacenada o difundida, deberá ordenar su inmediata supresión, rectificación, adición o aclaración, o bien restricción respecto de su transferencia y difusión.  Si el denunciado no cumpliere íntegramente con lo ordenado, estará sujeto a las sanciones previstas en esta y otras leyes.

SECCIÓN III

   Regimen gimen disciplinario aplicable a lOs

Encargados de las Bases de Datos
ARTÍCULO 33. Responsables de las bases de datos
 Los responsables de las bases de datos y los encargados de su tratamiento estarán sujetos al régimen disciplinario establecido en la presente Ley.

Cuando se trate de bases de datos de los que sea responsable la Administración Pública estarán sujetos, en cuanto al procedimiento y a las sanciones, a lo establecido en esta Ley.

ARTÍCULO 34 Trámite

De oficio o a instancia de parte, Comisión Nacional de Política Informática podrá iniciar un procedimiento tendiente a demostrar si una base de datos de los regulados por esta Ley, está siendo empleado de conformidad con sus principios.

ARTÍCULO 35.  Sanciones

De concluir el Jerarca de la Comisión Nacional de Política Informática, que la persona física o jurídica ha cometido una de las faltas tipificadas en esta Ley, deberá imponer alguna de las siguientes sanciones, (ARTICULO 2.- La denominación "salario base", contenida en los artículos 209, 212, 216 y 384 del Código Penal, corresponde al monto equivalente al salario base mensual del "Oficinista 1" que aparece en la relación de puestos de la Ley de Presupuesto Ordinario de la República, a la fecha de consumación del delito.)

a) Para las faltas leves, una multa hasta cinco salarios base, conforme a la Ley N. º 7337.
b) Para las faltas graves, una multa de cinco a veinte salarios base, conforme a la Ley N. º 7337. 
c) Para las faltas gravísimas, una multa de 15 a 30 salarios base, conforme a la Ley N. º 7337; y la suspensión para el funcionamiento del fichero de uno a seis meses. 
ARTÍCULO 36. Faltas leves

Serán consideradas faltas leves, para los efectos de esta Ley:

a) La recolección de datos personales para su uso en una base de datos sin hacer al interesado todas las advertencias especificadas en esta Ley.

b) Recolectar, almacenar y transmitir datos personales de terceros por medio de mecanismos inseguros o que de alguna forma no garanticen la seguridad e inalterabilidad de los datos.

ARTÍCULO 37.  Faltas graves

Serán consideradas faltas graves, para los efectos de esta Ley:

a) Recolectar, almacenar, transmitir o de cualquier otra forma emplear datos personales sin el consentimiento expreso del titular de los datos, con arreglo a las disposiciones de esta Ley.

b) Transferir datos personales a otras personas o empresas en Costa Rica en contravención a las reglas establecidas en esta Ley.

c) Transferir datos personales a otras personas o empresas radicadas en el extranjero en contravención a las reglas establecidas en esta Ley.

d) Recolectar, almacenar, transmitir o de cualquier otro modo emplear datos personales para una finalidad distinta de la autorizada por el titular de la información.

e) Negarse injustificadamente a dar acceso a un interesado sobre los datos que consten en archivos y bases de datos, a fin de verificar su calidad, recolección, almacenamiento y uso conforme a esta Ley.

f) Negarse injustificadamente a eliminar o rectificar los datos de una persona que así lo haya solicitado por medio claro e inequívoco.

ARTÍCULO 38.  Faltas gravísimas

Serán consideradas faltas gravísimas, para los efectos de esta Ley:

a) Recolectar, almacenar, transmitir o de cualquier otra forma emplear, por parte de personas físicas o jurídicas privadas, datos sensibles, según la definición prevista en el artículo 7 de esta Ley.

b) Obtener de los titulares o de terceros, datos personales de una persona por medio de engaño, violencia o amenaza.

c) Revelar información registrada en una base de datos personales cuyo secreto estuviere obligado a guardar conforme la ley.

d) Proporcionar a un tercero información falsa a la contenida en un archivo de datos, con conocimiento de ello.

Conclusión
En la presente investigación, se ha realizado un exhaustivo análisis cuya finalidad es visualización del derecho a la autodeterminación informativa a través de la evolución histórica que da origen a nivel mundial al nacimiento del Derecho de Hábeas Data, enfocando el estudio en el Derecho a la Autodeterminación Informativa, siendo que, una vez determinado los conceptos y otros aspectos de importancia, se analiza la situación de este derecho en Costa Rica y cómo ha sido tratado dicho Derecho por la Sala Constitucional, para lograr dicho trabajo se realizó un análisis comparado  con algunos países que han tutelado el derecho a la Autodeterminación Informativa, posteriormente se toma como parte del estudio los proyectos que versan sobre este derecho y se les realiza un análisis, de forma tal que se decide tomar ambos proyectos y tratar de unirlos de forma tal que en el mismo se realice un planteamiento a través de un nueva propuesta tomando como base a ambos y la cual presentamos como parte del presente estudio y que se considera es de gran importancia para la tutela normativa en nuestro país, debido a que hasta la fecha solo se protege el derecho hasta que el mismo ha sido violentado, dejando al ciudadano indefenso, y solo puede recurrir hasta que el agravio ha sido causado y como prueba de ello se demostró en el análisis de las resoluciones emitidas por la Sala Constitucional, misma que ha reconocido el Derecho a la Autodeterminación Informativa, como un derecho inherente a una sociedad moderna.

Con lo anterior, se tiene que la situación en que se halla el ordenamiento jurídico costarricense en materia ya que existe un reconocimiento del carácter fundamental del derecho a la protección de datos, pero no así un marco jurídico que lo desarrolle, aunque se ha presentado diferentes proyectos de ley para que por parte de nuestro Poder Legislativo, tome cartas en el asunto, no se le da solución al mismo, dejando al ciudadano en un estado de indefensión en este sentido, ello a pesar de que el Derecho ha sido reconocido por la Sala Constitucional como un derecho fundamental de una sociedad moderna, en ese sentido solamente tiene como mecanismo de defensa el defenderse a través de un recurso, siendo que el recurrente solamente puede hacer valer sus derechos hasta que el mismo ha sido violentado, sea por parte de instituciones públicas como privadas. 

Como se ha demostrado en la presente investigación, en el ámbito público, existe una normativa que tiene implicaciones directas con el tratamiento de datos de carácter personal, y que en muchas ocasiones se violenta y se debe de recurrir a hacer valer los derechos a través de un recurso de Hábeas Data, por lo tanto se debería ser especialmente exigentes en la aplicación de esta normativa, a fin de proteger no sólo el derecho a la autodeterminación informativa, sino más allá, la propia libertad de las personas. El sector privado requiere de una mayor atención, ya que no se halla sujeto a condicionamientos institucionales y los datos de carácter personal constituyen un bien cada vez más valioso sin que el ciudadano sea siempre consciente de ello. En consecuencia, la información, formación y uso de códigos tipo son cada vez más necesarios.

Nos encontramos en este caso ante uno de los “derechos no enumerados” como lo denomina la doctrina. En otras palabras, la autodeterminación informativa, como otros derechos fundamentales, es inherente al ser humano, por lo que no puede interpretarse que ante la inexistencia de una norma que restrinja el tratamiento de datos personales de terceros, nos encontremos ante una actividad permitida. En definitiva, nos hallamos en el comienzo de una nueva etapa. Por lo tanto, hay que abordar la defensa del derecho a la protección de los datos personales con los medios jurídicos adecuados. La solución adecuada para garantizar este derecho es tanto la intervención pública como la actuación privada, dirigiendo e impulsando la primera a la segunda Se precisan regulaciones acordadas internacionalmente que velen por una actuación coordinada en defensa del derecho a la autodeterminación informativa.
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